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Civil y Familiar 

Jurisprudencias 

 

EMPLAZAMIENTO PERSONAL. LA OMISIÓN DEL DILIGENCIARIO DE CERCIORARSE DE LA 
IDENTIDAD DEL DEMANDADO LO VUELVE ILEGAL, SIN QUE ELLO SE CONVALIDE CON LA 
FIRMA NO OBJETADA DE ÉSTE EN EL ACTA RESPECTIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
JALISCO). 

 

El artículo 112 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco establece que la diligencia 
de emplazamiento se realiza personalmente con el demandado; el servidor público deberá de 
cerciorarse de la identidad de éste en la forma prevista por el artículo 70 del código citado, esto es, el 
legislador dispuso imperativamente ese requisito y delimitó los mecanismos para tal efecto; en ese 
tenor, la omisión del diligenciario de cerciorarse de la identidad del demandado lo vuelve ilegal, sin 
que encuentre sustento jurídico el que se convalide la omisión de esa exigencia con la firma del 
demandado que obra en el acta, pese a que no fue objetada, pues ello se aparta de la finalidad de la 
norma de otorgar seguridad jurídica al emplazamiento, al establecer la certeza sobre la particularidad, 
reconocimiento y diferenciación del demandado, en tanto que la firma es un requisito adicional que 
implica la expresión de la voluntad de haber participado en el acto, elemento que incluso es 
prescindible si el funcionario asienta las razones por las cuales se negó a signar el interesado; lo 
anterior no significa hacer nugatoria la fe judicial del servidor público que practica esa actuación, pues 
lo que se cuestiona es que hubiesen sido cumplidas las formalidades en observancia a los derechos 
fundamentales de legalidad y de audiencia. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

ABOGADO PATRONO DESIGNADO EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 94 Y 95 DEL CÓDIGO 
PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE GUERRERO. SÓLO PUEDE PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO DIRECTO, A NOMBRE DE SU AUTORIZANTE, SI SE LE FACULTÓ EXPRESAMENTE 
PARA ELLO. 
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De los artículos referidos se advierte que las partes contendientes en los juicios civiles pueden ser 
representadas por abogados patronos o procuradores, quienes serán designados verbalmente o por 
escrito, cuya asistencia técnica les permite desempeñar los actos procesales que correspondan a su 
autorizante, excepto los que involucren disposición del derecho en litigio y los que estén legalmente 
reservados a los interesados, por lo que, al no existir restricción alguna para los autorizantes en los 
preceptos citados, pueden ampliar las facultades del abogado patrono al designarlo, lo que significa 
que pueden otorgarles atribuciones especiales, como sería la de promover el juicio de amparo directo; 
por lo que se concluye que un abogado patrono designado en juicio en términos de los artículos 94 y 
95 aludidos, sin facultades ampliadas, no tiene legitimación para promover el juicio de amparo en 
nombre de su representado, toda vez que la autorización en el juicio natural no le confiere la facultad 
de ejercer una acción diversa en representación de su autorizante, ya que el alcance de las facultades 
de defensa de los derechos del autorizante sólo se circunscriben al juicio civil, pues la limitante de que 
se trata deriva del artículo 95 indicado, de ahí que la demanda de amparo directo en materia civil, 
deba provenir directamente de quien figura como quejoso o de su representante legal o apoderado, 
porque es el titular de la acción y el único legitimado para decidir cuáles actos son los que, en su 
concepto, le ocasionan perjuicio y de qué manera lesionan sus derechos humanos, conforme al 
principio de instancia de parte agraviada que rige en el juicio de amparo. 

 

PLENO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. EN CASO DE EXISTIR CESIÓN DEL CRÉDITO EL JUZGADOR, 
ANTES DE ADMITIR LA DEMANDA, DEBE VERIFICAR, DE OFICIO, QUE EL DEUDOR HAYA 
SIDO NOTIFICADO FORMALMENTE DE LA CESIÓN (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE 
SINALOA Y DEL DISTRITO FEDERAL). 

 

Los Códigos Civiles para el Estado de Sinaloa y para el Distrito Federal prevén que si en una cesión 
de derechos hipotecarios, el cedente deja de llevar la administración de los créditos del cesionario, 
aquél deberá notificar por escrito dicha cesión al deudor; condición que habrá de cumplir el cesionario 
antes de ejercer la acción hipotecaria (artículos 2926 y 2036 del Código Civil para el Distrito Federal, y 
2807 y 1918 del Código Civil para el Estado de Sinaloa), por ser un requisito legal para la procedencia 
de esta vía especial. Lo anterior implica que previamente a la admisión de la demanda, el Juez debe 
analizar, de oficio, si se verificó esta formalidad que la ley permite cumplir en forma judicial o 
extrajudicial, supuesto este último en el que puede hacerse por conducto de notario o ante dos 
testigos. Sin embargo, la obligación del juzgador debe limitarse a verificar si se cumplió el requisito 
formal de la notificación en el modo que establece la ley, sin que deba exigirse a éste que verifique 
que la diligencia respectiva derivó, efectivamente, en el conocimiento fehaciente del deudor de que el 
crédito hipotecario fue cedido, pues esa postura iría más allá de lo previsto en los códigos referidos, 
que únicamente establecen como condición para que el cesionario pueda ejercer la vía hipotecaria 
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que previamente le haya notificado, por escrito, al deudor la cesión. Así, el demandado que se 
considere afectado por una notificación ilegal podrá impugnarla, como excepción, aun cuando se haya 
realizado por conducto de un notario público, pues si bien es cierto que las actas y los testimonios que 
los fedatarios expiden en el ejercicio de sus funciones constituyen documentos que gozan de 
presunción de certeza de los actos que consignan, también lo es que esa presunción admite prueba 
en contrario, y su nulidad puede declararse judicialmente en un procedimiento en el que demuestre 
que los hechos que consignan no se apegan a la realidad. 

 

PRIMERA SALA 

CONTRATO DE TRANSACCIÓN PARA PREVENIR UNA CONTROVERSIA FUTURA. EL JUICIO 
DE AMPARO PROMOVIDO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE LO APRUEBA, LO ELEVA A 
CATEGORÍA DE SENTENCIA EJECUTORIA Y DECRETA SU EJECUCIÓN, ES UN ACTO FUERA 
DE JUICIO Y COMO TAL, ES COMPETENCIA DE UN JUZGADO DE DISTRITO (LEGISLACIÓN 
DEL ESTADO DE JALISCO). 

 

El carácter específico del contrato de transacción, es el de que acabe un pleito o lo prevenga, 
haciendo una reciprocidad de sacrificios o concesiones por ambas partes. Cuando se celebra dicho 
contrato, el artículo 2641 del Código Civil del Estado de Jalisco, le da la calidad de cosa juzgada por lo 
que hace a los contratantes, de tal manera que, si su objeto fue prevenir una controversia futura, es 
decir, cuando se celebra antes de que nazca un litigio, la transacción se convierte en un auténtico 
sustituto jurisdiccional, al grado de que la sentencia firme y la transacción son equiparables y, por 
tanto, pueden ejecutarse. De ahí que, la resolución emitida en el procedimiento de tramitación 
especial a que se refiere el artículo 506 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, 
en la que se aprueba el contrato de transacción, lo eleva a categoría de sentencia ejecutoria y decreta 
su ejecución, constituye un acto fuera de juicio, conforme a lo previsto en el primer párrafo de la 
fracción IV, del artículo 107 de la Ley de Amparo (de similar redacción a la fracción III, del artículo 114, 
de la abrogada Ley de Amparo) en un procedimiento especial de naturaleza ejecutiva, que excluye la 
existencia de una real controversia entre las partes; de ahí que el juicio de amparo que se promueva 
en contra de dicha determinación, debe ser del conocimiento de un Juez de Distrito. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Tesis aisladas  

 

VIOLENCIA INSTITUCIONAL CONTRA LA MUJER. CUANDO SE RECLAMAN ACTOS U 
OMISIONES EN LOS PROCESOS JURISDICCIONALES DEL ORDEN FAMILIAR, DONDE 
AQUÉLLA SE ESTIMA CONFIGURADA, ES NECESARIO QUE SE ADVIERTA EN SU EJECUCIÓN 
LA INTENCIÓN DE LAS AUTORIDADES DE DISCRIMINAR O QUE TENGA COMO FIN DILATAR, 
OBSTACULIZAR O IMPEDIR EL GOCE Y EJERCICIO DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA 
PERSONA CON AQUELLA CALIDAD. 

 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Belém do Pará), establece en su preámbulo que la violencia contra la mujer es una ofensa a la 

dignidad humana y constituye una violación de derechos humanos y las libertades fundamentales, que 

limita total o parcialmente su goce o ejercicio; y, contempla que toda mujer tiene derecho a una vida 

libre de violencia, entendiendo por ésta, cualquier acción o conducta basada en el género, que cause 

muerte, daño o sufrimiento (físico, sexual o psicológico), que se produzca en el ámbito público o 

privado, dentro de la familia, unidad doméstica o cualquier relación interpersonal y que sea tolerada o 

perpetrada por el Estado o sus agentes. Por su parte, el artículo 18 de la Ley General de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, precisa que violencia institucional, son los actos u 

omisiones de las y los servidores públicos de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan 

como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, 

así como su acceso al disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, 

sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia. En ese sentido, cuando se reclaman actos u 

omisiones en los procesos jurisdiccionales del orden familiar, que se estima configuran violencia 

institucional contra las mujeres, es necesario que se advierta en la ejecución de aquéllos, la intención 

de las autoridades de discriminar o que tenga como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y 

ejercicio de los derechos humanos de la persona en su calidad de mujer; o el ánimo de impedirle el 

disfrute de políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los 
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diferentes tipos de violencia, o bien, aun cuando no tengan como finalidad trastocar esos derechos, 

que éstos generan, per se, ese resultado. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

RECURSO DE REPOSICIÓN. PROCEDE SI SE RECLAMA EL AUTO DICTADO POR EL 
TRIBUNAL DE ALZADA, QUE REVOCA LA ADMISIÓN DE LA APELACIÓN HECHA POR EL JUEZ 
Y DECLARA INADMISIBLE EL MEDIO DE DEFENSA INTERPUESTO CONTRA LA 
INTERLOCUTORIA DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES MORATORIOS (INAPLICABILIDAD DEL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO). 

 

El primer caso de excepción al principio de definitividad, previsto en el artículo citado, consiste en que 

la procedencia del recurso o medio de defensa se sujete a una interpretación adicional, lo cual implica 

que si la norma que determina la existencia y procedencia de un recurso, conforme al cual, es factible 

modificar, revocar o nulificar el acto reclamado, admite más de una interpretación, entonces el 

justiciable, ante esa indefinición, puede optar entre agotarlo o concurrir directamente al juicio de 

amparo y, en ese supuesto, no le será reprochable su falta de interposición. Sin embargo, esta 

excepción debe estimarse inaplicable cuando se reclama el auto dictado por el tribunal de alzada, 

mediante el cual revoca la admisión de la apelación hecha por el Juez y se declara inadmisible ese 

recurso interpuesto contra la interlocutoria de liquidación de intereses moratorios, porque 

indudablemente es impugnable a través del recurso de reposición previsto en el artículo 686 del 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, que dispone, en forma genérica, que puede 

pedirse contra los decretos y autos emitidos por el tribunal de alzada, aun aquellos que dictados en 

primera instancia serían apelables, sin distinguir entre autos provisionales, preparatorios y definitivos, 

ni sobre la trascendencia del proveído apelado, ni las consecuencias que pueda tener sobre el 

justiciable. De esa manera, ante la interpretación categórica que define en forma positiva la 

procedencia del recurso contra actos reclamados de ese tipo, desaparece la incertidumbre e 
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indefinición que podría tener la norma que lo establece, por lo que debe promoverse el recurso de 

reposición porque, de no hacerlo, incumpliría con el principio de definitividad y, en consecuencia, debe 

declararse la improcedencia del juicio de amparo. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PAGO DE DAÑOS Y PERJUICIOS. LOS CONDÓMINOS TIENEN LEGITIMACIÓN PARA EJERCER 
ESA ACCIÓN, CUANDO SE EFECTÚEN CONSTRUCCIONES EN ÁREAS COMUNES, QUE 
AFECTEN SU PROPIEDAD. 

 

Cuando se afecta un departamento con motivo de una construcción en el área común, que perturba la 

propiedad de un condómino, de conformidad con los artículos 1o. y 2o. del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, dicho condómino tiene legitimación para ejercer la acción de pago de 

los daños causados a su propiedad; puesto que no obstante que la Ley de Propiedad en Condominio 

de Inmuebles para el Distrito Federal y su reglamento, son ordenamientos especiales, los cuales 

regulan el régimen de propiedad en condominio y reglamentan el uso de las áreas comunes que les 

pertenecen en forma proindiviso a los propios condóminos, y que el artículo 43, en sus fracciones XVII 

y XIX, de la ley en comento, indica que corresponde al administrador de un inmueble en condominio 

iniciar los procedimientos administrativos y judiciales que procedan contra los condóminos que 

incumplan con sus obligaciones o incurran en violaciones a la escritura constitutiva; sin embargo, 

como el artículo 4o. de dicha ley señala que los derechos y obligaciones de los condóminos se regirán 

por las disposiciones de ésta, su reglamento y por el Código Civil para el Distrito Federal; en 

acatamiento a ello, al estar regulada la figura jurídica de la copropiedad conforme a los artículos 938, 

943, 944, 945 y 955 de éste, ello legitima al condómino para ejercer la acción de pago de los daños 

causados a su propiedad. 
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SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

NOTIFICACIONES POR BOLETÍN JUDICIAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL 
DISTRITO FEDERAL. EN ÉL DEBE PRECISARSE CUÁNTOS AUTOS O RESOLUCIONES SE 
DICTARON EN UN EXPEDIENTE EL MISMO DÍA, ATENTO A LOS PRINCIPIOS PRO PERSONA Y 
PRO HOMINE. 

 

Conforme al artículo 126 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y a la circular 

59/2008 emitida en cumplimiento al Acuerdo General 5-44/2008 del Consejo de la Judicatura del 

Distrito Federal, las listas publicadas en el Boletín Judicial deben contener los nombres y apellidos de 

las partes y el número de expediente o toca relativo; sin embargo, no se exige la obligación de 

precisar cuántos acuerdos se dictaron en un expediente el mismo día. No obstante, este órgano 

colegiado estima que debe precisarse cuántos autos o resoluciones se dictaron en un mismo 

expediente cuando en la misma fecha se emite más de uno, sin necesidad de repetir varias veces el 

mismo asunto o el nombre de las partes, pues con la precisión apuntada se otorga seguridad jurídica 

a las partes, quienes conocerán con exactitud cuántos acuerdos son los que emitió la autoridad 

jurisdiccional. Este requisito surge con base en la interpretación más favorable a la persona respecto 

del orden constitucional -principios pro persona y/o pro homine-, para garantizar que los gobernados 

estén en aptitud de seguir y controvertir todas las determinaciones de los juzgadores. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

MANDATO. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "EN LA ADMINISTRACIÓN" A QUE ALUDE EL 
ARTÍCULO 2600 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, TRATÁNDOSE DE 
PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES. 

 

Si bien el artículo 2595, fracción III, del citado código, establece que el mandato termina por la muerte 

del mandante; sin embargo, el diverso artículo 2600 del mismo ordenamiento señala que el 
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mandatario debe continuar "en la administración" en tanto los herederos provean por sí mismos a los 

negocios, siempre que de lo contrario pueda resultar algún perjuicio a la sucesión del mandante. Así, 

tratándose de la tramitación de procedimientos jurisdiccionales, el mandatario debe continuar con ésta 

hasta en tanto no se apersone a juicio la sucesión por conducto del albacea o se promueva la 

sustitución correspondiente, pues tomando en consideración que si no hacen valer los recursos, 

defensas o derechos que la ley concede en los procedimientos jurisdiccionales, entonces precluyen 

los derechos correspondientes, con lo que se puede causar perjuicio al patrimonio de la sucesión, lo 

cual traería consigo el incumplimiento en las obligaciones a cargo del mandatario, dentro de las cuales 

se encuentran la salvaguarda de los derechos del mandante. Lo anterior, si se parte de la base de que 

entre los actos de administración deben contarse aquellos que tienden a la conservación de los 

derechos del mandante, sin que se estime necesaria la precisión de dichos actos dentro del poder 

general para pleitos y cobranzas, toda vez que la obligación de velar por los intereses del mandante 

en el juicio del que emana el acto impugnado, se encuentra implícita en el mandato de esa naturaleza 

en el cual quedó facultado para hacer uso de todos los recursos y medios de defensa que conceden 

las leyes en beneficio de los bienes puestos a su cuidado 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COPIAS FOTOSTÁTICAS DE DOCUMENTOS CUYOS ORIGINALES TIENE OBLIGACIÓN DE 
CONSERVAR EL PATRÓN. LAS OFRECIDAS POR ÉSTE CARECEN DE VALOR PROBATORIO, 
AUN CUANDO SE PERFECCIONEN. 

 

Del artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo se advierte que la Junta está facultada para requerir al 

patrón para que exhiba los documentos que tiene obligación de conservar, entre los que se 

encuentran los previstos en el numeral 804, los que por imperativo del diverso 801 debe exhibir en 

original. De ahí que se concluya que las copias fotostáticas de los aludidos documentos que ofrezca el 

patrón en el juicio carecen de valor probatorio, independientemente de que las perfeccione, pues de 
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no estimarlo así, se retardaría la impartición de la justicia, que conforme al artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos debe ser pronta, completa e imparcial; lo 

anterior, siempre y cuando no se aduzca motivo alguno que justifique la imposibilidad para exhibir su 

original. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

COMPETENCIA POR TERRITORIO EN LOS JUICIOS DE DIVORCIO INCAUSADO Y ALIMENTOS. 
NO DEBE ESTABLECERSE UNA REGLA GENERAL NI UNA EXCEPCIÓN ESPECÍFICA PARA 
DETERMINAR LA POSIBILIDAD DE MODIFICAR LAS REGLAS ORDINARIAS DE AQUÉLLA, 
PUES TIENE QUE ATENDERSE A LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO CONCRETO, A FIN DE 
ESTABLECER CUÁNDO PROCEDE, EN VIRTUD DE QUE PUEDE VULNERARSE EL INTERÉS 
SUPERIOR DEL MENOR [MODIFICACIÓN DE LA TESIS I.11o.C.4 C (10a.)]. 

 

Una nueva reflexión y análisis del tema abordado en el criterio sostenido por este Tribunal Colegiado 

de Circuito en la tesis I.11o.C.4 C (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1668, de rubro: "COMPETENCIA 

EN LOS JUICIOS DE DIVORCIO INCAUSADO Y ALIMENTOS. ATENDIENDO AL INTERÉS 

SUPERIOR DEL MENOR Y AL PRINCIPIO PRO HOMINE EN EL EXAMEN DE LOS DERECHOS 

HUMANOS, DEBE PREVALECER LA REGLA DE COMPETENCIA ESPECIAL A FAVOR DEL 

ACTOR O ACREEDOR ALIMENTARIO, SOBRE LA GENÉRICA QUE ATIENDE AL DOMICILIO 

CONYUGAL DE LOS DIVORCIANTES.", lleva a modificarlo, toda vez que no en todos los juicios 

donde se ventile la obligación de alimentos, debe fijarse la competencia por razón de territorio, en el 

lugar donde habiten los acreedores alimentarios, pues no necesariamente es un indicador de la 

afectación al interés superior de la infancia el que en determinado juicio se ventile lo relativo a la 

obligación alimentaria y el acreedor o los acreedores sean menores de edad que habiten en un lugar 

distinto a la jurisdicción donde se desarrolle el procedimiento, ya que para determinar si dicha 
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situación conlleva un menoscabo al interés superior del menor que debe ser considerado como 

cuestión primordial frente a cualquier otro tipo de interés, es necesario que el juzgador evalúe caso 

por caso las circunstancias que rodean al infante posiblemente afectado y así evaluar conforme a 

factores racionales si el desahogar el juicio en lugar distinto al domicilio del menor, pone en riesgo los 

derechos de la infancia y, por ende, sea necesario modificar la competencia territorial del órgano 

jurisdiccional. Tampoco puede establecerse una regla general respecto a que todos los asuntos donde 

se diriman cuestiones relacionadas con la obligación alimentaria y/o guarda y custodia, deban 

ventilarse en la jurisdicción del domicilio del menor o menores que tengan el carácter de acreedor o 

acreedores alimentarios. En el caso, aun cuando la acción se trate de la solicitud de divorcio sin 

expresión de causa, sin que exista un reclamo destacado o como acción principal, relativa al pago de 

alimentos, el Alto Tribunal del País ha establecido que si bien la petición de divorcio no es la única 

pretensión en este tipo de procedimientos, sino también la resolución de las cuestiones inherentes a la 

disolución del vínculo matrimonial como las relativas a alimentos y/o guarda y custodia de los hijos, 

ello por sí mismo es insuficiente para llevar a cabo una variación de las reglas competenciales por 

territorio, que rigen al divorcio donde será competente el órgano jurisdiccional del último domicilio 

conyugal. Por tanto, se concluye que el principio del interés superior de la infancia, al ser una 

obligación que debe inmiscuirse en todas las medidas y los asuntos relacionados con ella, ya sea 

realizados por entes públicos o privados, y al conocer que es un concepto que presenta una triple 

dimensión como derecho sustantivo, criterio interpretativo y norma de procedimiento, es claro que su 

aplicación no se limita a los derechos sustantivos de la infancia, sino también incide y debe aplicarse 

sobre los derechos adjetivos y formalidades esenciales del procedimiento por lo que, en 

consecuencia, éstos pueden ser válidamente modificados o ceder ante los efectos de la aplicación del 

principio del interés superior de la infancia. Lo que a priori indica que las reglas de competencia de la 

jurisdicción de los tribunales para conocer de un asunto en que se ventilen derechos de la infancia, 

pueden modificarse y regularse con el objeto de atender al principio del interés superior del niño, 

siempre que éste se encuentre evaluado, así como primordialmente justificado y ponderado el porqué 

de la necesidad de su variación. Mientras que, en otros casos, después de realizar dicha evaluación 
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pueda concluirse que no hay motivo ni justificación suficiente que incline a determinar que las reglas 

competenciales deban ser modificadas, ni dar un privilegio competencial al menor en detrimento de 

las demás partes del juicio, especialmente en aquellos casos en los que después de considerar el 

interés superior de la infancia como cuestión primordial a cualquier otro interés de terceros o, incluso, 

el de orden público del que reviste la competencia de los órganos jurisdiccionales, se concluya que no 

hay afectación a los derechos del infante. Lo anterior conduce a estimar que no puede establecerse 

una regla general ni una excepción específica para efectos de determinar la posibilidad de modificar 

las reglas ordinarias de competencia, pues deberá atenderse a las circunstancias del caso concreto, a 

fin de establecer cuándo procede, en virtud de que pueda verse vulnerado el interés superior del 

menor. 

 

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CIVIL. EL JUEZ DEBE DAR OPORTUNIDAD A LAS PARTES 
QUE LO SOLICITEN, PARA HACER COMPARECER E INTERROGAR A LOS PERITOS CON 
RESPECTO A LOS DICTÁMENES QUE RINDAN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

El principio de contradicción, aplicado a la prueba pericial, forma parte de las garantías de debido 

proceso que deben respetarse no sólo en la materia penal, sino en lo que resulte compatible con otras 

materias, como la civil, en la que debe permitirse a las partes que así lo soliciten, tener la oportunidad 

de hacer comparecer e interrogar a los peritos respecto a los dictámenes que rindan en juicio, sin 

perjuicio del derecho que, en su caso, pueda también concederse para que durante el desahogo de la 

prueba, las partes formulen observaciones que deban considerarse en los respectivos dictámenes. Lo 

anterior es así, ya que una interpretación articulada de lo señalado por los artículos 1o., 14, 17 y 20 

constitucionales, que considere a su vez las garantías judiciales protegidas por los artículos 8o. y 25 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, permite concluir que si bien, dada su 

importancia, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la referida Convención, sólo 
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detallan las garantías mínimas que deben respetarse en asuntos del orden penal, ello no descarta que 

las mismas también puedan ser consideradas garantías mínimas en procedimientos de otra 

naturaleza, en tanto ello resulte compatible, máxime que los juzgadores deben priorizar el 

conocimiento de la verdad y que la práctica de hacer comparecer e interrogar a los peritos, constituye 

un medio de control y perfeccionamiento de la prueba pericial, que permite que las partes sean 

debidamente oídas en juicio haciendo valer los medios de defensa necesarios previo a cualquier acto 

privativo. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los casos Ivcher Bronstein vs. Perú, 

Tribunal Constitucional vs. Perú y Panel Blanca (Paniagua Morales y Otros) vs. Guatemala, ha 

establecido el criterio de que a pesar de que el artículo 8o., apartado 2 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos, no especifica garantías mínimas en materias que conciernen a la 

determinación de los derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, 

las garantías mínimas establecidas en el numeral 2 del mismo precepto aplican también a esos 

órdenes y, por ende, en éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los términos 

reconocidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento respectivo. Dicho criterio 

también se advierte en la opinión consultiva emitida el 10 de agosto de 1990, por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Luego entonces, el hecho de que el artículo 1.312, del Código 

de Procedimientos Civiles del Estado de México, no prevea expresamente el derecho de las partes 

para hacer comparecer e interrogar a los peritos sobre los dictámenes que emiten, no impide que el 

juez, de conformidad con lo señalado por los artículos 1.250 y 1.251, que le permiten, para conocer la 

verdad, valerse de cualquier persona, cosa o documento, y decretar, en todo tiempo, en cualquier 

juicio, la práctica, repetición o ampliación de cualquier diligencia probatoria, puede, a solicitud de las 

partes, conceder el derecho de contradicción en la prueba pericial, debiendo, en caso de negativa al 

respecto, explicar de manera fundada y motivada las razones en que dicha determinación se sustente, 

sin que baste decir que ello es una facultad reservada al juez. 

 

PRIMERA SALA 
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PATRIA POTESTAD. AL ANALIZAR LA DEMANDA DE SU PÉRDIDA POR ACTUALIZARSE LA 
HIPÓTESIS PREVISTA EN EL ARTÍCULO 628, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE PUEBLA, EL JUEZ DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DEL INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR. 

 

La patria potestad es una institución creada en beneficio de los menores y no de los progenitores, 

pues constituye una función encomendada a éstos en favor de sus hijos, dirigida a su protección, 

educación y formación integral; de ahí que su pérdida no es una medida que tenga por objeto 

castigarlos por incumplir los deberes que conlleva la patria potestad, sino que pretende defender los 

intereses del menor en los supuestos en los que su bienestar se garantiza cuando sus padres estén 

separados. Ahora bien, el artículo 628, fracción I, del Código Civil para el Estado de Puebla, prevé que 

los derechos de la patria potestad se pierden cuando quien la ejerza cometa algún delito grave o 

intencional contra el menor, sin embargo, no todo delito comprueba que el progenitor incumplió con 

las obligaciones derivadas del ejercicio de aquélla y que causa con ello un perjuicio a los intereses y el 

bienestar del menor. Lo anterior es así, porque sin un análisis de la naturaleza del delito y de las 

circunstancias en las que se comete, la condena a la pérdida de la patria potestad bajo ese supuesto 

podría ser desproporcionada y contraria a los intereses de los menores, ya que existen delitos cuya 

naturaleza no denota una afectación evidente y directa a sus intereses, o bien, no demuestra 

fehacientemente que el progenitor ha incumplido las obligaciones inherentes al ejercicio de la patria 

potestad, como por ejemplo, en el delito de sustracción de menores, donde dependiendo de las 

circunstancias en que se cometa, puede o no demostrarse que fue dolosamente y, por tanto, faltó a su 

deber de cuidado. Consecuentemente, ante la demanda de la pérdida de la patria potestad por 

actualizarse el supuesto previsto en el artículo 628 citado, el Juez debe atender al principio del interés 

superior del menor y analizar la naturaleza del delito, así como las circunstancias en las que se 

cometió, pues de surgir alguna duda razonable respecto a si con su comisión se comprueba que el 

progenitor faltó a su obligación de cuidado y búsqueda del bienestar del menor, entonces, dicha 
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pérdida no debe aplicarse, porque no asegura la consecución de la finalidad de la norma, que es 

evitar un mayor perjuicio al menor. 

 

PRIMERA SALA 

 

MODELO SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD. AJUSTES RAZONABLES EN PROCEDIMIENTOS DE 
ADOPCIÓN. 

 

Tratándose de padres con discapacidad, para que pueda otorgarse la adopción de un menor sin el 

consentimiento de éstos, debe demostrarse de forma clara y convincente que, de lo contrario, el 

menor sufrirá alguna afectación. Además, debe corroborarse que dicho daño no deriva de prejuicios o 

especulaciones discriminatorias. Una vez que se ha probado la afectación en estos términos, debe 

acreditarse adicionalmente que dicha situación no deriva de barreras sociales que puedan ser 

subsanadas a través de medidas alternativas. En efecto, conforme al modelo social, la discapacidad 

debe ser considerada como una desventaja causada por las barreras que la organización social 

genera al no atender de manera adecuada las necesidades de las personas con diversidades 

funcionales. Con base en este paradigma, si de la situación de discapacidad se derivan limitantes para 

hacer frente a sus obligaciones de padre, se debe constatar que éstas no sean producto de las 

barreras contextuales. Esto es, que no surjan en razón de las diversidades funcionales per se, sino de 

la interacción de éstas con ciertas barreras sociales. En este orden de ideas, en procedimientos de 

adopción, el juzgador debe verificar que las afectaciones a los derechos del menor no sean producto 

de barreras contextuales o sociales que puedan ser superadas por ajustes razonables. En caso de 

que las limitantes sean sociales, el juzgador debe tratar de encontrar alternativas que permitan a la 

persona con discapacidad disfrutar plenamente de su derecho a la familia y cumplir cabalmente con 

sus obligaciones de padre. 
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PRIMERA SALA 

 

IMPARCIALIDAD JUDICIAL. NO SE VULNERA ESTE PRINCIPIO POR LA DESIGNACIÓN QUE 
REALICE EL JUEZ DE LA CAUSA, PARA QUE ASISTA JURÍDICAMENTE AL IMPUTADO ANTE 
LA AUSENCIA DEL DEFENSOR PARTICULAR QUE LO VENÍA REPRESENTANDO. 

 

De conformidad con lo previsto en la fracción VII del apartado A del artículo 20 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, el derecho de defensa adecuada se garantiza en la 

medida en que el imputado cuenta con un defensor que tenga el carácter de profesional en derecho. 

En virtud de lo anterior, en caso de ausencia del defensor privado a una diligencia en la que tenga 

participación el procesado, el juez debe nombrarle a aquél un defensor público para que le 

proporcione asistencia jurídica. Ahora bien, la intervención del juez no afecta la imparcialidad de sus 

funciones, ya que únicamente se limita a acatar las directrices establecidas en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, respecto de la protección y garantía del derecho humano de 

defensa adecuada. 

 

PRIMERA SALA 

 

ADOPCIÓN. PRESUNCIÓN EN FAVOR DEL PRINCIPIO DEL MANTENIMIENTO DE LA FAMILIA 
BIOLÓGICA. 

 

Conforme al principio del mantenimiento del menor en la familia biológica, existe un interés 

fundamental de velar porque el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos. De 

esta manera, debe superarse una presunción en contra de la terminación del vínculo paterno-filial, ya 

que el niño y sus padres comparten un interés vital en prevenir la terminación de su relación natural. 
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En atención a ello, esta Primera Sala estima que existe una presunción a favor del principio de 

mantenimiento de las relaciones familiares, por lo que los hechos que motiven la adopción de un 

menor deben evaluarse estrictamente a la luz del interés superior del niño. No obstante, esta 

presunción puede ser derrotada en algunos casos, si se verifica que (i) los padres han consentido la 

adopción, o (ii) si, en caso de que éstos se opongan, se muestra que de no otorgarse la adopción se 

afectarían los derechos del menor. 

 

PRIMERA SALA 

 

ADOPCIÓN. LA SUSPENSIÓN DE LA PATRIA POTESTAD NO SUPRIME EL DERECHO DEL 
PROGENITOR A OPONERSE A LA ADOPCIÓN DE SU HIJO. 

 

La suspensión de la patria potestad no debe llevar al extremo de suprimir el derecho del padre a 

decidir sobre una cuestión tan trascendental como la adopción de su hijo. Por tanto, cuando la patria 

potestad se encuentre suspendida por motivo del estado de interdicción declarado judicialmente, debe 

entenderse que el padre continúa "ejerciéndola" para los efectos del artículo 377 del Código Familiar 

para el Estado de Michoacán, vigente hasta el 1o. de julio de 2013; esto es, a efecto de que se 

requiera su consentimiento para tramitar la adopción de su menor hijo. De esta manera, el hecho de 

que se actualice la suspensión de la patria potestad no hace nugatorio el derecho del progenitor a 

oponerse al trámite de la adopción. 

 

PRIMERA SALA 
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ADOPCIÓN. ESTÁNDAR PARA OTORGARLA SIN EL CONSENTIMIENTO DE LOS PADRES, 
CUANDO SE TRATE DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

 

A partir del modelo social de la discapacidad y de las obligaciones establecidas en la Convención de 

las Naciones Unidas de los Derechos de las Personas con Discapacidad, esta Primera Sala advierte 

que las relaciones paterno-filiales gozan de una protección especial cuando la madre o el padre 

tengan alguna discapacidad. En estos casos, se vuelve necesario ponderar de manera integral el 

interés superior del menor con los derechos de las personas con discapacidad. Así, para otorgar la 

adopción sin el consentimiento de padres que tengan alguna discapacidad, no basta con probar que 

de no otorgarse la adopción el menor podría sufrir un daño. Adicionalmente, debe corroborarse lo 

siguiente: a) que la afectación al menor sea demostrada bajo un estándar de prueba claro y 

convincente; b) que dicho daño no derive de prejuicios o especulaciones discriminatorias, sino de 

pruebas técnicas o científicas que acrediten la existencia de una afectación en el desarrollo del menor; 

y, finalmente, c) que la presunta afectación al menor no sea producto de barreras contextuales o 

sociales que puedan ser superadas por ajustes razonables; esto es, por medidas alternativas que 

faciliten que la persona haga frente a sus obligaciones de padre. 

 

PRIMERA SALA 

 

ADOPCIÓN. EL TUTOR NO PUEDE SUSTITUIR LA VOLUNTAD DEL PADRE QUE DEBA 
OTORGAR SU CONSENTIMIENTO. 

 

Conforme al modelo social de la discapacidad desarrollado por esta Primera Sala en el amparo en 

revisión 159/2013, el tutor únicamente puede tomar decisiones por el pupilo en casos excepcionales, 

debiendo prevalecer la libre autonomía del pupilo en aquellos casos en los que pueda decidir por sí 

mismo. Al respecto, esta Primera Sala considera que existen algunas decisiones trascendentales que 
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son inherentes a la persona a tal grado, que no son susceptibles de ser delegadas a un representante. 

En efecto, el respeto por la libre autodeterminación implica reconocer que ciertas decisiones sólo 

pueden ser expresadas por la persona misma, a través de cualquier medio posible. Éstas son 

decisiones que trascienden en los ámbitos más significativos de la persona, como lo es su núcleo 

familiar. De esta forma, si bien el tutor está en aptitud de decidir sobre cuestiones como la 

administración de los bienes del pupilo, difícilmente podrá suplir su voluntad en una valoración tan 

íntima como lo es dar en adopción a un hijo biológico. Ante tal panorama, esta Primera Sala estima 

que el tutor no puede decidir sobre la adopción de un menor en sustitución de quien ejerza la patria 

potestad. 

 

PRIMERA SALA 

ADOPCIÓN. DERECHO DE OPOSICIÓN DE QUIENES EJERCEN LA PATRIA POTESTAD. 

 

Esta Primera Sala entiende que existe un derecho de los padres que no han perdido la patria potestad 

sobre sus hijos a participar en los juicios de adopción. Este derecho debe ser respetado a cabalidad 

ya que, de lo contrario, se atentaría contra el principio de mantenimiento de la familia biológica y se 

afectaría el derecho de los padres a recibir protección contra injerencias arbitrarias o ilegales en su 

familia. A pesar de ello, vista a la luz del interés superior del menor, la voluntad de quien ejerce la 

patria potestad no puede ser un obstáculo infranqueable para la protección integral del niño. De esta 

manera, el derecho de oposición de los padres está limitado por el interés superior del menor. Así, 

sólo puede otorgarse la adopción de un menor en contra de la voluntad de sus padres, cuando se 

pruebe que de otro modo se generará un daño a la niña o niño en cuestión. 

 

PRIMERA SALA 
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ADOPCIÓN. CRITERIOS PARA PROBAR SI EXISTE UN DAÑO CONTRA EL MENOR 
TRATÁNDOSE DE PADRES CON ALGUNA DISCAPACIDAD. 

 

Tratándose de padres con discapacidad, para que pueda otorgarse la adopción de un menor sin el 

consentimiento de éstos, es preciso: a) que se demuestre de forma clara y convincente que el menor 

sufrirá alguna afectación de no otorgarse la adopción; b) debe corroborarse que dicho daño no deriva 

de prejuicios o especulaciones discriminatorias sobre los padres con discapacidad; y, c) debe 

verificarse que la presunta afectación al menor no es producto de barreras contextuales o sociales que 

puedan ser superadas por ajustes razonables. Ahora bien, en relación con el daño, es preciso que 

éste sea un daño probado, de tal forma que la decisión no se tome con base en consideraciones 

discriminatorias. Por tanto, el daño debe probarse con evidencia técnica o científica y no con base en 

estereotipos, prejuicios, o especulaciones injustificadas sobre las características de los padres con 

discapacidad. 

 

PRIMERA SALA 

 

ADOPCIÓN. CRITERIOS PARA EVALUAR EL CONSENTIMIENTO DE LOS PADRES CUANDO 
ÉSTOS SEAN PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 

 

Conforme al modelo social de asistencia en la toma de decisiones desarrollado por esta Primera Sala 

en el amparo en revisión 159/2013, la discapacidad no es producto de las diferencias del individuo, 

sino de las barreras sociales que limitan su posibilidad de participar e interactuar en el medio en 

igualdad de circunstancias. El modelo social de la discapacidad tiene como punto de partida que se 

debe proteger y garantizar la libre elección de la persona, fomentando el ejercicio de su libre 

autodeterminación conforme al grado de diversidad funcional que posea. En este orden de ideas, el 

modelo social también se refleja en procedimientos de adopción. Lo anterior indudablemente 



 

 

 

 

 

Página 22 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

comporta un deber para el juzgador de promover y respetar la autonomía de la voluntad de las 

personas con discapacidad cuando se requiera su consentimiento para la adopción. En efecto, cuando 

quien deba consentir la adopción es una persona con discapacidad declarada judicialmente, el juez no 

puede soslayar la posibilidad de que manifieste su voluntad; por el contrario, debe evaluar 

cuidadosamente si ha expresado sus intenciones por sí misma en algún sentido, partiendo de que 

esta manifestación es susceptible de surtir efectos jurídicos. 

 

PRIMERA SALA 

 

MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO. AUNQUE LA LEGISLACIÓN CIVIL NO REGULE UN 
PROCEDIMIENTO PARA IMPONERLA, LA AUTORIDAD JUDICIAL DEBE EMITIR SU 
MANDAMIENTO EN LOS TÉRMINOS Y BAJO LAS CONDICIONES ESTABLECIDAS EN LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Los artículos 61, 62 y 73 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, interpretados 

de manera conjunta, establecen que la imposición de las multas, entre otras, es una facultad exclusiva 

de los Jueces que tienen a su disposición estos medios de apremio para mantener el buen orden y 

tomar todas las medidas necesarias establecidas en la ley, tendentes a prevenir o a sancionar 

cualquier acto contrario al respeto debido al tribunal, al que han de guardarse las partes entre sí, así 

como las faltas de decoro y probidad, sin que el orden en la aplicación de dichas penas sea una 

prerrogativa en favor del infractor para que éste pueda determinar si desea cumplir con una pena 

pecuniaria o un arresto, pues la única facultada y competente para determinar la sanción aplicable es 

la autoridad judicial. Sanción que si bien no tiene establecido un procedimiento específico para 

imponer la medida de apremio, lo cierto es que los principios de legalidad y seguridad jurídica tienen el 

rango constitucional, por lo mismo, están sobre las leyes secundarias, lo que conlleva afirmar que 

aunque en la legislación civil no se regule un procedimiento para imponerlas, la autoridad judicial debe 

de emitir su mandamiento, en los términos y bajo las condiciones establecidas por dichos principios, 
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para que el gobernado tenga la certeza de que tal mandamiento de autoridad está conforme con las 

disposiciones legales y sus atribuciones. Las determinaciones decretadas por una autoridad judicial en 

los negocios de su competencia no pueden quedar al libre arbitrio de ésta o de las partes, en lo que 

atañe a su cumplimiento porque, de ser así, se restarían la autoridad y firmeza de las determinaciones 

establecidas y fundadas en preceptos legales que determinan la forma a través de la cual deberá 

obtenerse el cumplimiento de las resoluciones que sobre el particular se emitan; por tanto, no puede 

estimarse que las medidas de apremio que son la manifestación de facultades que la ley da al órgano 

jurisdiccional, puedan ser facultativas para el juzgador o las partes, puesto que no podría obtenerse el 

cumplimiento de esas determinaciones. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

SOCIEDAD LEGAL. SI SE OMITE DESIGNAR ADMINISTRADOR, AMBOS CÓNYUGES TENDRÁN 
TAL CARÁCTER, AUN CUANDO EN EL MOMENTO EN QUE CONTRAJERON MATRIMONIO EL 
CÓDIGO CIVIL IMPEDÍA TAL PARTICIPACIÓN A LA CONSORTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE JALISCO). 

 

El matrimonio origina un estado civil traducido en una situación jurídica determinada de los cónyuges 

a la que se aplica una serie de normas que pueden considerarse como una unidad, pero dicho estatus 

se desenvuelve de momento a momento, por lo cual, los consortes no adquieren el derecho a que 

esas disposiciones se apliquen permanentemente en su texto vigente al celebrarse el matrimonio, esto 

es, no les otorga un derecho subjetivo al mantenimiento de la situación personal y patrimonial que 

deriva de la aplicación de las normas bajo las cuales se casaron. Por ende, no existen argumentos 

para justificar un trato diferenciado y la disminución de la capacidad jurídica de la consorte para tener 

la calidad de administradora de los bienes de la sociedad legal, por el hecho de contraer matrimonio 

bajo un régimen que, en ese momento, se lo impedía, pues si posteriormente se suprimió esa 

limitación, colocándola en un plano de igualdad con el marido, no hay impedimento para determinar 
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que puede tener dicha calidad, habida cuenta que el reconocimiento del principio de igualdad debe 

aplicarse aun en las sociedades legales constituidas bajo la vigencia de una ley anterior, porque a 

más de que se trata de un derecho tutelado en el artículo 4o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la capacidad de la mujer casada es una cuestión de orden público. En 

consecuencia, la administración del patrimonio común de ese régimen corresponde a ambos 

cónyuges, indistintamente, cuando no se indica cuál la ejercerá, en términos del artículo 296 del 

Código Civil del Estado de Jalisco, a pesar de que al contraer matrimonio la consorte estuviera 

impedida para ser administradora. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. NO PROCEDEN RECURSOS NI EXCEPCIONES EN SU CONTRA, NI 
EN SU EJECUCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE ZACATECAS). 

 

Como el artículo 700 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Zacatecas establece que 

en la ejecución de la precautoria no se admitirán recursos ni excepciones, resulta que el recurso de 

revocación que prevé el artículo 367 del mismo ordenamiento procesal, según el cual, los autos y 

proveídos pueden ser revocados por el Juez que los dicte, cuando la ley no establezca expresamente 

la procedencia de otro recurso, o disponga que no son recurribles, no es procedente, tanto por no 

estar previsto expresamente para impugnar las medidas cautelares, ni su ejecución, como porque 

existe texto expreso que lo impide. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
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DAÑO MORAL. EL JUZGADOR CIVIL AL ESTIMARLO ACREDITADO CON MOTIVO DE LA 
PRUEBA DEL HECHO ILÍCITO, DEBE RESOLVER SOBRE LA INDEMNIZACIÓN QUE 
CORRESPONDA, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE NO SE ACREDITE EL MONTO EXACTO 
RECLAMADO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

Si bien es criterio reiterado que cuando el actor solicita el pago de frutos, intereses, daños o perjuicios 

como objeto principal del juicio y precisa una cantidad de manera líquida, está obligado a demostrar 

durante el procedimiento el derecho que tiene a recibirla, esto acorde con los principios de litis cerrada 

y carga de la prueba; sin embargo, acorde con los artículos 7.154 y 7.159 del Código Civil del Estado 

de México, ello no guarda relación con el daño moral, pues aun cuando los accionantes reclamen una 

cantidad precisa, los intereses extrapatrimoniales no tienen una exacta traducción económica, que no 

debe dar lugar a dejar sin reparación a la parte afectada y, al contrario, el juzgador civil, a fin de no 

dejar de lado su obligación del ejercicio de la jurisdicción, debe atender a la afectación producida, el 

grado de responsabilidad del activo, la situación económica del responsable y la de la víctima para 

efecto de determinar, en un supuesto, las consecuencias patrimoniales del daño moral, así como las 

demás consecuencias o circunstancias que aprecie del caso, pero no abstenerse de hacer el 

pronunciamiento respectivo, acorde con el cúmulo probatorio y esto evidentemente a pesar de la falta 

de demostración del monto concreto reclamado. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. PARA DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE LA VÍA 
RESPECTO DE LOS CONTRATOS DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA Y LOS ACTOS 
DERIVADOS DE ÉSTOS, SON APLICABLES LOS CRITERIOS DE LA SEGUNDA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, VIGENTES AL MOMENTO EN QUE SE 
PROMUEVA EL JUICIO (PROCEDIMIENTO CIVIL O ADMINISTRATIVO). 
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En términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, no está permitido aplicar la jurisprudencia 

retroactivamente, en perjuicio de persona alguna. Ahora bien, la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación emitió las tesis aisladas números 2a. CVI/2014 (10a.) y 2a. CVII/2014 (10a.), 

publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de octubre de 2014 a las 12:30 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo I, 

octubre de 2014, páginas 1093 y 1095, de títulos y subtítulos: "COMISIÓN FEDERAL DE 

ELECTRICIDAD. CONTRA LOS ACTOS QUE EMITE EN LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO 

PÚBLICO DE ENERGÍA ELÉCTRICA QUE OTORGA EN EXCLUSIVA, PROCEDE EL RECURSO DE 

REVISIÓN CONFORME A LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO O EL 

JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, 

SIN PERJUICIO DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE RECLAMEN 

NORMAS GENERALES [INTERRUPCIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 167/2011 (9a.), 2a./J. 

168/2011 (9a.), 2a./J. 43/2014 (10a.) Y 2a./J. 44/2014 (10a.) (*)]." y "COMISIÓN FEDERAL DE 

ELECTRICIDAD. LOS CONTRATOS DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA NO DEBEN 

CONSIDERARSE COMO CELEBRADOS ENTRE PARTICULARES, SINO COMO VERDADEROS 

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS.", respectivamente; sin embargo, posteriormente, emitió la tesis 

aislada 2a. XLII/2015 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de 

agosto de 2015 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 

Época, Libro 21, Tomo I, agosto de 2015, página 1183, de título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL 

DE ELECTRICIDAD. LAS CONTROVERSIAS DERIVADAS DE LA NEGATIVA A DEVOLVER 

CANTIDADES PAGADAS CON MOTIVO DEL SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA SON 

IMPUGNABLES EN LA VÍA ORDINARIA MERCANTIL [INTERRUPCIÓN DEL CRITERIO 

CONTENIDO EN LA TESIS AISLADA 2a. CVII/2014 (10a.) (*)].". Ante tal variación en la definición de 

las características esenciales del contrato de suministro de energía eléctrica y la vía que procede para 

su impugnación, deben determinarse, en cada caso concreto, cuál es el momento en que se 

promueve el juicio en su contra, así como las condiciones efectivas de los contratos de suministro de 

energía eléctrica en ese tiempo y relacionarlas con aquellas consideradas en los criterios 
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mencionados, para así establecer cuál es el criterio vigente, conforme al cual el asunto pertenecerá al 

procedimiento civil o al administrativo correspondiente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. SU RESOLUCIÓN NO REQUIERE PREVENCIÓN PARA EL 
ACREDITAMIENTO DEL INTERÉS SUSPENSIONAL. 

 

En términos del artículo 139 de la Ley de Amparo, la suspensión provisional es un acto potestativo 

unilateral del Juez de Distrito, ya que para decretarla, la decide sin dar audiencia a las autoridades 

responsables, ni a los terceros interesados. La posibilidad legal de conceder dicha suspensión, se 

traduce en una medida preventiva tomada por el legislador para salvaguardar los intereses del 

quejoso mientras se resuelve la suspensión definitiva del acto reclamado, la cual debe definirse en un 

lapso no mayor a cinco días; de ahí que con base en lo anterior no resulta práctico que para decretar 

la suspensión provisional el Juez de Distrito pueda prevenir al quejoso la aclaración de su demanda a 

fin de aportar constancias para acreditar su interés suspensional, pues de ser ésa la razón por la cual 

el Juez negó la suspensión, eso lo puede subsanar el quejoso en la audiencia incidental, en tanto el 

término que se llevaría el prevenir, cumplir y decidir, es mayor al que corresponde para resolver la 

medida cautelar definitiva. 

 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA RESOLUCIÓN 
QUE DESESTIMA LA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. 

 

Si el acto reclamado consiste en la resolución que desestima la excepción de cosa juzgada, no es 

susceptible de ser suspendido si se parte de la base de que dicho acto, en caso de continuar con el 

procedimiento e incluso dictarse la sentencia definitiva respectiva, no puede dejar irreparablemente 

consumado el daño o perjuicio que pueda ocasionarse al quejoso en términos del artículo 150 de la 

Ley de Amparo. No es óbice a lo anterior la jurisprudencia P./J. 83/2003, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVIII, diciembre de 2003, página 6, de 

rubro: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA RESPECTO DE LAS RESOLUCIONES QUE DIRIMEN LA 

CUESTIÓN DE PERSONALIDAD. PROCEDE CONCEDERLA PARA EL EFECTO DE QUE, SIN 

PARALIZAR EL PROCEDIMIENTO, EL JUEZ NATURAL SE ABSTENGA DE DICTAR LA 

SENTENCIA MIENTRAS SE DECIDE EL AMPARO.", porque contiene lineamientos derivados de la 

Ley de Amparo anterior, concretamente los relativos a la calificación en cuanto al grado del daño que 

pudiera generar el acto reclamado, esto es, que sea irreparable, si se llegare a dictar la sentencia 

respectiva, lo cual se ha transformado, pues ahora en el mismo supuesto de la personalidad a que se 

refiere la jurisprudencia referida, se advierte que el daño ya no pudiera ser irreparable, si se parte de 

la base de que a pesar de que continúe el procedimiento, no se causarán daños irreparables de 

acuerdo con la diversa jurisprudencia P./J. 37/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 6 de junio de 2014 a las 12:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 39, de título y subtítulo: 

"PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA 

DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, 

RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A 

PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).", la cual tiene relación con el mismo tema de la primera, pues 

establece la calificación de ese grado de afectabilidad desde la perspectiva de la Ley de Amparo 
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vigente, es decir, prescinde del concepto de afectación en grado predominante o superior y 

circunscribe el daño de imposible reparación a la afectación de derechos sustantivos. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 590 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO. PROCEDE CONTRA EL 
AUTO QUE DESECHA EL INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES INTERPUESTO CONTRA 
LA NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DEFINITIVA. 

 

Los numerales 589 a 593 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo 

prevén la existencia de tres recursos de los que disponen las partes para impugnar alguna 

determinación que resulte contraria a sus intereses, a saber: la revocación, la reposición y la 

apelación. Dichos medios de defensa están dispuestos de forma tal que algunas determinaciones 

pueden recurrirse a través de la apelación y, por exclusión, las demás lo serán por medio de la 

revocación o la reposición. Ahora bien, cuando se parte del supuesto de que la determinación 

impugnada no es la resolución definitiva, sino una intermedia -interlocutoria o de trámite-, resulta 

razonable que la propia autoridad judicial que la emitió sea la que conozca de la impugnación relativa 

a través del recurso de revocación, en atención a que el tiempo para hacerlo será menor, porque 

conoce de las constancias de autos aunado a que la cuestión procedimental no implica una decisión 

determinante de la jurisdicción del juzgador. Por tanto, si a través del acuerdo reclamado se desechó 

el incidente de nulidad interpuesto contra la notificación de la sentencia definitiva, es claro que se trata 

de una cuestión procedimental, porque no resuelve el fondo de la incidencia propuesta, sino que niega 

admitirla a trámite, por lo que dicha determinación constituye un auto, de conformidad con el diverso 

artículo 72, fracción IV, del código en cita, en contra del cual, por no ser impugnable a través de los 

recursos de apelación o de reposición, procede el de revocación previsto en el artículo 590 de la 

legislación invocada. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DESCONOCIMIENTO DE PATERNIDAD. PROCEDE SUPLIR LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO, AUN CUANDO LA 
PARTE DEMANDADA SEA MAYOR DE EDAD, ACORDE CON EL DIVERSO 20 DEL CÓDIGO 
CIVIL DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. 

 

El artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone que la ley 

protegerá la organización y desarrollo de la familia; por su parte, la fracción II del numeral 79 de la Ley 

de Amparo prevé la suplencia de la deficiencia de la queja cuando se afecte el orden y desarrollo de la 

familia; y el diverso 20 del Código Civil del Estado de Chihuahua describe a la familia como una 

institución social que permite y fomenta la convivencia de sus miembros a través de la permanencia y 

estabilidad de las relaciones de las personas que la integran en razón del matrimonio, concubinato o 

parentesco, por lo que el Estado debe garantizar su protección, constitución y autoridad como 

fundamento primordial de la sociedad. En ese contexto, si la acción de desconocimiento de 

paternidad, tiene como efecto el desmembramiento de esa institución social, al desconocer el vínculo 

filial de uno de sus integrantes, evidentemente tendrá un efecto jurídico y social en su integración o 

composición, impactando no sólo en contra de quien se ejerce esa acción, sino también en esa 

institución base del orden social, generando así una mutación en su estructura y desarrollo; 

justificándose así, en todos esos casos, la suplencia de la queja prevista en la última hipótesis de la 

fracción II del artículo 79 de la Ley de Amparo, con independencia de la mayoría o minoría de edad de 

la persona demandada e, incluso, que los padres hayan disuelto el vínculo matrimonial desde tiempo 

anterior, pues en la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 2/2010, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, diciembre de 2010, 

página 991, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación precisó el alcance del mandato 

constitucional de protección a la familia, señalando que el citado artículo 4o. no alude a un modelo de 
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familia ideal o nuclear que tradicionalmente ha sido vinculado al matrimonio: padre, madre e hijos 

biológicos, sino que la tutela a la familia debe ser entendida como "realidad social", lo que significa 

que esa protección debe cubrir todas las formas y manifestaciones existentes en la sociedad. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

ALIMENTOS PROVISIONALES. ATENTO AL PRINCIPIO PRO PERSONA, EL TÉRMINO PARA 
INTERPONER EL RECURSO DE APELACIÓN CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE RESUELVE 
EL INCIDENTE SOBRE AUMENTO O REDUCCIÓN DE SU MONTO, ES EL DE SEIS DÍAS QUE 
PREVÉ EL ARTÍCULO 692 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 
MICHOACÁN. 

 

De conformidad con los artículos 943, 944, 947, 961, 962 y 966 del Código Familiar para el Estado de 

Michoacán, los procedimientos de jurisdicción voluntaria no son de carácter contencioso, y se deciden 

con la resolución que el Juez pronuncie sobre el acto, tema o asunto respecto del cual se solicitó su 

intervención. Tratándose de la fijación de alimentos provisionales concluye con la resolución que los 

niegue o la que los decreta a cargo del deudor alimentario, quien carece de facultades para 

impugnarla, pero atento a la variación de las condiciones que rigieron para su declaración, podrá 

solicitar su reducción o cesación en la vía incidental, la cual tendrá el carácter de contencioso 

conforme al artículo 942, en relación con los numerales del 935 al 941 del Código Familiar en cita, por 

lo que se erige en un procedimiento diverso de las diligencias de jurisdicción voluntaria sobre fijación 

de alimentos provisionales. Por tanto, el referido incidente, aun cuando guarda relación inmediata y 

directa con las diligencias, no debe considerarse tramitado dentro de éstas, por consiguiente, para 

impugnar mediante el recurso de apelación la interlocutoria que resuelve el incidente de aumento o 

reducción del monto de los alimentos provisionales no es aplicable el término de tres días a que alude 

el artículo 950 del invocado código, sino el de seis días que prevé el numeral 692 del Código de 
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Procedimientos Civiles para el Estado, por disposición del precepto 927 del referido Código Familiar. 

Tal interpretación se hace en atención al principio "pro persona", contenido en el artículo 1o., párrafo 

segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, según el cual, la intelección de 

todas las normas jurídicas obliga a maximizar su alcance a fin de lograr la efectividad de los derechos 

fundamentales de las personas de la manera que más les favorezca, en el caso, el de acceso a la 

administración de justicia de manera pronta, completa e imparcial, previsto en el artículo 17 

constitucional, en virtud de que el precepto 692 mencionado representa mayor razonabilidad y 

proporcionalidad a las características del procedimiento incidental. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

PENSIÓN ALIMENTICIA. SI SE ACREDITA QUE QUIEN LA RECIBE VIVE EN CONCUBINATO 
CON OTRA PERSONA DISTINTA AL DEUDOR ALIMENTARIO, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE 
CESACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 419 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE JALISCO, 
INTERPRETADO A CONTRARIO SENSU. 

 

El artículo 778 del Código Civil del Estado de Jalisco establece que se entiende por concubinato el 

estado por el cual un hombre y una mujer solteros viven como si fueran cónyuges, durante cinco años 

o más, o si transcurridos tres años de iniciada esa unión, procrean entre sí algún hijo, así como 

haberse establecido en un mismo domicilio. Ahora bien, si se acredita que quien recibe una pensión 

alimenticia vive en concubinato con otra persona distinta al deudor alimentario, se actualiza la causa 

de cesación de la pensión prevista en el artículo 419 del citado código, interpretado a contrario sensu, 

que dispone que, en los casos de divorcio, el cónyuge inocente tendrá derecho a alimentos mientras 

no contraiga nupcias y viva honestamente. Ello, no obstante que, el precepto de que se trata, no aluda 

directamente al concubinato, ya que si bien es verdad que es una institución jurídica distinta al 

matrimonio, también lo es que la norma debe interpretarse de manera amplia y no limitativa, pues es 

evidente que el legislador jalisciense, con la disposición en cita, pretendió establecer la manera en que 
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una pensión vitalicia, como sería la condena a pagar alimentos a cargo del cónyuge inocente, cesaría 

al indicar que ello perviviría mientras no contrajera nuevo matrimonio y viviera honestamente, lo que 

debe interpretarse como el hecho de que al unirse a otra persona, la obligación del deudor alimentario 

se extingue, por lo que debe aplicarse dicha hipótesis ante la existencia del concubinato del cónyuge 

acreedor alimenticio ya que, se reitera, el concubinato es la relación de hecho que tienen un hombre y 

una mujer que, sin estar casados y sin impedimentos legales para contraer matrimonio, viven juntos, 

haciendo una vida en común, es decir, es una unión fáctica que constituye una familia, no sólo por 

tener el mismo domicilio, sino porque han procreado descendencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

CONTRAGARANTÍA EN LA SUSPENSIÓN. SU OTORGAMIENTO ES IMPROCEDENTE CUANDO 
LLEVE IMPLÍCITAS LA ESCRITURACIÓN Y DESPOSESIÓN DE UN INMUEBLE DADO EN 
GARANTÍA HIPOTECARIA OTORGADA POR TERCEROS, RESPECTO DE UNA DEUDA DE UNA 
PERSONA JURÍDICA, AL CAUSARLE A ÉSTA UN DAÑO MORAL. 

 

En términos del segundo párrafo del artículo 133 de la Ley de Amparo, la concesión de la 

contragarantía para ejecutar el acto reclamado está condicionada a dos supuestos: a) cuando de 

ejecutarse el acto quede sin materia el juicio de amparo, o bien; b) cuando resulte en extremo difícil 

restituir las cosas al estado que guardaban antes de la violación. En ese tenor, cuando la quejosa no 

sea la propietaria o poseedora del inmueble rematado en el juicio natural, con independencia de que 

se trate de materializar la ejecución de una sentencia condenatoria firme, se actualiza el último 

supuesto a que se refiere el citado precepto, por lo que no procede fijar la contragarantía 

correspondiente; lo anterior, no obstante que la promovente del amparo sea una persona jurídica o 

moral y que el inmueble haya sido otorgado en garantía hipotecaria por terceros para respaldar un 

adeudo a cargo de aquélla, ya que la expedición de la escritura y la entrega del inmueble al 

adjudicatario, generaría un descrédito contra la quejosa, pues ya no contaría con una garantía que 
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tenía frente a su acreedor, además, la ubicaría en una situación de falta de confianza con las 

personas o negociaciones con quienes realiza operaciones mercantiles, con el consiguiente daño 

moral cuya naturaleza es irreparable, aun cuando obtenga resolución favorable en el juicio de amparo. 

Esto es, el daño moral que puede sufrir una persona física al dejarse sin efecto la suspensión 

concedida ante el otorgamiento de la contragarantía solicitada por la tercero interesada, es extensivo 

cuando la quejosa es una persona jurídica o moral, habida cuenta que también puede sufrir un 

descrédito, al ejecutarse la orden de escrituración y entrega al adjudicatario del inmueble que fue 

aportado en garantía hipotecaria para cubrir un crédito a cargo de la promovente del amparo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

ALIMENTOS PARA ASCENDIENTES. SI EL DESCENDIENTE ADMITE HABER PROPORCIONADO 
APOYO ECONÓMICO A SU ASCENDIENTE, YA SEA EN DINERO O EN ESPECIE, ESA 
CONFESIÓN GENERA LA PRESUNCIÓN HUMANA DE QUE AQUÉLLOS NECESITAN LOS QUE 
RECLAMAN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 

De acuerdo con la jurisprudencia 1a./J. 103/2008,(1) de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro: "ALIMENTOS PARA ASCENDIENTES. ELEMENTOS QUE EL 

JUZGADOR DEBE TENER EN CUENTA PARA DETERMINAR SI PROCEDE SU PAGO CUANDO 

LOS RECLAMAN DE SUS DESCENDIENTES (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ).", los 

ascendientes no tienen en su favor la presunción legal de necesitar los alimentos, ni el Juez debe 

resolver esos casos haciendo uso de una presunción general en tal sentido, contrario a lo que ocurre 

con los menores de edad, por lo que aquéllos deben acreditar en el juicio los elementos de su acción 

(el parentesco, su necesidad y la posibilidad del que debe darlos), sin perjuicio de que del material 

probatorio aportado pueda desprenderse una presunción humana de la necesidad alimentaria. En esa 

virtud, si al absolver posiciones o en la contestación a la demanda o en cualquier otro acto del juicio, el 

descendiente admite haber proporcionado apoyo económico a su ascendiente, ya sea en dinero o en 
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especie, dicha confesión debe ser valorada en términos de los artículos 259 y 320 del Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, pues de ésta se deriva la presunción humana, 

conforme al diverso 336 del citado ordenamiento, de que el ascendiente de que se trata necesita los 

alimentos que reclama. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

ADOPCIÓN PLENA. PARA DECRETARLA, CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO, 
CONSTITUYE UN FACTOR DETERMINANTE EL TIEMPO QUE EL ADOPTADO HA PASADO CON 
LOS ADOPTANTES, EN CASO DE QUE ÉSTOS TENGAN SU CUSTODIA. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado que, a fin de determinar 

cuál es el interés superior del menor en un caso específico, es necesario tomar en cuenta diversos 

factores, tales como su situación personal y las circunstancias que gravitan en torno a su vida. En 

caso de menores de edad, el juzgador, al aprobar todo trámite de adopción, debe verificar quién o 

quiénes tienen la custodia del niño y, en caso de que éste se encuentre bajo el resguardo de los 

adoptantes, tendrá que tomar en consideración, como un factor determinante para aprobar el trámite, 

el tiempo que el menor ha convivido con quienes lo tienen bajo su custodia, particularmente, en los 

primeros años de vida. Ello porque, conforme a la teoría del apego, la relación que se establece entre 

el menor y su cuidador o cuidadores, es esencial en el desarrollo personal y en la estructuración de la 

personalidad, sobre todo entre los primeros seis y los treinta y seis meses de edad. Ciertamente, 

cuando el bebé comienza a realizar sus primeras actividades independientes, tales como caminar, 

utiliza figuras de apego (personas conocidas) como base para sentirse seguro en el procedimiento de 

aprendizaje, lo que lleva al desarrollo, según diversos estudios, de patrones de apego y éstos, a su 

vez, determinan su carácter y comportamiento en las relaciones posteriores. Consecuentemente, el 

Juez debe determinar, como un aspecto destacado para aprobar la adopción, si el vínculo afectivo del 

menor hacia los adoptantes se ha consolidado y, hecho lo anterior, debe decidir si, eventualmente, 
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resultaría favorable a los intereses del menor, ponerlo en una situación de riesgo, en la que pueda ser 

separado de las personas con quienes ha consolidado vínculos afectivos de apego, lo que podría 

generar un trauma que afecte su desarrollo posterior. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
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Laboral  

Jurisprudencias 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS LABORALES SUSCITADOS ENTRE 
UNA EMPRESA CUYO OBJETO SOCIAL SEA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
ESPECIALIZADOS RELACIONADOS CON Y PARA LA INDUSTRIA MINERA Y SUS 
TRABAJADORES. CORRESPONDE A LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 

 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación, Quinta Época, Tomo XCI, Número 4, página 1656, de rubro: "MINERÍA, 

INDUSTRIAS CONEXAS A LA.", ha sostenido que la minería se define como la extracción de 

depósitos de metales de los terrenos, por lo que esta labor se contrae exclusivamente a la extracción 

de los metales y sólo pueden considerarse industrias conexas, aquellas que contribuyan a dicha 

extracción; de ahí que, aun cuando el objeto social de la persona moral demandada sea el desarrollo 

de diversas actividades encaminadas a la prestación de servicios especializados relacionados con y 

para la industria minera, ello no constituye en forma alguna actividades relacionadas con la extracción 

de minerales, por lo que corresponde a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje el conocimiento del 

asunto, en atención a que ese supuesto no encuadra en la hipótesis prevista por el artículo 527, 

fracción I, numeral 6, de la Ley Federal del Trabajo, ya que la competencia para la Junta Federal de 

Conciliación y Arbitraje, sólo se surte cuando la empresa demandada realiza actividades de extracción 

de minerales, o actividades conexas a ésta. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. LA 
INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY RELATIVA NO 
COMPRENDE EL PAGO DE SALARIOS CAÍDOS. 

 

Conforme a las fracciones I y X del artículo 10 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la 

Administración Pública Federal, los servidores públicos de carrera gozan de estabilidad y permanencia 

en el empleo, y tienen derecho a recibir una indemnización en los términos de ley en caso de despido 

injustificado, lo que implica que el legislador federal decidió hacer extensiva a esa clase de servidores 

públicos, los cuales están conceptualizados como trabajadores de confianza en términos de la 

fracción IX del artículo 3 del ordenamiento citado, una protección en materia de trabajo que la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 123, apartado B, fracción XIV, 

no les reconoce. Ahora bien, la indemnización prevista en la fracción X del artículo 10 referido no 

comprende el pago de salarios caídos, toda vez que el principio de estabilidad y permanencia en el 

empleo debe interpretarse en términos restrictivos, es decir, únicamente dentro del marco de la Ley 

del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, ya que una concepción 

contraria, conduciría a otorgar a sus integrantes una protección que el legislador secundario no tuvo la 

intención de conferirles; de ahí que si la legislación aludida no establece, bajo ningún supuesto, el 

derecho de los servidores públicos de carrera a recibir el pago de los salarios caídos, debe entenderse 

que el creador de la norma no quiso beneficiarlos con tal protección, sin que les resulten aplicables las 

prestaciones contempladas en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, en virtud de 

que su artículo 8o. excluye de su observancia a los servidores públicos de confianza. 

 

SEGUNDA SALA 
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TRABAJADORES DE LOS CENTROS FEDERALES DE READAPTACIÓN SOCIAL. AL SER 
GARANTES DE LA SEGURIDAD Y VIGILANCIA DEL CENTRO FEDERAL AL QUE SE 
ENCUENTRAN ADSCRITOS, ASÍ COMO DE LA PREVENCIÓN Y READAPTACIÓN SOCIAL DE 
LOS INTERNOS, TIENEN LA CALIDAD DE CONFIANZA. 

 

De la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación P./J. 36/2006, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero 

de 2006, página 10, de rubro: "TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. PARA DETERMINAR 

SI TIENEN UN NOMBRAMIENTO DE BASE O DE CONFIANZA, ES NECESARIO ATENDER A LA 

NATURALEZA DE LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN Y NO A LA DENOMINACIÓN DE 

AQUÉL.", se advierte que, conforme al artículo 5o., fracción II, de la Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado, para determinar la calidad de confianza de los trabajadores al servicio del 

Estado, deberá atenderse a la naturaleza de las funciones que desarrollan; sin embargo, existen 

casos de excepción a esta regla, como lo serían, aquellos en los que existe confesión expresa por los 

actores en el sentido de que realizaban funciones inherentes a un trabajador de confianza o bien, 

cuando del contenido de dispositivos secundarios y atendiendo a la naturaleza del servicio que presta 

el Estado se advierte la calidad de confianza de los trabajadores. Con base en lo anterior, se parte del 

hecho de que los Centros Federales de Readaptación Social son las instituciones públicas de máxima 

seguridad destinadas por el Gobierno Federal al internamiento con fines de readaptación social de los 

reos que se encuentren privados de su libertad por resolución judicial ejecutoriada de autoridad 

federal competente, por lo que, de una interpretación sistemática de los artículos 27, fracción XXVI, de 

la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal vigente hasta el 30 de noviembre de 2000; 1o., 

2o., 3o., 6o., 8o. y demás relativos de la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre Readaptación 

Social de Sentenciados, así como de los artículos 1, 2, 7, 88, 89, 94, 96, 101, 102, 103 y 104 del 

Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social, se advierte que el personal adscrito a 

los Centros Federales de Prevención y Readaptación Social, si bien se encuentran subordinados al 

director general de cada centro, a aquéllos se les confiere la calidad de confianza, en virtud de que 
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realizan una función eminentemente de seguridad pública, siendo garantes de la seguridad y vigilancia 

del centro federal al que se encuentran adscritos, en el ámbito de sus respectivas funciones; además, 

por disposición reglamentaria, deben prestar sus servicios en cualquier centro federal, en atención a 

las necesidades de prevención y readaptación social; requiriéndose adicionalmente, que aprueben 

diversas evaluaciones periódicas de control de confianza, así como cursos de capacitación, 

adiestramiento y actualización. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PENSIONES Y JUBILACIONES. EL DERECHO AL PAGO DE SUS DIFERENCIAS POR 
INCREMENTOS ES IMPRESCRIPTIBLE. 

 

La acción para reclamar las diferencias con motivo del incremento de las pensiones y jubilaciones es 

imprescriptible, porque el derecho de exigencia comienza día con día mientras aquéllas no se 

otorguen y se entregue el monto correcto de la pensión actualizada. En ese sentido, la jurisprudencia 

interna determinó la imprescriptibilidad del derecho al pago de las diferencias pensionarias, en vía de 

consecuencia de que, si se han cubierto las pensiones y, por tanto, no hay pensiones caídas, 

entonces en su pago hay un reconocimiento implícito de que también han de pagarse las diferencias 

por incrementos, toda vez que aquel pago hace improcedente su extinción por el transcurso del 

tiempo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 



 

 

 

 

 

Página 41 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LA POLICÍA 
FEDERAL POR INCUMPLIR LOS REQUISITOS DE PERMANENCIA A QUE SE REFIERE EL 
ARTÍCULO 31 DE LA LEY RELATIVA. FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE SU ACUERDO DE 
INICIO. 

 

El Presidente del Consejo Federal de Desarrollo Policial, para fundar y motivar el acuerdo de inicio del 

procedimiento administrativo de separación referido, así como para garantizar la adecuada defensa 

del incoado, debe indicar la causa por la que estima que se incumplió con los requisitos de 

permanencia, esto es, debe señalar el examen o los exámenes no aprobados y hacer del 

conocimiento del indiciado las pruebas en que se sustenta el inicio del procedimiento, lo que conlleva 

la obligación de verificar que éstas estén previstas en la ley, esto es, que sean legales y resulten 

adecuadas para demostrar el hecho que motivó el inicio de aquél, es decir, que sean idóneas, pues si 

bien la citada autoridad no está legalmente obligada a efectuar el análisis y valoración de las pruebas 

aportadas por la Unidad de Asuntos Internos solicitante, para determinar presuntivamente si se 

encuentra o no acreditada la conducta que motivó esa solicitud, sí está constreñida a verificar que la 

referida Unidad funde y motive su solicitud, y remita el expediente correspondiente, en el que 

necesariamente deben obrar las pruebas que sirven de sustento; lo que conlleva la obligación de 

verificar que ésas sean legales e idóneas, pues sólo así cumplirán las obligaciones constitucionales de 

fundar y motivar sus actuaciones, así como de garantizar una adecuada defensa al incoado, al 

permitirle ofrecer pruebas con las que desvirtúe la imputación en su contra. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

MULTA. APERCIBIMIENTO DE. NO PRODUCE UNA AFECTACIÓN ACTUAL, REAL Y DIRECTA, 
POR SER UN ACTO FUTURO E INCIERTO, QUE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 
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El apercibimiento de multa en caso de incumplimiento a lo ordenado por una Autoridad no produce 

una afectación actual, real y directa al impetrante, conforme al artículo 5o., fracción I, de la Ley de 

Amparo, vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, ni constituye un acto de molestia, por ser 

futuro e incierto, en razón de que la imposición de multa no se decreta como consecuencia inmediata 

del apercibimiento, sino que está condicionada a que el obligado cumpla o no con la medida, así como 

de que la Autoridad decida llevar a cabo lo ordenado, por lo que no es inminente, al no existir certeza 

de que se va a ejecutar; lo cual actualiza la causa manifiesta e indudable de improcedencia prevista 

por el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el numeral citado, pues basta el escrito de demanda 

para tener conocimiento de cuál es el acto reclamado y advertir su naturaleza, por lo que, aun 

sustanciándose el procedimiento no sería posible arribar a una convicción diversa con los elementos 

que pudieran aportar las partes; lo que da lugar al desechamiento de la demanda con fundamento en  

el artículo 113 de la misma ley. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COMPETENCIA. SE SURTE PARA LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL 
DISTRITO FEDERAL, TRATÁNDOSE DE JUICIOS EN LOS QUE SE DEMANDE LA 
REINSTALACIÓN, POR EX TRABAJADORES DE UN ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE 
CARÁCTER LOCAL, COMO EL INSTITUTO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA DEL DISTRITO 
FEDERAL (QUE SE REGÍA POR EL APARTADO A, DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL), 
AUN CUANDO A LA FECHA DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA LABORAL ÉSTE SE 
HAYA EXTINGUIDO Y TODOS SUS RECURSOS SE HAYAN TRANSFERIDO A UNA 
DEPENDENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRALIZADA DEL DISTRITO FEDERAL, SIEMPRE 
QUE EL DESPIDO SE UBIQUE ANTES DE LA EXTINCIÓN DEL ORGANISMO 
DESCENTRALIZADO. 

 

La competencia de la autoridad que debe conocer de asuntos en los que surja un conflicto entre 

regímenes laborales diversos (apartados A y B, del artículo 123 Constitucional), generado porque el 

trabajador hubiere laborado con un organismo descentralizado de carácter local, como el Instituto de 



 

 

 

 

 

Página 43 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

Ciencia y Tecnología del Distrito Federal, cuyas relaciones se rigieron por el apartado A del artículo 

123 Constitucional y la Ley Federal del Trabajo y, en el juicio laboral se hubiere demandado la 

reinstalación y prestaciones derivadas de ese vínculo, se surte en favor de la Junta Local de 

Conciliación y Arbitraje del Distrito Federal, siempre que el despido se ubique antes de la extinción del 

organismo descentralizado, aun cuando la demanda laboral se presente con posterioridad y, el 

organismo descentralizado de carácter local en ese momento esté extinto y todos sus recursos se 

hayan transferido a una dependencia de la administración centralizada del Distrito Federal, porque el 

derecho de los actores surgió con anterioridad a que se creara la citada dependencia gubernamental, 

por lo que es indudable que no se está en algún supuesto que surta la competencia a favor del 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, pues para que ésta se actualice es necesario que se trate 

de conflictos suscitados entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus 

trabajadores. Ello, con independencia de que se haya intentado la acción de reinstalación, buscando 

que la relación laboral continúe en los términos y condiciones pactados como si nunca se hubiera 

interrumpido el contrato de trabajo; pues tal cuestión al encontrarse sub júdice, es un aspecto que no 

debe considerarse para fijar la competencia. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

TRABAJADORES JUBILADOS DE LA INDUSTRIA AZUCARERA. EL PAGO RETROACTIVO DE 
VEINTICUATRO MESES PREVISTO EN EL CONSIDERANDO VII DEL LAUDO ARBITRAL 
EMITIDO POR LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, EL 11 DE NOVIEMBRE 
DE 2011, ES IMPROCEDENTE CUANDO RECIBEN EL MONTO DE SU PENSIÓN JUBILATORIA 
EN UNA SOLA EXHIBICIÓN ANTICIPADA. 

 

El laudo arbitral emitido por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social el 11 de noviembre de 2011, 

derivado del compromiso arbitral suscrito por el Sindicato de Trabajadores de la Industria Azucarera y 

Similares de la República Mexicana y la Cámara Nacional de la Industria Azucarera y Alcoholera y las 
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empresas azucareras del país, establece en su considerando VII, el derecho a percibir un pago 

retroactivo de 24 meses de la pensión que se hubiere determinado al jubilado; sin embargo, este 

derecho no se genera por sí solo, sino que únicamente abre la posibilidad para su pago, lo cual podrá 

acontecer cuando se tenga el derecho de conformidad con el Contrato-Ley de la industria 

mencionada, que contiene el Reglamento del Nuevo Plan de Jubilaciones de los Trabajadores 

Sindicalizados de la Industria Azucarera, anexo en el Convenio de Modernización Integral de la 

Industria Azucarera, celebrado el 28 de agosto de 2007 entre ese sindicato y la referida Cámara 

Nacional, pues de su interpretación sistemática se advierte que ese pago retroactivo se otorgará sólo 

a los trabajadores jubilados que hubiesen optado por el pago de una pensión vitalicia mensual, en el 

caso de que ésta no se les pague al separarse de su trabajo, lo que se explica por ser una 

consecuencia de tal omisión, porque durante el lapso en que las pensiones no fueron cobradas, 

tuvieron rendimientos por las inversiones del fondo y al no recibirlas los trabajadores, perdieron las 

actualizaciones correspondientes. En cambio, dicha prerrogativa no se actualiza para aquellos 

trabajadores jubilados que recibieron el pago único anticipado del capital constitutivo, del que se 

obtiene precisamente dicha pensión mensual, pues en estos supuestos no se justifica esa pérdida del 

poder adquisitivo que se compensa con el pago de 24 meses para cuando no se cubre la pensión al 

momento de la jubilación, ya que con éste, se extingue en la proporción que comprenda ese pago, 

ante lo cual el trabajador tiene la obligación de otorgar a favor del Ingenio Azucarero el finiquito 

correspondiente; conclusión a la que se arriba, incluso, considerando que si la intención hubiese sido 

que se pagara retroactivamente a todos los jubilados de planta permanente o temporal, sin distinción 

alguna, así se hubiera acordado y plasmado en los convenios que dieron lugar a la resolución arbitral 

de que se trata; por el contrario, de su texto integral se infiere que el único caso para que proceda el 

pago de aquel emolumento es cuando no se cubra al jubilarse. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE 
PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO SON LA BASE PARA FINCARLES 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y SANCIONES, EL CONOCIMIENTO DE SU 
EXISTENCIA Y CONTENIDO NO PUEDE DERIVAR DE ALGÚN OTRO MEDIO LEGAL, SINO DE 
SU PUBLICACIÓN EN EL ÓRGANO DE DIFUSIÓN OFICIAL CORRESPONDIENTE. 

 

Conforme a la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 

249/2007 (*), dichos manuales deben publicarse en un órgano de difusión oficial, llámese Diario Oficial 

de la Federación, gaceta gubernamental o periódico oficial local, según sea el caso, pues al tratarse 

de normas de carácter general, sólo así los servidores públicos a quienes les resulten de observancia 

obligatoria tendrán conocimiento de su contenido y sabrán con certeza las sanciones que se les 

impondrán y las responsabilidades que se les fincarán, en caso de que incurran en el incumplimiento 

de sus obligaciones o en irregularidades en el desempeño de sus funciones. Por tanto, no puede 

admitirse que el conocimiento pleno de la existencia y contenido de los manuales derive de algún otro 

medio legal aunque éste sea fehaciente, ya que dejar tal conocimiento a la valoración de pruebas no 

abona a la seguridad jurídica, en tanto que si aquéllos son la base para afectar la esfera de derechos 

de los servidores públicos al fincarles responsabilidades y sancionarlos, la certeza del conocimiento 

pleno en los términos referidos sólo puede derivar de su publicación en un órgano de difusión oficial. 

 

SEGUNDA SALA 

 

PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL. APLICACIÓN DEL DESCUENTO PARA EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES. 

 

El artículo 18, fracción I, del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Contrato Colectivo de Trabajo 

celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y su sindicato, dispone que "El financiamiento 

del régimen de jubilaciones y pensiones, se constituye de la forma siguiente: I. Los trabajadores 
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aportarán el 3% (tres por ciento) sobre los conceptos señalados en los incisos del a) al n) del artículo 

5 del presente Régimen, y además el mismo porcentaje del fondo de ahorro, cuya aportación será 

anual en la fecha de su pago.", precepto este último cuyo texto, en la parte conducente, es el 

siguiente: "Artículo 5. Los conceptos que integran el salario base son: a) Sueldo tabular; b) Ayuda de 

renta; c) Antigüedad; d) Cláusula 86; e) Despensa; f) Alto costo de vida; g) Zona aislada; h) Horario 

discontinuo; i) Cláusula 86 bis; j) Compensación por docencia; k) Atención integral continua; l) 

Aguinaldo; m) Ayuda para libros; y n) Riesgo por tránsito vehicular para choferes u operadores del 

área metropolitana.". Ahora bien, tomando en cuenta que el 14 de octubre de 2005, el IMSS y su 

sindicato suscribieron el Convenio Adicional para las Jubilaciones y Pensiones de los Trabajadores de 

Base de Nuevo Ingreso, en cuya cláusula 1 estipularon que: "Por lo que se refiere a los trabajadores 

jubilados y pensionados mantendrán sin limitación alguna los beneficios establecidos en el Régimen 

de Jubilaciones y Pensiones."; se concluye que por lo que hace a los trabajadores que se encontraban 

en este supuesto al momento de la suscripción del convenio adicional, esto es, que gozaban de una 

pensión por jubilación el 14 de octubre de 2005, además de las deducciones en la fijación del monto 

de la pensión por 1) la cuota sindical; 2) el tributario; y, 3) el que adopta como base el fondo de ahorro; 

sólo cabe una cuarta disminución por un monto máximo del 3% sobre los conceptos señalados en los 

incisos del a) al n) del artículo 5 mencionado, con independencia de la designación que adopte el 

descuento cuyo destino sea el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por ejemplo, "Concepto 107 

Provisión Fondo de Jubilación" y/o "Fondo de Pensiones Clave 152"; pues la norma es categórica al 

señalar que estos empleados en retiro mantendrán sin limitación alguna los beneficios establecidos. 

En cambio, por lo que hace a quienes se jubilaron u obtuvieron su pensión por jubilación desde la 

fecha de suscripción del citado convenio, la misma deducción tampoco podrá ser superior al 

porcentaje progresivo aplicable por cada revisión contractual, y vigente a la fecha de la jubilación u 

otorgamiento de la pensión al margen del concepto administrativo con el que se le identifique, 

quedando a cargo del Instituto demostrar, en cualquier caso, que el monto de la deducción para el 

citado fondo no excede alguno de los porcentajes señalados, mediante el desglose preciso de cada 
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una de las sustracciones, operaciones aritméticas y de los conceptos que, en su caso, válidamente las 

justifiquen. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS. PARA TENER POR RECONOCIDA LA 
PERSONALIDAD DE QUIEN COMPARECE AL JUICIO LABORAL EN SU REPRESENTACIÓN, ES 
SUFICIENTE QUE SE CUMPLA CON EL REQUISITO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 692, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 

 

Para tener por reconocida la personalidad de quien comparece al juicio laboral en representación de 

un organismo público descentralizado, es suficiente que se cumpla con el requisito establecido en el 

artículo 692, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, es decir, que acredite su personalidad, entre 

otras formas, mediante testimonio notarial, previa comprobación de que quien le otorga el poder está 

legalmente autorizado para ello. Se afirma lo anterior, en principio, porque la citada ley no exige algún 

otro requisito ni permite la supletoriedad de las reglas del derecho común, de acuerdo con su artículo 

17, lo que obedece a que el derecho del trabajo es un régimen autónomo e independiente del derecho 

común y, como tal, se rige bajo sus propias reglas y principios, entre los cuales se encuentra el 

principio de sencillez. Lo cual no significa que la certificación expedida por el Registro Público de 

Organismos Descentralizados, respecto de la inscripción de los poderes otorgados por los directores 

generales de dichas entidades, no constituya un elemento que pueda servir para acreditar la 

personalidad de quien comparece en representación de un organismo público descentralizado, ya que 

dicho documento tiene fe pública acorde con el artículo 26 de la Ley Federal de las Entidades 

Paraestatales; y ello se debe a que la inscripción en el referido Registro tiene como finalidad reducir 

costos de administración para evitar erogaciones innecesarias de fedatarios públicos, de ahí que, 

tanto la certificación correspondiente, como el propio poder notarial, pueden servir como instrumento 

para acreditar la personalidad dentro del juicio laboral. 
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SEGUNDA SALA 

INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL O PARCIAL. LOS TRABAJADORES QUE RECIBEN LA 
PENSIÓN CORRESPONDIENTE NO TIENEN DERECHO A RECIBIR ASIGNACIONES 
FAMILIARES Y AYUDA ASISTENCIAL (LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA EL 30 DE 
JUNIO DE 1997). 

 

Conforme a los artículos 48 a 50, 62, 63, 65, 128 a 131, 164 y 167 de la Ley del Seguro Social vigente 

hasta el 30 de junio de 1997, los riesgos de trabajo y la invalidez tienen orígenes distintos; sus 

respectivos siniestros producen consecuencias diversas: en aquéllos, incapacidad permanente total o 

incapacidad permanente parcial, y en ésta, imposibilidad para procurarse una remuneración superior 

al 50% de la percibida en el último año de trabajo; y la ley establece diferentes prestaciones: para los 

riesgos de trabajo asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica, servicio de hospitalización, aparatos 

de prótesis y ortopedia, y rehabilitación (prestaciones en especie), así como pensión por incapacidad 

permanente total o por incapacidad permanente parcial (prestaciones en dinero); y para la invalidez 

pensión temporal o definitiva; asistencia médica; asignaciones familiares; y ayuda asistencial. Ahora, 

el sentido jurídico que debe darse al artículo 66 de la ley mencionada, es que el valor de una pensión 

por incapacidad permanente total, que implica el 100% de disminución orgánica funcional de un 

trabajador, siempre debe superar el monto de la pensión por invalidez incrementada con las 

asignaciones familiares y la ayuda asistencial, que correspondería al propio asegurado, considerando 

que hubiera cubierto el periodo de espera. Por tanto, la ley aludida no prevé pago por concepto de 

asignaciones familiares y ayuda asistencial, a quienes tienen derecho a una pensión por incapacidad 

permanente total o parcial. 

 

SEGUNDA SALA 
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AGUINALDO. LOS PUNTOS PRIMERO Y SEGUNDO DE LOS LINEAMIENTOS EXPEDIDOS POR 
EL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL PARA EL PAGO DE ESA PRESTACIÓN AL PERSONAL 
TÉCNICO OPERATIVO DE BASE Y DE CONFIANZA, DE HABERES Y POLICÍAS 
COMPLEMENTARIAS DE ESA ENTIDAD FEDERATIVA, PARA EL EJERCICIO 2013, VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

 

Los Lineamientos por medio de los cuales se otorga el pago por concepto de aguinaldo al personal 

técnico operativo de base y de confianza, de haberes y policías complementarias de la administración 

pública centralizada, desconcentrada y Delegaciones del Distrito Federal, correspondiente al ejercicio 

2013, tienen por objeto reglamentar el derecho de ciertos trabajadores del Distrito Federal a recibir el 

aguinaldo en ese año; esto es, como lo indica ese instrumento, hacer efectiva la prerrogativa 

establecida en el artículo 42 Bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (que es 

aplicable a los trabajadores del Gobierno del Distrito Federal, en términos del diverso numeral 1o. de 

esa legislación). Al interpretar el primero de esos preceptos, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación sostuvo en la tesis aislada P. LIII/2005, que para cuantificar el pago del aguinaldo de los 

trabajadores al servicio de los Poderes de la Unión debe tomarse en cuenta tanto el sueldo tabular 

como las compensaciones que, en su caso, se pagan mensualmente en forma ordinaria a esos 

servidores públicos. Por tanto, los puntos primero y segundo de dichos lineamientos, que establecen 

que el aguinaldo se determina considerando las percepciones consignadas como salario base de los 

trabajadores (en que no se incluyen tales compensaciones), violan el principio de subordinación 

jerárquica, que es uno de los límites a la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo local. Es así, 

porque los citados lineamientos modifican, alteran, contradicen y exceden el contenido del artículo 42 

Bis de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que constituye la norma objeto de 

reglamentación, ya que prevén una forma distinta y menos benéfica para calcular el aguinaldo, en 

detrimento de los intereses de los servidores públicos a que hace mención dicho instrumento. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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AGUINALDO. LOS PUNTOS PRIMERO Y SEGUNDO DE LOS LINEAMIENTOS EXPEDIDOS POR 
EL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL PARA EL PAGO DE ESA PRESTACIÓN AL PERSONAL 
TÉCNICO OPERATIVO DE BASE Y DE CONFIANZA, DE HABERES Y POLICÍAS 
COMPLEMENTARIAS DE ESA ENTIDAD FEDERATIVA, PARA EL EJERCICIO 2013, VIOLAN LOS 
DERECHOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 

 

De la interpretación del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al artículo 42 Bis de la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que se refleja en la tesis aislada P. LIII/2005, así 

como del análisis a los Lineamientos por medio de los cuales se otorga el pago por concepto de 

aguinaldo al personal de mandos medios y superiores, así como enlaces y líderes coordinadores de la 

administración pública centralizada, desconcentrada y Delegaciones del Distrito Federal, 

correspondiente al ejercicio 2013, se desprende que para cuantificar el monto del aguinaldo de los 

servidores públicos de los Poderes de la Unión y de los trabajadores indicados en este último 

instrumento, se toma en cuenta la totalidad de las remuneraciones que aparecen reflejadas en el 

tabulador respectivo, que incluyen las compensaciones que mensualmente reciben. En contraposición 

con esas disposiciones, los puntos primero y segundo de los Lineamientos por medio de los cuales se 

otorga el pago por concepto de aguinaldo al personal técnico operativo de base y de confianza, de 

haberes y policías complementarias de la administración pública centralizada, desconcentrada y 

Delegaciones del Distrito Federal, para el ejercicio 2013, establecen que ese beneficio se determina 

considerando las percepciones consignadas como salario base de los trabajadores (en que no se 

incluyen dichas compensaciones). En consecuencia, estos últimos numerales violan los derechos de 

igualdad y no discriminación, previstos en el artículo 1o. de la Constitución Federal, ya que provocan 

un trato desigual que no encuentra justificación, pues las normas relativas al salario y al pago por 

concepto de aguinaldo que perciben los trabajadores al servicio del Estado se proyectan sobre una 

situación de igualdad de hecho, cuyo elemento principal es una relación de trabajo por un periodo 

específico que no varía o se desnaturaliza por el tipo de empleo que se desempeñe, o bien, por el 

escalafón o categoría que ocupe cualquier servidor público; de ahí que esa diferenciación no persigue 
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una finalidad constitucionalmente aceptable ni es adecuada o proporcional para obtener el fin que 

persigue. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO DEL JUEZ DE DISTRITO 
QUE TIENE POR PERDIDO EL DERECHO DEL OFERENTE DE LA PRUEBA PERICIAL PARA 
QUE SU PERITO RINDA EL DICTAMEN CORRESPONDIENTE Y ORDENA SU DESAHOGO CON 
LA OPINIÓN DEL NOMBRADO POR EL JUZGADO. 

 

El proveído citado, por regla general, no reúne los requisitos de procedencia del recurso de queja 

previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, correlativo del numeral 95, 

fracción VI, de la abrogada, pues si bien es cierto que no admite expresamente el de revisión por no 

ser una determinación definitiva, sino encaminada al desahogo del medio de convicción, también lo es 

que no causa un daño trascendental ni grave, irreparable en la sentencia, pues por disposición de la 

ley de la materia, la pericial se integra y desahoga con el dictamen del experto designado por el 

juzgador en consonancia con lo cual, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

sostiene el criterio de que no es colegiada, pues se desahoga con base en el cuestionario formulado 

por el propio oferente. Lo anterior, salvo el caso de que, con independencia de la apropiada o 

inapropiada valoración que de la prueba se hiciera, o aun ante el dictado de un fallo favorable, 

subsistiera el riesgo de exponer a alguna de las partes a diversa situación extremadamente compleja, 

que pudiera repercutir en su esfera personal y jurídica de forma grave y trascendente, verbigracia de 

pruebas que, aun siendo legales, pudieran atentar contra derechos como la privacidad personal o el 

secreto profesional. 

 

SEGUNDA SALA 
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EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. PARA QUE SEA LEGAL, EL ACTUARIO DEBE 
AGREGAR COPIA DEL CITATORIO DE ESPERA AL EXPEDIENTE CORRESPONDIENTE. 

 

De conformidad con el artículo 743, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de 

noviembre de 2012, el citatorio de espera constituye un documento oficial, elaborado por el actuario, a 

través del cual, ante la ausencia de la persona buscada en el domicilio respectivo, se le hace saber 

que se requiere de su presencia o de la de su representante legal, para llevar a cabo la diligencia de 

emplazamiento, proporcionándole los datos mínimos indispensables de conocimiento como el lugar, 

día y hora de la citación, el número de expediente, el nombre de las partes, así como el nombre y 

domicilio de la persona buscada; esto por similitud de lo previsto en el artículo 751 de la Ley Federal 

del Trabajo. Ahora, si bien el artículo 743 aludido no establece la obligación expresa del actuario de 

agregar copia del citatorio de espera al expediente laboral, sino sólo la de asentar razón en autos de 

la diligencia respectiva, sí se encuentra implícita y resulta necesaria en la medida en que el 

cumplimiento de una de las formalidades esenciales del procedimiento, como es el emplazamiento a 

juicio, requiere que todas las fases estén correctamente ejecutadas, y esto no podría verificarse sin la 

evidencia objetiva que quede en el expediente correspondiente. Lo anterior no prejuzga sobre la fe 

pública judicial de la que goza el actuario, porque no puede soslayarse que los hechos que hace 

constar deben sustentarse en elementos objetivos; de manera que la razón de aquél no permitiría, por 

sí sola, verificar que los datos asentados en el citatorio de espera hayan sido los adecuados y 

mínimos indispensables para hacer del conocimiento de la persona buscada y, por ende, no se tendría 

certeza de que la diligencia del emplazamiento se haya ejecutado correctamente. Por tanto, la 

ausencia de la copia del citatorio de espera al expediente laboral motiva la ilegalidad del 

emplazamiento, cuando el vicio que se le atribuya se sustente en la afirmación de que los datos del 

citatorio no corresponden con los del juicio laboral respectivo; en caso de que la ilegalidad se funde en 

que el actuario no dejó el citatorio respectivo, será suficiente la razón que al respecto asiente en autos 

el servidor público. 
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SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DE TRABAJO (TRABAJADORES DESCENDIDOS). 

 

Si un trabajador fue ascendido a un empleo de mayor jerarquía y después es descendido a su antigua 
plaza, la acción que puede hacer valer en contra de su descenso prescribe en un año, de acuerdo con 
el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, y no en dos meses, conforme al artículo 518 del mismo 
ordenamiento, en relación con la fracción XXII del artículo 123 de la Constitución Federal; ya que la 
acción no puede ser de reinstalación por despido, porque con éste se rompe el vínculo contractual 
entre patrón y obrero y, en aquel supuesto, no se rompe ese vínculo, porque el trabajador continúa 
trabajando, aunque en un puesto de inferior categoría. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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PATENTE O NOMBRAMIENTO DE GRADO. EL ASCENSO AL GRADO INMEDIATO CUANDO EL 
MILITAR PASE A SITUACIÓN DE RETIRO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 27 DE LA LEY DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS, NO DA 
LUGAR A SU EXPEDICIÓN. 

De la interpretación sistemática del artículo referido se colige que cuando establece que los militares 
que por resolución definitiva pasen a situación de retiro ascenderán al grado inmediato, ese ascenso 
se realiza para: a) Todo lo relacionado con la situación de retiro, esto es, la suma de derechos y 
obligaciones que establece la propia ley; y, b) El cálculo del haber de retiro, entendido como la 
prestación económica vitalicia a que tienen derecho los militares retirados en los casos y condiciones 
que aquélla prevea. Sin embargo, la conclusión alcanzada no significa que el precepto citado implique 
que el ascenso al grado inmediato cuando el militar pase a situación de retiro, opera también para 
efectos de la Ley de Ascensos y Recompensas del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos o de la Ley de 
Ascensos de la Armada de México, ya que dicho numeral se refiere, exclusivamente, a la suma de 
derechos y obligaciones que establece el ordenamiento al que pertenece y no a otras legislaciones, 
pues no debe perderse de vista que el objetivo de éste es otorgar beneficios en materia de seguridad 
social y económicos a los miembros de las fuerzas armadas, pero no ascensos. Criterio que se 
corrobora con la exposición de motivos de la reforma que dio origen al texto vigente del artículo 27 
mencionado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de febrero de 2011, así como con la 
interpretación sistemática de los artículos 35, fracción II y 37 de la Ley de Ascensos y Recompensas 
del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así como 30, fracción II, inciso a), de la Ley del Instituto de 
Seguridad para las Fuerzas Armadas Mexicanas. En este contexto, se concluye que el ascenso al 
grado inmediato cuando el militar pase a situación de retiro en los términos descritos, no da lugar a la 
expedición de patente o nombramiento de grado, conforme a la legislación de ascensos castrense. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL DEL AUTO DE INICIO DEL JUICIO LABORAL. FORMA EN LA QUE 
DEBE REALIZARSE CUANDO NO SE ENCUENTRE EN EL DOMICILIO LA PERSONA BUSCADA. 

Del artículo 743, fracciones I, II y III, de la Ley Federal del Trabajo, se obtiene que para la primera 
notificación personal, el actuario se cerciorará de que la persona que deba ser notificada habita, 
trabaja o tiene su domicilio en la casa o local, señalado en autos para hacer la notificación, y si no está 
presente el interesado o su representante, le dejará citatorio para que lo espere al día siguiente, a una 
hora determinada. Ahora bien, de la interpretación de dicho numeral -tanto literal como sistemática 
respecto de las demás fracciones- se advierte que el citatorio debe dejarse a alguna persona mayor 
de edad que se encuentre en el propio domicilio y no a alguien ajeno a éste. Bajo ese contexto, si el 
actuario se constituye en el domicilio respectivo, pero el local o casa se encuentra cerrado, aquél no 
podrá dejar el citatorio a que alude el referido artículo 743, fracción III, con persona ajena a dicho 
domicilio (por ejemplo, con el vigilante del área general si se trata de un edificio de varios pisos y 
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diversos despachos), sino que deberá practicar la diligencia en otro momento, hasta encontrar a 
alguien, mayor de edad, en dicho domicilio para efecto de ubicar a la persona buscada, a la cual, en 
caso de no encontrar al directamente interesado, sí podrá dejarle el citatorio, sin que sea óbice el 
hecho de que el actuario se haya cerciorado del domicilio, a través del dicho de una persona ajena al 
lugar en que se constituye, que ostente saber quiénes habitan el domicilio buscado, pese a estar 
cerrado, pues el aludido numeral no prevé la posibilidad de dejar el citatorio con tal clase de personas, 
para realizar la primera notificación personal. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 

 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA LABORAL. EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE 3 
MESES PARA QUE OPERE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 140 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, DEBE REALIZARSE EN DÍAS NATURALES. 

 

De los artículos 140, primer párrafo, 142, segundo párrafo, de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, y 734 y 736 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 
2012 (de aplicación supletoria), se advierte que se tendrá por desistido de la acción y de la demanda a 
quien no formule promoción alguna en el término de 3 meses, siempre que ésta sea necesaria para la 
continuación del procedimiento; que todos los términos correrán a partir del día hábil siguiente a aquel 
en que se haga la notificación, y se contará en ellos el día del vencimiento; que para computar los 
términos, los meses se considerarán de 30 días naturales y los días hábiles se considerarán de 24 
horas naturales; y que en ningún término se contarán los días en que no puedan tener lugar las 
actuaciones ante la "Junta", salvo disposición en contrario. Ahora bien, la otrora Cuarta Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación, Quinta Época, Tomo LXXXIX, Núm. 3, página 655, de rubro: "DESISTIMIENTO DE LA 
ACCIÓN ANTE LAS JUNTAS, CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE TRES MESES (VACACIONES DE LAS 
JUNTAS Y DÍAS FERIADOS).", determinó que la expresión "en ningún término se contarán los días 
en que no puedan tener lugar las actuaciones judiciales", debe entenderse referido a términos 
judiciales y no prescriptorios, pues éstos se cuentan por meses, sin que deban descontarse los 
periodos vacacionales ni los días feriados, además de que corresponde a la parte actora excitar la 
actividad de la Junta. En este sentido, se concluye que el término a que se refiere el artículo 140 de la 
ley burocrática, debe computarse a partir del día hábil siguiente al en que se haga la notificación, y se 
contará en días naturales, sin descontar los inhábiles, pues la legislación laboral explícitamente 
dispone que para computar los términos, los meses se contarán en días naturales. 
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SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN CUERNAVACA, MORELOS. 

 

ARRESTO ADMINISTRATIVO COMO MEDIDA DE APREMIO. EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, PUEDE APERCIBIR A LAS PARTES CON SU IMPOSICIÓN, PARA 
EL CASO DE QUE SUS DETERMINACIONES NO SE ACATEN. 

 

El artículo 150 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado establece que el Tribunal 
Federal de Conciliación y Arbitraje tiene la obligación de proveer lo necesario para lograr la inmediata 
ejecución de los laudos, contando para ese efecto con la posibilidad de dictar las medidas necesarias 
en la forma y términos que a su juicio sean procedentes; además, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 
133/2008 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada 
en el Tomo XXVIII, septiembre de 2008, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, página 227, de rubro: "LAUDOS. ADEMÁS DE LA IMPOSICIÓN DE LA MULTA A QUE 
SE REFIERE EL ARTÍCULO 148 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE CUENTA CON UNA 
AMPLIA GAMA DE INSTRUMENTOS LEGALES PARA LOGRAR SU EJECUCIÓN.", se colige que el 
señalado tribunal puede apercibir a las partes con la imposición del arresto administrativo como medio 
de apremio para el caso de que no cumplan con sus determinaciones; sin que sea obstáculo para ello 
la jurisprudencia 2a./J. 43/2003, sustentada por la propia Segunda Sala, consultable en el mismo 
medio de difusión y Época, Tomo XVII, junio de 2003, página 206, de rubro: "MEDIOS DE APREMIO. 
EL ARTÍCULO 731 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO ES DE APLICACIÓN SUPLETORIA 
PARA QUE EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE HAGA CUMPLIR SUS 
DETERMINACIONES, AL EXISTIR EN LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO 
DEL ESTADO DISPOSICIÓN EXPRESA EN ESE SENTIDO.", porque lo que ésta proscribe es que 
dicho tribunal funde la imposición de las medidas de apremio de las cuales haga uso, en el artículo 
731 de la Ley Federal del Trabajo, considerando para ese efecto que la invocada Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, en el referido artículo 150, le otorga facultades amplias para 
lograr el cumplimiento de sus laudos, y no prohíbe que pueda hacer uso del arresto administrativo 
para tal fin. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 

 

APERCIBIMIENTO DE ARRESTO ADMINISTRATIVO DECRETADO POR EL TRIBUNAL FEDERAL 
DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, A FIN DE HACER CUMPLIR SUS DETERMINACIONES. EL 
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JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL ESTÁ LEGITIMADO PARA PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA. 

 

Cuando el jefe de Gobierno del Distrito Federal es apercibido por el Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje en el sentido de hacer efectiva la medida de apremio consistente en el arresto administrativo, 
para el caso de incumplir con alguna de sus determinaciones, está legitimado para promover juicio de 
amparo indirecto contra tal apercibimiento, sin que sea dable exigir que la aludida acción 
constitucional sea ejercitada por el funcionario citado como persona física, pues no fue con este 
carácter con el cual se le demandó y contendió en el juicio laboral, sino en su calidad de jefe de 
Gobierno del Distrito Federal, es decir, como patrón de los actores en el juicio; razón por la que, al 
instar la protección constitucional con la citada calidad, colma el principio de instancia de parte 
agraviada tutelado por el artículo 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el cual establece, que el juicio de amparo se seguirá a instancia de parte agraviada, 
teniendo ese carácter quien aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o 
colectivo, siempre que alegue que el acto reclamado viola los derechos reconocidos en la propia 
Constitución y que con ello se afecta su esfera jurídica, ya sea de manera directa o en virtud de su 
especial situación frente al orden jurídico. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 

ANTIGÜEDAD GENÉRICA. CUANDO EL RECLAMO DE SU RECONOCIMIENTO SE TRAMITA 
POR LA VÍA INCORRECTA, LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO ALCANZA LAS 
PRESTACIONES VINCULADAS CON AQUÉLLA. 

 

En términos de la jurisprudencia 2a./J. 89/2011, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIII, junio de 2011, página 183, de rubro: "ANTIGÜEDAD GENÉRICA Y DE 
CATEGORÍA. LOS CONFLICTOS EN LOS QUE SE RECLAME SU RECONOCIMIENTO SE RIGEN 
POR EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 892 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO.", cuando sólo se reclama el reconocimiento de antigüedad genérica, los conflictos 
deben tramitarse conforme a las disposiciones que prevé la Ley Federal del Trabajo para los 
procedimientos especiales; sin embargo, dicho criterio no resuelve lo relativo a cuando 
simultáneamente se demandan diversas prestaciones no previstas en ese procedimiento. Así, cuando 
en la demanda se reclame el reconocimiento de antigüedad genérica y otras prestaciones vinculadas 
con ésta, como la entrega de la constancia correspondiente, el pago retroactivo de las diferencias 
respectivas y la nulidad de cualquier documento que pudiera exhibir el demandado como supuesta 
constancia de antigüedad, éstas deben considerarse como prestaciones accesorias del 
reconocimiento de antigüedad, pues su reclamo lo hace depender de éste; por tanto, la reposición del 



 

 

 

 

 

Página 58 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

procedimiento laboral por tramitarse en la vía incorrecta debe alcanzar a dichas prestaciones, por 
cuanto derivan del propio reconocimiento de antigüedad que reclama el actor como prestación 
principal. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN CUERNAVACA, MORELOS. 

 

PRUEBA CONFESIONAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO QUEDA INDEFENSO EL 
ABSOLVENTE POR LA INDEBIDA CALIFICACIÓN DE LEGALES DE POSICIONES INSIDIOSAS 
CUANDO NO SE PRESENTA A SU DESAHOGO. 

 

Si bien es verdad que las posiciones formuladas en el desahogo de la prueba confesional que tengan 
por objeto ofuscar la inteligencia del absolvente para obtener una respuesta contraria a la verdad 
resultan insidiosas, también lo es que esa ofuscación no acontece tratándose de la confesión ficta 
derivada de la inasistencia del absolvente, pues en esa hipótesis no puede sostenerse que tales 
preguntas lo engañaron o indujeron al error y por ello contestó en sentido afirmativo; de lo que se 
concluye que el absolvente no queda indefenso con la pretendida violación procesal, dado que si 
hubiera acudido al desahogo de la aludida prueba, posiblemente no se hubiera visto afectado con la 
calificación de legales de dichas posiciones, o habría estado en aptitud de inconformarse con su 
calificación, a fin de que la responsable corrigiera su actuar, y en caso contrario plantearla como 
violación procesal en el amparo directo, pero al no haberse presentado corre a su cargo la 
consecuencia de tal conducta procesal. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. 

 

TRABAJADORAS EMBARAZADAS AL SERVICIO DEL ESTADO. SU DESPIDO CONSTITUYE UN 
ACTO DE DISCRIMINACIÓN POR LA SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD EN LA QUE SE 
ENCUENTRAN. 

 

La condición física y social en la cual se ubica la trabajadora embarazada, aunque sea de confianza, 
derivada del despido de su trabajo, la coloca en una situación de vulnerabilidad y una discriminación 
que se encuentra prohibida por el parámetro de control de regularidad constitucional. Ello es así 
porque la mujer tiene, de manera particular, el don de la vida y su guarda, por lo que es necesario 
preservar su salud física y mental, facilitándole el descanso necesario pre y posnatal, así como la 
excedencia o el derecho de gozar de prestaciones de seguridad social. Pero, la protección no es sólo 
para la mujer embarazada sino, además, de la vida y salud del hijo por nacer; por lo que la protección 
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de la mujer embarazada y trabajadora llega al extremo de constituir un fuero maternal, porque 
previene la discriminación por razón de sexo -en el trabajo-. En este sentido, la protección de la salud 
y a la no discriminación son dos derechos fundamentales vinculados que corresponden a la mujer 
trabajadora embarazada; la protección del embarazo y la maternidad responden a la finalidad de 
protección de la relación especial entre la madre y el recién nacido, la salud de ambos y una cierta 
seguridad en el empleo, con lo cual se logra que la mujer embarazada trabajadora goce de una salud 
física y emocional, pues de no ser así, los derechos de los que se le priva, en caso de ser despedida, 
se contienen principalmente en los ramos de seguridad social (durante el periodo del embarazo y en la 
maternidad), porque son los indispensables para que la mujer pueda desarrollar bien su embarazo y 
su parto, entre ellos se ubican: a) la asistencia médica, que incluye los periodos prenatal, durante el 
parto y posnatal; b) los pagos periódicos para cubrir la falta de ingresos de las madres trabajadoras en 
este periodo; c) el periodo de descanso antes y después del parto -que en términos del artículo 123, 
apartado B, fracción XI, inciso c), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es de 
tres meses- ligado al derecho a recibir prestaciones pecuniarias durante el tiempo en el que se 
interrumpe el trabajo remunerado. Si este derecho no es garantizado es muy probable que por la falta 
de ingresos y el aumento de los gastos derivados del nacimiento, las mujeres se vean obligadas a 
incorporarse a su puesto de trabajo antes de lo médicamente aconsejable, lo que traería 
consecuencias en la salud de la madre; d) a seguir cotizando ante el instituto de seguridad social 
como trabajadora en activo; entre otros. Por tanto, al ser despedida, la trabajadora embarazada sufre 
una discriminación, pues su situación le debe permitir disfrutar de los derechos humanos de los que es 
acreedora por su estado de gravidez, con los cuales se garantiza su estabilidad económica, social y 
psicológica, lo que hace que el actuar del patrón sea un acto discriminatorio prohibido por todo el 
parámetro de control de regularidad constitucional; motivo por el cual, es de exhortarlo a evitar la 
discriminación por razón de sexo y adoptar las medidas necesarias para no repetir los despidos por 
razón de embarazo, porque son obligaciones constitucionales derivadas del artículo 1o., párrafo 
tercero, de la Constitución Federal y, como tal, debe ser quien primero respete el Estado 
constitucional de derecho y ser ejemplo de su observancia, así como de garantizar el pleno goce y 
disfrute de los derechos fundamentales de las personas, so pena de incurrir en responsabilidad, 
administrativa, política o civil. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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TERCERO EXTRAÑO A JUICIO. TIENE ESE CARÁCTER EL DEMANDADO EN EL JUICIO 
LABORAL QUE OBTUVO LAUDO FAVORABLE, Y NO OBSTANTE ELLO, EN LA ETAPA DE 
EJECUCIÓN SEGUIDA EN CONTRA DE SU CODEMANDADO, SE EMITEN O EJECUTAN ACTOS 
TENDENTES A VIOLENTAR SU ESFERA JURÍDICA, MOTIVO POR EL CUAL SE ACTUALIZA LA 
EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD QUE RIGE EN EL AMPARO PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XVIII, INCISO C), DE LA LEY DE AMPARO. 

 

Si en un juicio laboral seguido en contra de dos o más demandados, uno de ellos resulta absuelto de 
todas y cada una de las prestaciones reclamadas por el actor, al considerar la autoridad que no quedó 
demostrada la existencia de la relación laboral entre el actor y aquél, y tal determinación quedó firme; 
en la fase de ejecución del laudo, tiene el carácter de tercero extraño a juicio pues, precisamente en el 
laudo, que constituye la verdad legal, se determinó que no existía el vínculo laboral aducido por el 
actor; de ahí que si en la etapa de ejecución se emiten actos susceptibles de violentar sus derechos 
fundamentales, previamente a promover el juicio de amparo, no tiene obligación de agotar los 
recursos ordinarios contra esos actos, pues en esa hipótesis dejó de ser parte en el juicio y, con ello, 
al ubicarse en el supuesto de excepción al principio de definitividad establecido en el artículo 61, 
fracción XVIII, inciso c), de la Ley de Amparo, como tercero extraño a juicio puede acudir al amparo 
indirecto, sin agotar previamente el recurso de revisión previsto en el artículo 849 de la Ley Federal 
del Trabajo. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 

 

 

PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL BUROCRÁTICO DEL ESTADO DE CHIAPAS. LA 
OMISIÓN DE PROVEER SOBRE SU ADMISIÓN, ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN PROCESAL 
ANÁLOGA A LA PREVISTA EN LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 172 DE LA LEY DE AMPARO. 

 

De conformidad con el artículo 89 de la Ley del Servicio Civil del Estado y los Municipios de Chiapas, 
las Salas del Tribunal Burocrático del Poder Judicial de esa entidad federativa, tienen la obligación de 
calificar las pruebas que hayan ofrecido los contendientes en sus escritos de demanda y contestación, 
respectivamente; es decir, que en la audiencia de pruebas, alegatos y resolución a que se refiere el 
numeral 84 de la legislación en cita, la Sala tendrá que admitir las que estime pertinentes y desechar 
las que resulten inconducentes o contrarias a la moral o al derecho, o bien, no tengan relación con la 
litis. Por tanto, si la Sala responsable dejó de proveer sobre la admisión respecto de unos medios de 
convicción durante la audiencia de ley, ello constituye una violación a las reglas del procedimiento que 
afecta las defensas del quejoso, análoga a la prevista en la fracción III del artículo 172 de la Ley de 
Amparo, la cual establece la hipótesis de que se desechen las pruebas legalmente ofrecidas o se 
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desahoguen en forma contraria a la ley; circunstancias que evidencian un estado de indefensión, dado 
que dichas probanzas pudieran llegar a ser favorables a sus intereses, al momento de dictarse el 
laudo correspondiente. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

PRUEBA DOCUMENTAL OFRECIDA VÍA REQUERIMIENTO AL PATRÓN. SU FALTA DE 
EXHIBICIÓN GENERA LA PRESUNCIÓN LEGAL DE LA CERTEZA DE LOS HECHOS PARA LOS 
CUALES SE OFRECIÓ, SIEMPRE QUE SE TRATE DE DOCUMENTOS QUE TIENE LA 
OBLIGACIÓN DE CONSERVAR Y EXHIBIR EN JUICIO. 

 

De la interpretación de los artículos 804 y 805 de la Ley Federal del Trabajo se concluye que en 
cuanto a la obligación del patrón de conservar y exhibir en juicio los documentos relativos, y que su 
incumplimiento establece la presunción de ser ciertos los hechos que el actor exprese en su demanda, 
no se restringe al medio de prueba necesario para obtener esa presunción y, por lo mismo, no es 
dable para el juzgador hacer esa interpretación restrictiva, pues sería un contrasentido en cuanto a 
que el legislador haya dispuesto que el patrón tiene la obligación de "conservar y exhibir en juicio" 
ciertos documentos, para posteriormente inferir que éstos no pueden ser motivo de ofrecimiento por 
parte del trabajador mediante la prueba documental vía requerimiento, o que sólo pueden ser 
exhibidos a través de la inspección. En tales condiciones, cuando el trabajador pretende acreditar 
alguno de los hechos contenidos en su demanda relacionados con cualquiera de los documentos a 
que se refiere el artículo 804, u obtener la presunción de que tales hechos son ciertos, en el caso 
específico tiene dos opciones (lo cual no es limitativo sino ejemplificativo ya que puede emplearse 
cualquier medio de prueba, bajo la condición de que no sean contrarios a la moral o al derecho), a 
saber: a) solicitar a la Junta que requiera al patrón para que los exhiba en el juicio (acorde con el 
artículo 804) a través de la prueba documental; y, b) ofrecer la inspección para que en lugar de que 
aquél los exhiba ante la Junta y directamente en el proceso laboral, el fedatario se constituya en el 
domicilio y verifique los datos que se pretenden obtener de tales documentos, lo que implicaría que el 
patrón ya no tuviera que exhibirlos físicamente. En ambos supuestos, el incumplimiento de exhibir los 
documentos físicamente para que obren en autos o mostrarlos al funcionario encargado de desahogar 
la inspección, ocasionará la sanción que establece el artículo 805, pues los numerales no disponen la 
exclusividad de alguna prueba para demostrar los hechos relativos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
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INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. PARA PRESERVARLO, LA JUNTA ESTÁ FACULTADA PARA 
RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE CONSIDERE NECESARIAS, EN LOS 
PROCEDIMIENTOS EN QUE ACUDAN EN DEFENSA DE LOS DERECHOS QUE PUDIERAN 
CORRESPONDERLES COMO BENEFICIARIOS DIRECTOS DE UN TRABAJADOR FALLECIDO. 

 

De conformidad con el interés superior del menor y, por consiguiente, con el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no es posible dar preferencia a circunstancias 
legales de carácter procesal, como lo relativo a cargas probatorias, en detrimento del análisis de una 
cuestión que podría resultar perjudicial y trascendente para los intereses de los infantes involucrados 
en el juicio laboral, como lo es su derecho personal a recibir las prestaciones que, como hijos de la 
trabajadora fallecida, pudieran corresponderles como beneficiarios directos. Por ello, conforme a una 
ponderación estricta respecto al principio de igualdad procesal de las partes frente al interés superior 
de los niños, debe privilegiarse a estos últimos, en atención a que ese interés superior demanda que 
la Junta valore todos los elementos presentados e, incluso, tiene la facultad de recabar pruebas de 
oficio, a efecto de descubrir la verdad legal en torno a la calidad de derechohabientes y sobre los 
derechos controvertidos. De ahí que el pleno ejercicio de los derechos inherentes a los menores debe 
ser considerado por la Junta como el eje rector del litigio de origen en el que éstos se ven 
involucrados, por lo que dicha autoridad debe actuar de la manera que resulte de mayor conveniencia 
para preservar ese interés. Máxime cuando los recursos económicos que los infantes pudieran 
obtener a través de las prestaciones que reclaman, podrían contribuir en parte a la posibilidad de 
acceder a lo indispensable, para evitar que se coloquen en condiciones de pobreza o marginación y 
se encuentren en una desventaja social que no les facilite hacer frente a la satisfacción de sus 
necesidades materiales básicas o vitales, con la finalidad de mantener, si es posible, el statu quo 
material. 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA REGIÓN. 

 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE SEXO. LA CONSTITUYEN LAS DECISIONES EXTINTIVAS DE 
UNA RELACIÓN LABORAL BASADAS EN EL EMBARAZO, AL AFECTAR EXCLUSIVAMENTE A 
LA MUJER. 

 

La discriminación opera, en última instancia, como un instrumento de segregación social, en la medida 
en que dicho comportamiento supone mantener al grupo discriminado a distancia y le reserva 
espacios propios, que únicamente puede abandonar en determinadas condiciones, más o menos 
restrictivas. En este campo, son de especial relevancia la Declaración sobre la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer (DEDM), la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDM) y el protocolo facultativo de ésta (PFCEDM), adoptados por la 
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Asamblea General de las Naciones Unidas, porque han ampliado y reforzado la igualdad de derechos 
reconocida en otros instrumentos internacionales. Así, la discriminación por razón de sexo comprende 
aquellos tratamientos peyorativos que se fundan, no sólo en la pura y simple constatación del sexo de 
la víctima, sino también en la concurrencia de razones o circunstancias que tengan con aquél una 
conexión directa e inequívoca. En estas condiciones, el embarazo es un elemento o factor diferencial 
que, por razones obvias, incide de forma exclusiva sobre las mujeres y que no puede acarrear, 
conforme a la interdicción de la discriminación por razón de sexo, perjuicios a las trabajadoras. Por 
tanto, las decisiones extintivas de una relación laboral basadas en el embarazo, al afectar 
exclusivamente a la mujer, constituyen una discriminación por razón de sexo, proscrita por los 
artículos 1o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1, numeral 
1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en razón de que estas disposiciones 
contienen un catálogo enunciativo, mas no limitativo de los motivos de discriminación. Refuerza lo 
anterior, el hecho de que la protección de la mujer no se limita a su condición biológica durante el 
embarazo y después de éste, ni a las relaciones con su hijo durante el periodo que sigue al embarazo 
y al parto, sino que se extiende al ámbito estricto del desarrollo y a las vicisitudes de la relación 
laboral, razón por la cual condiciona las potestades organizativas y disciplinarias del empleador, lo que 
trae consigo que se califiquen como discriminación basada en el sexo tanto el despido por razón de 
embarazo, como la negativa a contratar a una mujer embarazada, por el hecho de estarlo. De ahí que 
-se afirme- un trato desfavorable motivado por la situación de embarazo está directamente relacionado 
con el sexo de la víctima y constituye una discriminación directa por esa razón, siendo irrelevante, 
para apreciar esa diferencia, que ningún hombre se encuentre en una situación comparable y pueda 
servir como punto de comparación. Máxime que, atento a la condición de las trabajadoras encinta y al 
riesgo de ser despedidas por motivos relacionados con su estado -que puede tener consecuencias 
perjudiciales sobre su salud física y psíquica, entre ellos el de incitarlas a interrumpir voluntariamente 
su embarazo-, en el derecho internacional existen disposiciones jurídicas que reconocen una 
prohibición de despido durante ese lapso, incluso en el de lactancia -salvo motivos justificados, con la 
carga de la prueba para el patrón- e independientemente de la categoría que tengan. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

DESPIDO DE UNA TRABAJADORA BURÓCRATA DE CONFIANZA MOTIVADO POR SU 
GRAVIDEZ. REGLAS PARA RESOLVER EL JUICIO LABORAL RELATIVO. 

 

Cuando el despido de una trabajadora burócrata de confianza tuvo como origen un acto 
discriminatorio de su patrón, porque fue posterior a que le informó que estaba embarazada, la 
autoridad jurisdiccional debe: i) aplicar la herramienta de perspectiva de género; ii) emplear el principio 
de no discriminación; iii) determinar correctamente la carga de la prueba en la alegación a una 
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violación a éste; iv) valorar las pruebas ofrecidas por las partes, con base en sus posiciones o 
pretensiones; y, v) resolver si ese tipo de trabajadoras están exentas de violaciones al principio 
indicado, por la sola circunstancia de su categoría, dado que en el juicio laboral se controvierte el 
despido motivado por la gravidez de la actora, por ir contra el derecho humano a la no discriminación, 
contenido en los artículos 1o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 1, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1 del Convenio 
Número 111 Relativo a la Discriminación en Materia de Empleo y Ocupación, de la Organización 
Internacional del Trabajo pero, especialmente, por transgredir el artículo 11, numeral 2, inciso a), de la 
Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por 
sus siglas en inglés), que reconoce expresamente el derecho de la mujer a no ser despedida por 
motivo del embarazo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

  

DERECHO HUMANO AL DEBIDO PROCESO EN SU VERTIENTE DE DEFENSA ADECUADA EN 
EL JUICIO LABORAL. PARA NO TRANSGREDIRLO, SI EL TRABAJADOR Y EL PATRÓN 
(PERSONA FÍSICA) ACUDEN SIN UN ABOGADO, LA AUTORIDAD DEBE CUESTIONARLES SI 
QUIEREN PROSEGUIR EL PROCESO POR PROPIO DERECHO O SI REQUIEREN ASESORÍA 
LEGAL A FIN DE, EN SU CASO, DARLE INTERVENCIÓN A LA PROCURADURÍA DE LA 
DEFENSA DEL TRABAJO CUANDO LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO DENOTEN SU 
DESCONOCIMIENTO DE ESA RAMA DEL DERECHO Y DE LAS NORMAS QUE RIGEN EL 
PROCESO ANTE LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 

 

Dentro de las "garantías" que constituyen el debido proceso se encuentra el acceso a la asistencia 
letrada, a que se refiere el artículo 8, numeral 2, incisos d) y e), de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que consiste en el derecho de las personas a: i) defenderse personalmente; ii) 
ser asistidas por un defensor de su elección; y, iii) si no se defendieren por sí mismas ni nombran 
defensor en los plazos de ley, ser asistidas por uno proporcionado por el Estado. En ese orden, para 
garantizar a las personas su derecho humano al debido proceso en el juicio laboral, las partes pueden 
comparecer personalmente o por conducto de su apoderado jurídico, en términos del artículo 692 de 
la Ley Federal del Trabajo, y si bien es cierto que el diverso precepto 876, fracción I, de la propia ley, 
vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, dispone que en la etapa conciliatoria las partes deben 
acudir personalmente, sin abogados patronos, asesores o apoderados, también lo es que no prohíbe 
que éstos puedan comparecer a la audiencia de conciliación, demanda y excepciones, ofrecimiento y 
admisión de pruebas pues, al respecto, el artículo 875 del mismo ordenamiento y vigencia señala que 
ésta iniciará con la comparecencia de las partes, lo que permite al trabajador y al patrón actuar por 
conducto de sus apoderados, sobre todo en la última fase, ya que de ésta dependerá el resultado del 
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litigio. En consecuencia, si las circunstancias del caso denotan un desconocimiento del derecho 
laboral y de las normas que rigen el proceso ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje por las partes, 
que sólo pueden ser conocidas por alguien versado en esa rama del derecho, de la que se desprenda 
la necesaria asistencia letrada, para no transgredir el derecho humano al debido proceso en su 
vertiente de adecuada defensa, aun cuando la autoridad laboral no puede obligar a las partes a llevar 
el juicio por conducto de un abogado, cuando acudan sin éste, debe cuestionarles si quieren 
proseguirlo por propio derecho o si requieren asesoría legal a fin de, en su caso, darle intervención a 
la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, pues sus manifestaciones pueden perjudicarles, no por una 
conducta procesal indebida, sino por una evidente falta de asesoramiento legal, que nada tiene que 
ver con la personalidad, personería o representación; no con el ánimo de suplantarse en los intereses 
del actor, sino con el fin de salvaguardar su derecho humano consagrado en el tratado internacional 
aludido, y esa actuación incluye al patrón (persona física) que se ubique en similar hipótesis, a fin de 
respetar además, sus derechos fundamentales de igualdad y de equidad procesal, con base en el 
principio general de derecho de que, donde existe la misma razón, debe imperar igual disposición. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

TRABAJADORES DEL EXTINTO ORGANISMO DESCENTRALIZADO DENOMINADO "LUZ Y 
FUERZA DEL CENTRO". LA OMISIÓN DE DICTAR EL LAUDO EN AQUELLOS JUICIOS QUE SE 
ENCUENTRAN EN ESTADO DE RESOLUCIÓN POR HABERSE DECLARADO SU 
ACUMULACIÓN, CONTRAVIENE EL DERECHO HUMANO A LA JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA 
CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

 

De conformidad con los artículos 766, 767 y 769 de la Ley Federal del Trabajo, la acumulación tiene 
por objeto que los juicios que sean promovidos por el mismo actor contra el mismo demandado, o 
cuando se trate de idénticas partes o sean instados contra el mismo demandado, se resuelvan en una 
sola resolución para evitar fallos contradictorios, esto es, se trata de una figura procesal que garantiza 
el derecho a la seguridad jurídica. Sin embargo, tratándose de juicios laborales promovidos por 
trabajadores del extinto organismo descentralizado denominado "Luz y Fuerza del Centro", la 
declaración de acumulación en el sentido de que los juicios más recientes se acumularán al más 
antiguo, genera que se junten juicios laborales que no han terminado su trámite, y que los que ya lo 
concluyeron o estén cerca de concluirlo, tengan que esperar a que todos culminen el procedimiento, 
para estar en posibilidad de dictar el laudo por todos los juicios acumulados, por lo que con ello se 
vulnera el derecho humano a una justicia pronta y expedita, previsto en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, de una ponderación de ambos 
derechos, es decir, el procesal de las normas de acumulación y el constitucional de justicia pronta y 
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expedita, que se vulnera por aquél, se considera que debe prevalecer este último, pues la 
acumulación de estos juicios constituye un obstáculo procesal para que se dicte el laudo respectivo. 
Por tanto, en aquellos juicios promovidos por trabajadores del citado organismo que se encuentren 
acumulados y en estado de resolución, procede ordenar su desvinculación, a efecto de que la 
autoridad jurisdiccional dicte el laudo correspondiente. 

 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

TRABAJADORES BUROCRÁTICOS DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. CARECEN DE ACCIÓN 
PARA DEMANDAR LA RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR CAUSAS IMPUTABLES AL 
PATRÓN. 

 

La Ley de los Trabajadores al Servicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los 
Ayuntamientos y Organismos Descentralizados del Estado de Quintana Roo, clasifica a los 
trabajadores como de confianza, de base y supernumerarios; precisa que los de confianza gozarán, 
cuando menos, de las medidas de protección al salario y de los beneficios de seguridad social; sin 
embargo, no reconoce expresamente un derecho para rescindir la relación laboral por causas 
imputables al patrón, similar al previsto en el artículo 51 de la Ley Federal del Trabajo. Por tal razón es 
inaplicable supletoriamente la regla contenida en ese precepto, pues si bien es cierto que el artículo 5 
de la ley burocrática local permite acudir supletoriamente a la Ley Federal del Trabajo, también lo es 
que dispone, en primer lugar de prelación, la supletoriedad de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado; y como en ésta se advierte que la intención del legislador fue establecer una 
diferencia entre el trabajo ordinario y el trabajo burocrático, por las características propias del servicio 
prestado, la relación que existe en uno y otro, así como la posición de los sujetos que intervienen en 
tal relación laboral, entonces no puede darse al trabajador burocrático el mismo tratamiento que al 
trabajador ordinario. De ahí que no puede introducirse supletoriamente un derecho no previsto, puesto 
que la supletoriedad no tiene por objeto implantar en la ley instituciones ajenas o, inclusive, 
incompatibles con su estructura fundamental, sino únicamente regular los aspectos que ya están 
comprendidos en ella, pero carecen o están deficientemente reglamentados. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN PREVENTIVA EN FUNCIONES Y PERCEPCIONES DE LOS ELEMENTOS DE 
SEGURIDAD PÚBLICA DENTRO DE UN PROCEDIMIENTO DE SANCIÓN ADMINISTRATIVA. EN 
SU IMPOSICIÓN DEBE GARANTIZARSE UN INGRESO MÍNIMO PARA SU SUBSISTENCIA, QUE 
TOME COMO REFERENCIA EL EQUIVALENTE AL 30% DE SU INGRESO REAL, EL CUAL NO 
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DEBE SER INFERIOR AL SALARIO TABULAR MÁS BAJO QUE SE CUBRA EN LA INSTITUCIÓN 
A LA QUE PERTENEZCAN, AL DECRETARSE LA MEDIDA PRECAUTORIA, HASTA EL DICTADO 
DE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE. 

 

De conformidad con las tesis aisladas P. VII/2013 (9a.), de título y subtítulo: "DERECHO AL MÍNIMO 
VITAL. SU CONTENIDO TRASCIENDE A TODOS LOS ÁMBITOS QUE PREVEAN MEDIDAS 
ESTATALES QUE PERMITAN RESPETAR LA DIGNIDAD HUMANA." y 1a. XCVII/2007, de rubro: 
"DERECHO AL MÍNIMO VITAL EN EL ORDEN CONSTITUCIONAL MEXICANO.", emitidas por el 
Pleno y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respectivamente, se obtiene 
que de una interpretación sistemática de los derechos fundamentales consagrados en los artículos 
1o., 3o., 4o., 6o., 13, 25, 27, 31, fracción IV y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se colige el derecho constitucional al mínimo vital, consistente en la determinación de un 
mínimo de subsistencia libre, digna y autónoma protegida constitucionalmente, que se traduce en un 
derecho de los gobernados, en lo general, a no ser objeto de embargo, compensación o descuento en 
el salario mínimo, así como en la implementación de medidas estatales de diversa índole (acciones 
positivas y negativas) que permitan respetar la dignidad humana en las condiciones prescritas por el 
artículo 25 citado. En ese sentido, la suspensión preventiva en funciones y percepciones de los 
elementos de seguridad pública dentro de un procedimiento de sanción administrativa, con el objeto 
de facilitar la investigación, o bien, evitar que se genere un daño mayor a la corporación, no debe 
implicar una cesación total de ingresos económicos, pues con ello no se obstaculiza la investigación ni 
se afecta al Estado; en cambio, constituye una violación a los derechos humanos del elemento de 
seguridad, al no contar con el derecho al mínimo vital equivalente al salario, sueldo o ingreso 
necesario no sólo para su subsistencia, sino también para su vida libre y digna. Por tanto, conforme a 
las formalidades esenciales del procedimiento, en particular, el derecho de audiencia y el principio de 
presunción de inocencia, la autoridad que determina la suspensión preventiva de funciones y salario 
indicado, debe garantizar el derecho al ingreso mínimo mediante la determinación de una cantidad 
suficiente para cubrir sus necesidades básicas de sana alimentación, vestido, vivienda, salud, entre 
otras, a efecto de asegurarle una vida digna, que tome como referencia el equivalente al 30% (treinta 
por ciento) de su ingreso real, el cual no debe ser inferior al salario tabular más bajo que se cubra en 
la institución policiaca a la que pertenece, al decretarse la medida precautoria y que deberá cubrirse 
hasta en tanto se dicte resolución administrativa en el procedimiento de origen en el que se determine 
su sanción o continuidad en la corporación. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS A PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
RESPONSABILIDAD. CONFORME AL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE AMPARO 
PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE A SU FAVOR. 

 

De conformidad con el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo, procede la suplencia de la queja 
en favor del trabajador, con independencia de que la relación entre empleador y empleado esté 
regulada por el derecho laboral o por el administrativo. Por otra parte, los servidores públicos son 
trabajadores que prestan sus servicios de índole laboral para el Estado a cambio de un salario, a 
excepción de sus titulares (Presidente Municipal, Diputados, Magistrados, etcétera). Derivado de dicha 
relación, los referidos servidores adquieren responsabilidad de naturaleza administrativa, la cual 
puede conllevar que se siga en su contra un procedimiento de responsabilidad, en el que se les 
podrán imponer sanciones como la destitución, inhabilitación o pago de multas, que afectan de 
manera directa el vínculo laboral. En consecuencia, cuando el acto reclamado en un juicio de amparo 
provenga o tenga relación directa con un procedimiento administrativo de responsabilidad, procede la 
suplencia de la queja, en tanto que el servidor público no deja de tener la calidad de empleado del 
Estado, con derechos y obligaciones previstos tanto en el apartado B del artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en la legislación secundaria aplicable, 
por el solo hecho de que haya sido sometido al referido procedimiento, el cual, además, le implica una 
afectación a sus derechos laborales. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

PENSIÓN. SI PREVIAMENTE NO SE SOLICITÓ AL SEGURO SOCIAL EL CÁLCULO DE SU 
MONTO, ES IMPROCEDENTE LA ACCIÓN PARA OBTENERLA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
CUARTO TRANSITORIO DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE, SIN QUE LA DEMANDA 
PUEDA SUPLIR DICHO REQUISITO. 

 

El artículo cuarto transitorio de la Ley del Seguro Social vigente, prevé que para el caso de los 
trabajadores que hayan cotizado en términos de la Ley del Seguro Social que se deroga, y que 
llegaren a pensionarse durante la vigencia de la nueva ley, el Instituto Mexicano del Seguro Social 
estará obligado, a solicitud de cada trabajador, a calcular estimativamente el importe de su pensión 
para cada uno de los regímenes, a efecto de que éste pueda decidir lo que a sus intereses convenga. 
En ese sentido, de la interpretación del citado artículo se concluye que, para que una persona pueda 
demandar ante la Junta laboral, el pago de una pensión en cualquiera de sus regímenes, requiere 
previamente acudir ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, a efecto de que se calcule 
estimativamente su monto; sin que en el caso sea factible considerar que la demanda pueda sustituir 
esa solicitud previa, porque ésta sólo es el medio para que la autoridad laboral determine el 
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cumplimiento de una obligación (pago de pensión); de manera que si no se hizo así, la acción 
intentada es improcedente. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE BUENA FE CUANDO SE HAGA EN LOS MISMOS 
TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESEMPEÑANDO, AUNQUE SE PROPONGA EN UN DOMICILIO 
DISTINTO AL SEÑALADO POR EL ACTOR, SIEMPRE Y CUANDO SE DEMUESTRE QUE EL 
EMPLEADO FUE CONTRATADO EN EL LUGAR OFERTADO. 

 

El hecho de que el patrón ofrezca el trabajo en los mismos o mejores términos y condiciones en que 
se venía prestando, y señale como domicilio para ser reinstalado, un lugar diferente al indicado por el 
actor en su demanda o su aclaración al que se dijo despedido; ello no significa que deba calificarse de 
mala fe el ofrecimiento de trabajo, lo anterior porque no implica que se estén alterando las condiciones 
fundamentales de la relación laboral (puesto, salario y jornada legal), siempre y cuando se demuestre 
que el patrón contrató al trabajador en el domicilio ofertado, salvo que exista acuerdo entre las partes 
que reubique al empleado en lugar diverso al que aparece en sus condiciones de trabajo. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

INDEMNIZACIÓN GLOBAL. SU OTORGAMIENTO EXCLUYE EL DE LA PENSIÓN DE VIUDEZ 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 

 

De los artículos 16, 17, 18, 19, 32, 51 y 60 de la Ley Número 20 de Pensiones del Estado de 
Veracruz, abrogada, se obtiene que las aportaciones al Instituto de Pensiones Local provienen de dos 
fuentes: a) del trabajador; y, b) del organismo o dependencia en donde aquél labora; dichas 
aportaciones, en su conjunto, constituyen el soporte financiero del régimen de pensiones de la 
entidad, cuyo destino es el cumplimiento de sus programas de seguridad social; que la indemnización 
global a que alude el referido artículo 60, se otorga a aquellos derechohabientes de trabajadores que 
no reunieron los requisitos de años de servicio (30 años) y tampoco la edad (60 años), para en su 
caso dar nacimiento al derecho de percibir una pensión diversa, como puede ser la de viudez. En esa 
medida, la devolución de las aportaciones efectuadas por el trabajador impide que dicho instituto 
cuente con los recursos suficientes para el otorgamiento de una pensión posterior, como puede ser 
por jubilación o viudez. Luego, aun cuando no exista precepto que expresamente establezca que el 
otorgamiento de la indemnización global excluye el de la pensión de viudez, la ratio legis del aludido 
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artículo 60 no deja lugar a dudas, en cuanto a que fue voluntad del legislador prever una ayuda para el 
trabajador o su derechohabiente, cuando los años de servicio no eran lo bastante para alcanzar algún 
otro beneficio de seguridad social. No entenderlo así, sería propiciar sin fundamento un "doble pago", 
en favor del solicitante, con el riesgo de colapsar el sistema financiero del citado instituto, en perjuicio 
de otros beneficiarios, que tienen acceso a uno u otro beneficios, pero no a los dos al mismo tiempo, 
al excluirse entre sí. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE LAUDO. PROCEDE SU APERTURA NO SÓLO PARA 
DETERMINAR LAS CONDENAS DE CARÁCTER ECONÓMICO, SINO TAMBIÉN PARA RECABAR 
DOCUMENTACIÓN RELACIONADA CON PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL (CASO EN 
EL QUE SE DESCONOCE EL ORGANISMO DE SEGURIDAD SOCIAL EN EL QUE DEBE ESTAR 
INSCRITO EL TRABAJADOR EN EL ESTADO DE VERACRUZ). 

 

Cuando el tribunal burocrático del Estado de Veracruz condena a la entidad pública demandada a 
inscribir al actor en forma retroactiva ante el organismo de seguridad social con quien tenga celebrado 
el convenio a que se refiere el artículo 30, fracción IV, de la Ley Estatal del Servicio Civil de Veracruz, 
con la finalidad de satisfacer las prestaciones de seguridad social reclamadas, así como cuantificar y 
direccionar el pago de las cuotas correspondientes, pero en autos no obre dicho convenio, a pesar de 
ser carga probatoria del patrón, y se desconozca con qué instituto de salud debe estar asegurado el 
trabajador; es legal que esa autoridad jurisdiccional determine que la localización del documento de 
mérito y, por ende, la denominación del organismo de seguridad social correspondiente (llámese 
IMSS, ISSSTE o algún otro), se reserven para el incidente de liquidación, en términos del artículo 843 
de la Ley Federal del Trabajo, de aplicación supletoria, ello, al margen de que dicho incidente 
únicamente procede, por excepción, cuando al resolver la controversia se carece de bases para 
cuantificar las condenas en cantidad líquida, esto es, para prestaciones económicas y no otras de 
distinta naturaleza. Sin embargo, también procede aperturar este incidente para allegarse de la 
documentación relacionada con el convenio que se traduce en una prestación de seguridad social, 
pues incide en hacer operante y ejecutable eficazmente el laudo, ya que es el único instrumento 
procesal válido con el que cuentan los tribunales laborales para cumplimentar sus fallos cuando no 
poseen elementos suficientes para hacer efectiva y completa la cosa juzgada. De ahí que la decisión 
de abrir el incidente de liquidación para recabar los convenios que otorgan a los empleados los 
servicios de seguridad social, si bien no tiene la implicación directa de ser una prestación de tipo 
económica, procede decretar en el laudo su despacho con el propósito de identificar al organismo de 
seguridad social ante quien deberá inscribirse al trabajador y que le brindará la atención médica y 
social requerida, lo cual tiene como función hacer patente y eficaz el derecho establecido en el fallo, a 
fin de que la condena no quede vacía de contenido y operatividad, en aras de la completa 
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administración de justicia prevista en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

JURISPRUDENCIA ESTABLECIDA POR UN PLENO DE CIRCUITO. ES OBLIGATORIA TANTO 
PARA LOS TRIBUNALES COLEGIADOS QUE SE UBIQUEN DENTRO DE ESE CIRCUITO COMO 
PARA LOS AUXILIARES QUE LOS APOYEN EN EL DICTADO DE SUS RESOLUCIONES, 
INDEPENDIENTEMENTE DE LA REGIÓN A LA QUE ÉSTOS PERTENEZCAN. 

 

Conforme al segundo párrafo del artículo 217 de la Ley de Amparo la jurisprudencia que establezcan 
los Plenos de Circuito es obligatoria, entre otros, para los Tribunales Colegiados que se ubiquen 
dentro del Circuito correspondiente. En esa tesitura, si bien es verdad que un Tribunal Colegiado de 
Circuito de un Centro Auxiliar, aunque pertenece a una determinada Región, cuenta con competencia 
mixta y con jurisdicción en toda la República Mexicana (en puridad, no forma parte de un determinado 
Circuito); también lo es que, al brindar apoyo a algún órgano jurisdiccional para el dictado de la 
sentencia, se mimetiza o sustituye en el tribunal auxiliado, por lo que su competencia y jurisdicción 
están limitadas a la que corresponda al órgano jurisdiccional al que está prestando apoyo en el 
dictado de la sentencia. Por ende, si la jurisprudencia que emite el Pleno de un determinado Circuito 
es obligatoria para el órgano jurisdiccional auxiliado, lo es, por vía de consecuencia, para el auxiliar, 
con independencia de la Región a la que éste pertenezca; tan es así, que cuando el Constituyente, el 
legislador ordinario y el Consejo de la Judicatura Federal establecieron una regla de competencia para 
decidir las contradicciones de tesis en las que participen Tribunales Colegiados de Circuito Auxiliares, 
se considera que éstos pertenecen al Circuito del Tribunal Colegiado auxiliado. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA CUARTA 
REGIÓN. 

 

ADMINISTRATIVO ESPECIALIZADO ADSCRITO A LA VISITADURÍA JUDICIAL DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO FEDERAL, ÓRGANO ENCARGADO DE LA 
ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE 
DICHA ENTIDAD. DEBE CONSIDERARSE DE CONFIANZA POR LAS FUNCIONES QUE 
DESEMPEÑA. 

 

De la interpretación sistemática del inciso b), fracción II del artículo 5o. de la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, se colige que son trabajadores de confianza los que desempeñen 
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funciones de inspección, vigilancia y fiscalización. Ahora bien, de los diversos numerales 195 y 203 a 
207 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se advierte que el 
Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, a través de sus órganos auxiliares, como lo es la 
Visitaduría Judicial, se encarga de la administración y vigilancia de juzgados para verificar el buen 
funcionamiento de Salas y otros órganos judiciales del Tribunal Superior de Justicia, incluidos los de 
Paz; y, para efectuar esas labores, dispone de personal autorizado, como son el visitador general y los 
visitadores judiciales; además de administrativos especializados, quienes por las funciones que 
realizan deben considerarse como trabajadores de confianza, dado que para desempeñarse en dichos 
puestos, es necesario que observen secrecía, confidencialidad absoluta, discreción y un manejo 
adecuado de la información a la cual tienen acceso, al efectuar las correspondientes visitas a los 
distintos órganos a inspeccionar; por tanto, sus funciones se asemejan a las desempeñadas y 
previstas en el referido inciso b), fracción II del numeral 5o. citado. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Página 73 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

 

 

 

Fiscal y Administrativo  

Jurisprudencias 

 

IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO. SE 
ACTUALIZA CUANDO SE RECLAMA AL CONGRESO DEL ESTADO DE DURANGO LA 
EXPEDICIÓN DE UNA NORMA GENERAL, Y ENTRE EL JUEZ DE DISTRITO DEL 
CONOCIMIENTO Y UNO DE LOS DIPUTADOS QUE LO INTEGRAN, EXISTE PARENTESCO EN 
LÍNEA COLATERAL POR AFINIDAD DENTRO DEL SEGUNDO GRADO (APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LA TESIS P. XXV/2007). 

 

En términos del artículo 51, fracción I, de la Ley de Amparo, existe impedimento de un Juez de Distrito 
para conocer del juicio de amparo indirecto promovido contra el Congreso del Estado de Durango, a 
quien se le reclama la expedición de una norma general, si entre dicho juzgador y uno de los 
diputados integrantes de esa Legislatura Local, existe parentesco en línea colateral por afinidad dentro 
del segundo grado. Lo anterior, toda vez que, de acuerdo con el artículo 5o., fracción II, de la citada 
legislación, dicho Congreso es parte en el juicio de amparo; además, conforme al artículo 66 de la 
Constitución Política del Estado, éste se compone de veinticinco diputados electos cada tres años de 
manera popular y conforme a los principios de votación de mayoría relativa y representación 
proporcional. En ese sentido, si el Juez de amparo manifestó tener dicho parentesco con uno de ellos, 
es decir, con un diputado integrante de ese órgano legislativo señalado como autoridad responsable, 
es incuestionable que se actualiza la causa de impedimento de que se trata y fundada la excusa 
planteada por el funcionario judicial de referencia. Criterio que se sustenta, por analogía, en la tesis P. 
XXV/2007, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, mayo de 2007, página 11, de rubro: 
"IMPEDIMENTO. SE ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 66, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY DE AMPARO, CUANDO EXISTE PARENTESCO POR CONSANGUINIDAD ENTRE UN 
MINISTRO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y UNO DE LOS INTEGRANTES 
DEL ÓRGANO COLEGIADO CUANDO ÉSTE TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD 
RESPONSABLE.", la cual es aplicable en términos del artículo sexto transitorio de la ley de la materia. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
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VALOR AGREGADO. EL CESIONARIO DE LA CARTERA VENCIDA DE UNA INSTITUCIÓN DE 
CRÉDITO, AL QUE LE FUE TRASLADADO IMPUESTO ACREDITABLE EN LA ADQUISICIÓN DE 
INSUMOS QUE EMPLEÓ DE FORMA INDISTINTA EN EL DESARROLLO DE ACTIVIDADES 
MIXTAS, PARA EFECTOS DE CALCULAR EL FACTOR DE PRORRATEO DEBE CONSIDERAR 
LA PROPORCIÓN DE LAS ACTIVIDADES NO GRAVADAS EN LAS QUE LOS EMPLEÓ. 

 

Toda vez que la actividad desempeñada por una empresa ajena al sistema financiero, que adquiere 
por un contrato de cesión de derechos la cartera vencida de una institución bancaria, con o sin 
responsabilidad para esta última, no es objeto del impuesto al valor agregado (IVA), por no encuadrar 
en ninguno de los supuestos del artículo 1o. de la ley relativa, aquélla no debe acreditar monto alguno 
del impuesto que le fue trasladado en la percepción de insumos, con relación a dicha actividad. 
Además, es inadmisible dejar a la voluntad de las partes contratantes de la cesión de crédito, el 
régimen de acreditamiento del impuesto relativo al cobro de los créditos de que se trata. Por 
consiguiente, si la empresa también se dedica a otras actividades por las que deba pagar el impuesto, 
o se encuentren gravadas a tasa del 0%, y pretende acreditar el IVA que le fue trasladado por la 
percepción de insumos que destina de manera indistinta, tanto para estas últimas actividades como 
para la gestión de cobro de la cartera vencida, debe tomar en cuenta el monto de los ingresos que 
obtuvo con motivo de esa gestión de cobro, como referencia para el cálculo del factor de prorrateo que 
se aplicará para determinar el monto del IVA acreditable, de manera que la acreditación guarde 
relación exclusivamente con el valor de las actividades que realice, por las que sí deba pagar el 
impuesto, o se encuentren gravadas a tasa del 0%, pues ésa es la finalidad del régimen previsto en el 
inciso c) de la fracción V del artículo 5o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ADMINISTRACIONES LOCALES DE SERVICIOS AL CONTRIBUYENTE. ESTÁN FACULTADAS 
PARA DETERMINAR CRÉDITOS FISCALES A CARGO DE QUIENES INCUMPLEN CON LA 
PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES, DE CONFORMIDAD CON LAS HIPÓTESIS DEL 
ARTÍCULO 41, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SIN COMPRENDER 
SUPUESTOS DIVERSOS A LOS CONTENIDOS EN DICHO NUMERAL. 

 

Del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 22 de octubre de 2007, en especial de su artículo 14, fracciones XXXII y XL, en relación 
con el diverso 16, primer párrafo, se advierte la competencia de las Administraciones Locales de 
Servicios al Contribuyente del Servicio de Administración Tributaria para vigilar y controlar el 
cumplimiento de las obligaciones relativas a la presentación de declaraciones en materia de 
contribuciones o aprovechamientos, así como para requerir su presentación cuando los sujetos 
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obligados no lo hagan en los plazos respectivos y, en su caso, cuentan con la facultad para hacer 
efectiva una cantidad igual a la determinada en cualquiera de las 6 últimas declaraciones de que se 
trate o la que resulte determinada por la autoridad competente; sin embargo, dichos preceptos, en 
relación con el artículo 41, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, no tienen el alcance de 
facultarlas para determinar créditos fiscales diversos a las hipótesis comprendidas en los preceptos 
indicados y que pueden ejercerse a través de actos de fiscalización en términos de los artículos 42, 44 
a 46 y 48 del Código Fiscal de la Federación, que establecen facultades y competencia material para 
la Administración General de Auditoría Fiscal Federal, así como para sus Administraciones Locales de 
Auditoría Fiscal, de conformidad con los artículos 17, primer párrafo, fracciones III, X y XVII, entre 
otras, y 19, apartado A, fracción I, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria. 

 

SEGUNDA SALA 

 

VERIFICACIÓN DE MERCANCÍAS EN TRANSPORTE EN MATERIA ADUANERA. ES ILEGAL QUE 
LA AUTORIDAD TRASLADE AL CONDUCTOR DEL VEHÍCULO AL RECINTO FISCAL Y QUE LO 
RETENGA EN ÉSTE SIN SU CONSENTIMIENTO. 

 

Tratándose de la verificación de mercancías en materia aduanera, resulta ilegal que la autoridad 
traslade sin su consentimiento al conductor del vehículo al recinto fiscal, o bien, que lo retenga en 
éste, pues la Ley Aduanera no la faculta para realizar esa acción, además, constituye una detención 
que, para hacerla, debe realizarse cumpliendo con las formalidades previstas en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, para que el proceder de la autoridad en 
estos casos sea ajustado a derecho, es necesario que el verificador, una vez que no se justificó la 
legal estancia del vehículo o la mercancía, informe al particular su situación jurídica, para que, si es su 
deseo y de acuerdo a sus intereses, por su propia voluntad ocurra ante la aduana, ya sea por su 
propio conducto, o bien, se traslade con el propio verificador, pero ello no en calidad de sujeto 
detenido o retenido, sino únicamente como parte en la verificación y en el eventual procedimiento 
administrativo en materia aduanera. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SURTE SUS EFECTOS DESDE QUE SE DICTA EL 
ACUERDO RELATIVO CUANDO SE IMPUGNA EL COBRO DE CONTRIBUCIONES, SIN QUE 
PARA SU EFECTIVIDAD SE REQUIERA LA EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA RESPECTIVA. 
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De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 135 y 136 de la Ley de Amparo, que 
regulan tanto la suspensión provisional como la definitiva de los actos reclamados, cuando en el juicio 
de amparo se impugnen actos relativos a la determinación, liquidación, ejecución o cobro de 
contribuciones o créditos de orden fiscal, podrá concederse aquélla, suspendiendo sus efectos y las 
consecuencias desde el momento en que se dicta el acuerdo relativo, esto es, de inmediato, y por un 
término de 5 días; plazo prudente para que el quejoso exhiba la garantía del interés fiscal fijada por el 
órgano jurisdiccional, pues de lo contrario, es decir, de condicionar la efectividad de la medida hasta 
en tanto se garantice el interés fiscal, se incumpliría la finalidad que esta figura jurídica persigue, que 
es la de evitar el detrimento a los derechos del promovente del amparo; de ahí que si al vencimiento 
de dicho término el quejoso no exhibe la garantía correspondiente, la suspensión dejará de surtir 
efectos, y las responsables podrán ejecutar los actos reclamados. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. LA IMPUGNACIÓN A TRAVÉS DEL JUICIO DE 
AMPARO DE LOS ACUERDOS GENERALES QUE ESTABLECEN LOS PROCEDIMIENTOS Y 
LINEAMIENTOS PARA ACCEDER AL CARGO DE JUEZ DE DISTRITO MEDIANTE CONCURSOS 
INTERNOS, POR UN TERCERO AJENO AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO 
ACTUALIZA UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XIII/2015, de título y 
subtítulo: "CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, FUNCIONANDO EN PLENO O COMISIONES. 
EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN III, DE LA LEY DE AMPARO ES CONFORME CON EL NUMERAL 
100, PÁRRAFO NOVENO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 12/2013 (10a.)].", sostuvo que, de 
conformidad con el artículo 100, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, el juicio de amparo es improcedente contra: 1. Las decisiones del Consejo de la 
Judicatura Federal, actuando en Pleno o en Comisiones, cuando ejerce las funciones que 
constitucionalmente tiene encomendadas, a saber: 1.1. Las resoluciones relacionadas con la 
administración, vigilancia y disciplina interna del Poder Judicial de la Federación; y, 1.2. Las 
vinculadas con los conflictos de trabajo suscitadas entre el Poder Judicial de la Federación y sus 
trabajadores; y, 2. Actos del Consejo cuando actúa como un particular en relaciones de coordinación. 
Casos de improcedencia que, incluso, pueden determinarse desde la presentación de la demanda. No 
obstante, precisó que, como excepción, procede el juicio de amparo contra actos del Consejo aludido 
cuando puedan afectar derechos de terceros que no forman parte o integran las estructuras del Poder 
Judicial de la Federación, lo que deberá valorarse en cada caso. Así, el hecho de que un tercero ajeno 
a esas estructuras promueva juicio de amparo contra los acuerdos generales relativos a los 
procedimientos y lineamientos para acceder al cargo de Juez de Distrito, mediante concursos internos, 
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no actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia en términos de los artículos 100, 
párrafo noveno, constitucional, y 61, fracción III, de la Ley de Amparo, pues por esa calidad existe un 
grado razonable de opinabilidad sobre su procedencia, porque no se está en alguno de los casos de 
improcedencia referidos; máxime que dicho tercero no podría defenderse a través del recurso de 
revisión administrativa, al no poder contender en esos concursos por estar dirigidos únicamente para 
ciertas categorías que rigen la carrera judicial. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO O RESCISIÓN DE UN 
CONTRATO DE OBRA PÚBLICA CELEBRADO ENTRE ENTIDADES PÚBLICAS DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y PARTICULARES, RECAE EN UN TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. 

 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que los conflictos 
competenciales por razón de la materia deben resolverse atendiendo en exclusiva a la naturaleza de 
la acción planteada en el caso que dio origen al conflicto competencial, mediante el análisis de las 
prestaciones reclamadas, los hechos narrados, las pruebas aportadas y, en su caso, los preceptos 
legales en que se apoye la demanda, pero siempre prescindiendo del estudio de la relación jurídica 
sustancial existente entre las partes en conflicto, pues ello, es parte del análisis de las cuestiones de 
fondo del asunto. De lo anterior se sigue que, cuando la prestación reclamada consista en el 
cumplimiento o rescisión de un contrato de obra pública celebrado entre entidades públicas del Estado 
de México y particulares, y dichas circunstancias se corroboren con los hechos narrados en la 
demanda, los documentos aportados como pruebas y los fundamentos legales invocados, la 
competencia para conocer de la acción relativa recae en un Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
atento a la naturaleza administrativa de dicho contrato, no obstante que se reclame el cobro de pesos, 
pues esa pretensión debe considerarse una mera consecuencia del cumplimiento demandado. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

VISITA DOMICILIARIA. LA SIMPLE NEGATIVA A RECIBIR LA ORDEN RELATIVA ACTUALIZA LA 
HIPÓTESIS NORMATIVA PREVISTA EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 85 DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

Cuando una disposición administrativa fija una sanción por alguna infracción, la conducta realizada 
debe encuadrar exactamente en la descripción legislativa previamente establecida, sin que sea lícito 
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ampliarla por analogía ni por mayoría de razón. En congruencia con lo anterior, si el artículo 85, 
fracción I, del Código Fiscal de la Federación señala como infracción relacionada con el ejercicio de la 
facultad de comprobación de la autoridad el hecho de oponerse a que se practique la visita en el 
domicilio fiscal, se concluye que con la simple negativa a recibir la orden relativa se actualiza la 
indicada hipótesis normativa, pues con dicha conducta se advierte una obstrucción a la práctica de la 
visita. De esta forma, si la persona con quien se entienda la visita se niega a recibir la orden aludida, 
ya sea verbalmente o por medio de rebeldía o resistencia física (en el propio domicilio), que tienda a 
obstaculizar el inicio y/o desarrollo de las facultades de la autoridad, es claro que comete la referida 
infracción, pues se trastoca el fin inmediato de la visita, consistente en salvaguardar las facultades de 
comprobación, previstas en el Código Fiscal de la Federación. 

 

SEGUNDA SALA 

  

REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS EXPEDIDOS POR EL GOBERNADOR DEL 
ESTADO DE PUEBLA. CORRESPONDE AL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO Y AL 
SECRETARIO DEL RAMO AL QUE EL ASUNTO CORRESPONDA. 

 

La obligación del Gobernador del Estado de Puebla de promulgar y mandar publicar, cumplir y hacer 
cumplir las leyes y decretos del Congreso Estatal, contenida en el artículo 79, fracción III, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, se cumple con la emisión de un decreto 
a través del cual ordena, justamente, la publicación de la ley o decreto que la legislatura le envía; así, 
este decreto que promulga la ley del Congreso constituye uno de los actos a que alude el artículo 84 
de la misma Constitución, pues si ésta utiliza la expresión "todos" los decretos, resulta claro que 
incluye a los promulgatorios. Ahora bien, de conformidad con la interpretación sistemática y coherente 
de los artículos 84 constitucional y 22 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, los 
decretos promulgatorios, expedidos por el Gobernador del Estado de Puebla, para su validez deben 
estar firmados por éste, por el Secretario General de Gobierno y por el secretario del ramo al que el 
asunto corresponda, entendiéndose por éste, al funcionario de la administración pública que realiza 
las atribuciones legales en un nivel jerárquico superior, con respecto a la materia sustantiva de la ley o 
decreto legislativo que ha de promulgarse. En el entendido de que el presente criterio será obligatorio 
para los decretos promulgados con posterioridad a la publicación de esta tesis de jurisprudencia en el 
Semanario Judicial de la Federación. 

 

SEGUNDA SALA 
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REFRENDO DE LOS DECRETOS EXPEDIDOS POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE 
PUEBLA. SU REGULACIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL. 

 

La circunstancia de que el artículo 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Puebla imponga la obligación de firmar los decretos expedidos por el Gobernador del Estado a éste y 
al "secretario del ramo al que el asunto corresponda", y que el numeral 22 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado haga extensiva la obligación de refrendo al Secretario General de 
Gobierno, no significa que esta última norma viole o contradiga aquella norma constitucional, en 
primer lugar, porque si ésta no prohíbe que los decretos sean firmados, además, por el Secretario 
General de Gobierno, entonces la norma ordinaria que lo ordena no viola prohibición alguna; en 
segundo término no la contradice, porque no regula el supuesto de hecho de forma incompatible con 
la Constitución, debido a que la norma constitucional impone la obligación de firmar los decretos 
expedidos por el Gobernador del Estado a éste y al secretario del ramo al que el asunto corresponda, 
situación que igualmente regula la norma legal. En consecuencia, los artículos 84 y 22 aludidos 
resultan coherentes y compatibles, en cuanto a la regulación de la validez de los decretos expedidos 
por el Gobernador del Estado de Puebla; razón por la cual, a partir de su interpretación sistemática, se 
concluye que los decretos indicados deben estar firmados por aquél, por el Secretario General de 
Gobierno y por el secretario del ramo al que el asunto corresponda. 

 

SEGUNDA SALA 

 

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. REQUISITOS PARA CIRCUNSTANCIAR 
DEBIDAMENTE EL ACTA DE LA DILIGENCIA ENTENDIDA CON UN TERCERO, SI ÉSTE OMITE 
PROPORCIONAR SU NOMBRE, NO SE IDENTIFICA Y/O NO SEÑALA LA RAZÓN POR LA QUE 
ESTÁ EN EL LUGAR O SU RELACIÓN CON EL INTERESADO [APLICACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 82/2009 (*)]. 

 

De la interpretación del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, en congruencia con el criterio 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación contenido en la jurisprudencia 
aludida, se advierte que para circunstanciar el acta de notificación es necesario que el notificador 
asiente datos objetivos que permitan concluir que: a) la diligencia se practicó en el domicilio señalado; 
b) se buscó al contribuyente o a su representante; y c) ante la ausencia de éstos la diligencia se 
entendió con quien se encontraba en el domicilio. En este último caso, si el tercero omite proporcionar 
su nombre, no se identifica, y/o no expresa la razón por la cual está en el lugar o la relación que tiene 
con el interesado, se requerirá que el notificador asiente datos que objetivamente lleven a estimar que 
la diligencia se practicó en el domicilio, como son las características del inmueble; si el tercero se 
encontraba en el interior u otros datos que, razonablemente, acrediten que se actúa en el lugar 
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correcto y con quien dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora en que 
se practicará la diligencia de notificación respectiva. De ahí que basta la omisión de uno solo de los 
datos que deba proporcionar el tercero para que el notificador, a efecto de salvaguardar la legalidad 
de su actuación, esté obligado a asentar de manera circunstanciada los datos indicados. 

 

SEGUNDA SALA 

 

IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES. LA AFIRMATIVA FICTA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 28 BIS 4 DE LA LEY DE HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
PC.IV.A. J/5 A (10a.)]. 

 

Una nueva reflexión guiada por un criterio de progresividad del derecho de acceso a la justicia y, por 
ende, de interpretación más favorable a la persona, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del 
Cuarto Circuito a abandonar el criterio contenido en la jurisprudencia indicada, de título y subtítulo: 
"IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES. LA AFIRMATIVA FICTA PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 28 BIS 4 DE LA LEY DE HACIENDA PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE NUEVO 
LEÓN NO CONSTITUYE LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA POR LA QUE LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA DETERMINE, CUANTIFIQUE O LIQUIDE EL MONTO A PAGAR POR DICHA 
CONTRIBUCIÓN.", pues la ficción jurídica de la afirmativa ficta establecida en el artículo 28 bis 4 de la 
Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Nuevo León contiene implícito un principio de 
intervención de la administración pública. En este sentido, el precepto citado atribuye al silencio 
administrativo la consecuencia jurídica de la afirmativa ficta, que se constituye en un acto 
administrativo previo y, por ende, de autoridad, que posibilita a quien le agravie para formular las 
pretensiones de invalidez en su contra, mediante el procedimiento contencioso administrativo y 
conforme a las reglas de procedencia que regula la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y 
Municipios de Nuevo León. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA 
UNA RECLAMACIÓN POR HABER PRESCRITO EL PLAZO PARA INTERPONERLA, ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
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Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 104/2012 (10a.) (*) de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y al artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, el 
juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa sólo procede contra las 
resoluciones de fondo de las reclamaciones, lo que acontece cuando existe un pronunciamiento 
respecto de alguno de los siguientes elementos: la existencia del daño; la relación causa-efecto entre 
la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo; la regularidad del actuar administrativo; 
y, en su caso, el monto en dinero o en especie de la indemnización. Por tanto, el juicio contencioso 
administrativo es improcedente contra la resolución que desecha una reclamación por haber prescrito 
el plazo para interponerla, en tanto no conlleva pronunciamiento alguno sobre los referidos elementos 
decisorios, sino que precisamente, debido a la imposibilidad de hacer procedimentalmente exigible el 
derecho a la indemnización por la responsabilidad patrimonial del Estado por su falta de ejercicio 
durante el plazo establecido por la ley, impide al ente estatal resolver si efectivamente se causó un 
daño al particular, si tal lesividad guarda una relación de causalidad con la actividad administrativa, si 
ésta es de carácter irregular y, en su caso, sobre la valoración y determinación del monto 
indemnizatorio correspondiente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES (IFT). NO EXISTE RAZÓN PARA AFIRMAR 
QUE ANTE LA AUSENCIA DE UNA LEY NO SEA DABLE CONSTITUCIONALMENTE QUE EMITA 
REGULACIÓN AUTÓNOMA DE CARÁCTER GENERAL, SIEMPRE Y CUANDO SEA 
EXCLUSIVAMENTE PARA CUMPLIR SU FUNCIÓN REGULADORA EN EL SECTOR DE SU 
COMPETENCIA. 

 

Los artículos 89, fracción I, y 92 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
establecen la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo, la que, en diversos precedentes, ha sido 
confinada a límites precisos, concluyendo que el principio de división de poderes prescribe una cierta 
forma de distribución de competencias de producción normativa entre el Legislativo y el Ejecutivo, el 
cual claramente se pronuncia por depositar en el primero las principales decisiones de política pública, 
reservando al segundo exclusivamente una facultad de ejecución y desarrollo, no de innovación o 
configuración normativa, lo que implica que sólo cuando el legislador lo decida, respondiendo a los 
resultados del proceso democrático y en representación de la ciudadanía, pueden emitirse reglas que 
tengan sobre el ordenamiento jurídico el efecto configurador acordado por su jerarquía superior al 
resto de fuentes subordinadas, porque el proceso democrático deliberativo es el foro apropiado y apto 
para resolver sobre la suerte de los bienes de las personas. Así, no pudiendo el reglamento más que 
ejecutar y desarrollar la ley, sin la cual no podría existir, la jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que la ley y el reglamento se relacionan mediante dos principios 
que dan cuenta no sólo de la superioridad jerárquica de la ley, sino también de la imposibilidad de los 
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reglamentos de producir innovaciones de contenidos en el ordenamiento jurídico, esto es, los 
principios de reserva de ley y de subordinación jerárquica. Ahora bien, cuando el principio de división 
de poderes se proyecta sobre la relación entre el IFT y el Congreso de la Unión, se rechaza que estos 
dos principios -en todo su alcance- constituyan un parámetro de control constitucional de las normas 
generales emitidas por aquél con fundamento en la fracción IV del párrafo vigésimo del artículo 28 
constitucional, pues la racionalidad que sustenta el diseño de los reglamentos no es transportable a 
esta relación, ya que responde a una narrativa estatal diversa, que justamente busca el fortalecimiento 
de un órgano regulador autónomo con el poder suficiente de regulación que innove el ordenamiento 
jurídico. Así, los precedentes referidos a la facultad reglamentaria del Ejecutivo, conforme al artículo 
89, fracción I, constitucional, no son aplicables a las disposiciones de carácter general del mencionado 
órgano constitucional autónomo por una razón de diseño institucional, que consiste en que el 
Constituyente reservó para éste un balance de distribución de poder público distinto ya que, a 
diferencia del reglamento, en las normas administrativas de carácter general del regulador sí se 
deposita un umbral de poderes de decisión que invisten a ese órgano de un poder de innovación o 
configuración normativa ausente en el Ejecutivo. Dicha facultad es regulatoria y constituye una 
instancia de producción normativa diferenciada de la legislación, conforme al artículo 73 
constitucional, de los reglamentos del Ejecutivo del artículo 89, fracción I, de la Ley Suprema, y de las 
cláusulas habilitantes que el Alto Tribunal ha reconocido que puede establecer el Congreso de la 
Unión para habilitar a ciertos órganos administrativos para emitir reglamentación, con fundamento en 
los artículos 73, fracción XXX, y 90 de la Constitución Federal. Por tanto, en principio, no existe razón 
para afirmar que ante la ausencia de una ley no sea dable constitucionalmente que el órgano 
constitucional autónomo emita regulación autónoma de carácter general, siempre y cuando sea 
exclusivamente para cumplir su función reguladora en el sector de su competencia. 

 

PLENO 

 

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. PUEDE IMPUGNARSE EN AMPARO INDIRECTO CON 
MOTIVO DE SU DICTADO DENTRO DEL PLAZO DE QUINCE DÍAS, SIN QUE SEA VÁLIDO 
HACERLO CON POSTERIORIDAD CON MOTIVO DE ACTOS POSTERIORES, COMO POR 
EJEMPLO, POR LA EMISIÓN DE LAS ACTAS PARCIALES [INTERPRETACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 2/2012 (10a.)]. 

 

De la citada tesis de jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: 
"ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. PUEDE SER IMPUGNADA EN AMPARO CON MOTIVO DE SU 
DICTADO O, POSTERIORMENTE, EN VIRTUD DE QUE SUS EFECTOS NO SE CONSUMAN 
IRREPARABLEMENTE AL PROLONGARSE DURANTE EL DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 
RESPECTIVA AL TRASCENDER A LA RESOLUCIÓN QUE DERIVE DEL PROCEDIMIENTO DE 
FISCALIZACIÓN.", se advierte que al ser la orden de visita domiciliaria uno de los medios con que 
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cuenta el fisco federal para ingresar al domicilio de los contribuyentes, a fin de verificar el 
cumplimiento de las disposiciones hacendarias, cuya actuación puede vulnerar la inviolabilidad del 
domicilio y transgredir otros derechos sustantivos como los relativos a la privacidad y a la intimidad, se 
justifica que dicha orden pueda impugnarse de inmediato, a través del juicio de amparo indirecto, 
dentro del plazo legal establecido para ese efecto en el propio ordenamiento y hasta que cese la 
violación al derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio; sin embargo, lo anterior no significa 
que el juicio de amparo pueda promoverse en cualquier tiempo mientras no cese dicha violación ni 
que, si al emitirse las actas parciales continúa la intromisión en el domicilio del quejoso, sea 
procedente el amparo en su contra, pues es necesario que la demanda se presente dentro del plazo 
señalado en el artículo 17 de la Ley de Amparo (que inicia a partir de que el quejoso tenga 
conocimiento de la emisión de la orden de visita) y que no hayan cesado los efectos de la vulneración 
a la inviolabilidad del domicilio, pues como la propia jurisprudencia lo indica, la visita domiciliaria 
puede agotarse en una sola diligencia, con lo que cesa el estado de violación a los aludidos derechos 
del quejoso. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

NEGATIVA FICTA. LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 135 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS DEL ESTADO DE MÉXICO, SE CONFIGURA AUNQUE LA PETICIÓN DE 
ORIGEN SE PRESENTE ANTE AUTORIDAD INCOMPETENTE Y ÉSTA NO LA HAYA REMITIDO A 
LA COMPETENTE, EN TÉRMINOS DEL NUMERAL 121 DE LA MISMA CODIFICACIÓN, SIEMPRE 
QUE AMBAS PERTENEZCAN A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL O A LA DEL MISMO 
MUNICIPIO. 

 

Conforme a lo dispuesto por el artículo 135 aludido, las peticiones que los particulares hagan a las 
autoridades del Poder Ejecutivo de esa entidad federativa, de sus Municipios y de los organismos 
descentralizados con funciones de autoridad, de carácter estatal o municipal, deberán ser resueltas en 
forma escrita y notificarse, dentro de un plazo que no exceda de 15 días hábiles posteriores a la fecha 
de su presentación, a excepción de los trámites que tengan plazo establecido en la ley de la materia, 
los cuales deberán ser resueltos en el término señalado al efecto. Transcurrido el plazo o término 
correspondiente sin que se notifique la resolución expresa, pueden configurarse, según sea el caso, la 
resolución afirmativa ficta, que significa decisión favorable a los derechos e intereses legítimos de los 
peticionarios, o bien, la resolución negativa ficta, es decir, decisión desfavorable a los derechos e 
intereses de los peticionarios, para efectos de su impugnación en el juicio contencioso administrativo. 
Respecto a la primera, el legislador local expresamente aclaró que no se configura cuando la petición 
se hubiese presentado ante autoridad incompetente; por lo que toca a la segunda, no hizo tal 
precisión, antes bien, en el séptimo párrafo del precepto legal citado, expresa y categóricamente 
sostuvo que en todos los casos en que no opera la resolución afirmativa ficta, el silencio de las 
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autoridades en los plazos aludidos se considerará como resolución negativa ficta; de modo que la 
presentación de la petición ante autoridad competente no constituye un requisito sine qua non para 
que se produzca la negativa ficta y ésta se actualiza aunque aquélla se hubiese presentado ante 
autoridad incompetente, pues se trata de una consecuencia legal en la que el legislador no contempló 
excepción alguna. Además, es comprensible el tratamiento distinto que el legislador local prevé para 
la configuración de tales resoluciones, en atención a las consecuencias jurídicas que cada una 
produce, pues la afirmativa ficta es constitutiva de derechos, mientras que la negativa ficta no, ya que, 
por ministerio de ley, se genera para el único efecto de su impugnación en el juicio contencioso 
administrativo; de ahí que puede producirse aunque la petición de origen se haya presentado ante 
autoridad incompetente. Tan es así, que el numeral 121 del ordenamiento legal invocado señala las 
reglas que deben seguirse cuando un escrito se presente ante una autoridad administrativa 
incompetente, dentro de las cuales destaca que ésta tiene la obligación de remitir la petición de oficio 
a la que sea competente en el plazo de 3 días, siempre que ambas pertenezcan a la administración 
pública del Estado o a la del mismo Municipio; pero no limita ni condiciona la actualización de la 
negativa ficta a que la petición de origen se presente ante la autoridad competente. 
Consecuentemente, para la génesis de la resolución negativa ficta en el ámbito local, únicamente se 
requiere que: 1. El particular interesado presente una petición o instancia ante las autoridades del 
Poder Ejecutivo del Estado de México, de sus Municipios o de los organismos descentralizados con 
funciones de autoridad, de carácter estatal o municipal; 2. Transcurran 15 días hábiles, posteriores a 
la fecha de su presentación o el plazo o término establecido en la ley de la materia para los casos de 
excepción correspondientes, sin que la autoridad competente emita y notifique la resolución expresa; 
y, 3. La materia de la petición se refiera a alguno de los casos en que por ministerio de ley no se 
configura la afirmativa ficta. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

NEGATIVA FICTA. CUANDO SE CONFIGURA ANTE AUTORIDAD INCOMPETENTE Y 
POSTERIORMENTE SE IMPUGNA MEDIANTE JUICIO SEGUIDO ANTE EL TRIBUNAL DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO, EN EL QUE AQUÉLLA, AL 
CONTESTAR LA DEMANDA, MANIFIESTA QUE NO ES COMPETENTE PARA RESOLVER LO 
SOLICITADO, LA SALA REGIONAL DEBE VERIFICAR ESA CUESTIÓN Y, DE CORROBORARLA, 
EMPLAZAR A LA COMPETENTE PARA QUE DEFIENDA TAL ACTO, EXPRESANDO LOS 
FUNDAMENTOS Y MOTIVOS QUE SUSTENTEN SU LEGALIDAD. 

 

Los artículos 229, fracción V, así como 230, fracción II, inciso b), del Código de Procedimientos 
Administrativos del Estado de México, prevén la procedencia del juicio contencioso administrativo 
contra resoluciones negativas fictas, en el que será demandada la autoridad estatal o municipal que 
omita dar respuesta a las peticiones o instancias de los particulares. Sin embargo, cuando aquélla se 
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produce ante autoridad incompetente y luego se impugna mediante el juicio aludido, surge la 
necesidad de que en esa instancia se emplace a la competente, a fin de que al contestar la demanda, 
pueda defender esa resolución, expresando las razones que sustenten su legalidad en sentido 
negativo. Y es que, a diferencia del momento de su configuración, en el que la resolución negativa 
ficta sólo se presenta como una negativa simple y llana, que prima facie no requiere de 
fundamentación y motivación para que se actualice y, por tanto, se genera aunque la petición de 
origen se haya presentado ante autoridad incompetente, a fin de que los gobernados puedan 
interponer en su contra los medios de defensa fijados por la ley; cuando ello sucede, la fracción IV del 
numeral 248 de la misma codificación exige que en esa instancia la autoridad enjuiciada, al contestar 
la demanda, exprese las razones que sustenten la legalidad de su resolución en sentido negativo, 
pero como es lógico, tal defensa únicamente puede llevarla a cabo la autoridad competente para 
contestar la petición o resolver la instancia, pues si cualquiera de éstas se circunscribe al ámbito de 
facultades que le ha otorgado el orden jurídico, es inconcuso que ella es la que conoce los 
fundamentos y motivos requeridos y, por ende, resulta ser la indicada para expresarlos y emprender la 
defensa del acto impugnado. Además, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en las jurisprudencias 2a./J. 165/2006 y 2a./J. 166/2006, sostuvo que la autoridad, al contestar la 
demanda de nulidad, no puede plantear aspectos procesales para sustentar su resolución negativa 
ficta, ni el tribunal puede apoyarse en causas de improcedencia para resolver el juicio contencioso 
promovido en su contra; y si bien es cierto que la superioridad mencionada no se refirió expresa y 
específicamente a la competencia de la autoridad, también lo es que sí lo hizo implícitamente, pues no 
existe duda de que la competencia se ubica dentro de la categoría de "aspectos procesales", de modo 
que tampoco puede alegarse para sustentar la resolución negativa ficta impugnada; por ende, para 
resolver el fondo del asunto, resulta indispensable que se emplace a la autoridad competente. 
Consecuentemente, si la autoridad enjuiciada, al contestar la demanda entablada en su contra, 
manifiesta que no es la competente para contestar o resolver lo solicitado en la petición o instancia de 
origen, el Magistrado de la Sala Regional, por seguridad jurídica, debe constatar tal afirmación al 
dictar el acuerdo correspondiente y, si la corrobora, con fundamento en los preceptos legales citados 
debe emplazar a la competente para que ésta sea la que exprese los fundamentos y motivos que 
sustenten la legalidad de su sentido negativo; incluso, si advierte la incompetencia de la autoridad 
enjuiciada en un momento posterior, pero antes de celebrar la audiencia de ley, puede regularizar el 
procedimiento de oficio o a petición de parte, en términos de los artículos 1o. y 15 del ordenamiento 
legal invocado, a fin de emplazar a la autoridad competente; so pena de que, en caso contrario, 
incurrirá en una violación procesal -al no permitir que dicha autoridad defienda la legalidad del acto 
impugnado-, contra la cual procede el recurso de revisión contenido en la fracción IV del artículo 285 
del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, siempre que se haya dejado sin 
defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia definitiva dictada en primera instancia; 
hipótesis, en la que la sección de la Sala Superior, que eventualmente llegue a conocer del asunto en 
segunda instancia, está facultada para revocar la sentencia y mandar reponer el procedimiento, con 
fundamento en lo dispuesto por la fracción II del diverso 288 de la misma codificación. 
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PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. SON 
COMPETENTES PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA DECISIÓN ADOPTADA RESPECTO DE UNA 
SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. 

 

En la exposición de motivos del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos en materia de telecomunicaciones, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
junio de 2013, se planteó la necesidad de crear órganos jurisdiccionales especializados en 
competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones, en atención a la complejidad de los 
aspectos técnicos que involucran a esas materias y para dar consistencia y homogeneidad a su marco 
regulatorio y evitar criterios distintos y contradictorios. En ese sentido, si bien es cierto que el derecho 
de acceso a la información encuadra dentro de la materia administrativa en general, también lo es que 
cuando una solicitud de acceso a la información entraña cuestiones relacionadas con la materia de 
competencia económica, radiodifusión o telecomunicaciones, el órgano jurisdiccional competente para 
conocer del juicio de amparo o sus recursos cuando el acto reclamado consiste en la decisión 
adoptada respecto a dicha solicitud es el especializado en esas materias, pues su resolución no 
implica que sólo se abordarán aspectos relativos a ese derecho, como pueden ser el propio acceso a 
la información, los medios por los que se ejerce aquél o las limitaciones que al respecto pueden 
determinarse, sino que también debe resolverse si la información fue completa y congruente, así como 
si las reservas fueron fundadas y motivadas, entre otras cuestiones relacionadas con la materia 
especializada, lo cual es compatible con la competencia de los órganos jurisdiccionales en esas 
materias. 

 

SEGUNDA SALA 

 

MAGISTRADOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. LA DURACIÓN DE SU NOMBRAMIENTO ES POR UN PERIODO DE 15 AÑOS 
IMPRORROGABLES. 

 

El nombramiento de Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa constituye la designación de lo que el legislador denominó "el órgano colegiado 
supremo" de ese Tribunal, es decir, la máxima instancia jurisdiccional en materia contencioso 
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administrativa; de ahí que tanto en el artículo 3o. de su ley orgánica de 1995 -abrogada-, como en el 
numeral 5 de la ley vigente, se estableciera como duración en ese cargo el periodo de 15 años 
improrrogables, equivalente, según dijo el legislador, al periodo por el que se designa a los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con la única diferencia entre ambas leyes orgánicas, de 
que en la abrogada se dividía en dos periodos: uno de 6 años y otro de 9. Lo anterior significa que 
esos nombramientos son improrrogables, ya que el legislador, en atención a la naturaleza del cargo, 
siempre fijó como periodo de duración el de 15 años, además de que en los procesos legislativos 
correspondientes claramente expuso que ello tenía como objetivo renovar los criterios que emite la 
máxima instancia jurisdiccional contencioso administrativa, evitar la permanencia indefinida de sus 
juzgadores, así como la generación de un esquema rígido de interpretación en los temas propios de 
esa jurisdicción. 

 

SEGUNDA SALA 

 

MAGISTRADOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO SÉPTIMO TRANSITORIO DE LA LEY ORGÁNICA DE ESE 
ÓRGANO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE DICIEMBRE DE 
2007, NO RESULTA APLICABLE RESPECTO DE LOS NOMBRAMIENTOS DE AQUÉLLOS. 

 

El citado precepto prevé que los Magistrados que a la entrada en vigor de la ley se encuentren en 
ejercicio de sus cargos, continuarán en éstos hasta concluir el periodo para el cual fueron designados 
de acuerdo con la ley abrogada; y que al término de ese periodo entregarán la Magistratura, sin 
perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de su desempeño, para ser 
nombrados como Magistrados en términos de la nueva ley. Ahora bien, dicho artículo transitorio no 
resulta aplicable a los nombramientos de los Magistrados de la Sala Superior de ese órgano 
jurisdiccional, en virtud de que dichas designaciones, por su naturaleza, tienen un periodo de duración 
específico e improrrogable de 15 años, según los artículos 3o. de su ley orgánica de 1995 -abrogada-, 
y 5 de la ley vigente. Además, interpretar la norma de tránsito en sentido opuesto, equivaldría a 
contradecir la voluntad del legislador consistente en que el nombramiento de esos juzgadores tenga la 
duración referida, e implicaría desconocer el objetivo buscado por éste, esto es, evitar la permanencia 
indefinida de los Magistrados y procurar la diversidad y renovación de criterios en beneficio de la 
administración de justicia. 

 

SEGUNDA SALA 
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Tesis aisladas 

 

SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS. LA PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA 
FEDERAL CONTRA EL OTORGAMIENTO A TERCEROS DE RUTAS PARA EXPLOTARLO, EN 
LAS QUE EL QUEJOSO CONTABA PREVIAMENTE CON LA CONCESIÓN CORRESPONDIENTE, 
SIN HABER RESPETADO SU DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE TENER EL EFECTO DE 
ESCUCHARLO Y DE CANCELAR LA AUTORIZACIÓN A AQUÉLLOS. 

 

El artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo establece que cuando el acto reclamado sea de 
carácter positivo, el efecto de la concesión del amparo será restituir al quejoso en el pleno goce del 
derecho transgredido, restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de la violación. Por 
tanto, la protección de la Justicia Federal contra el otorgamiento a terceros de rutas para explotar el 
servicio público de transporte de pasajeros en las que el quejoso contaba previamente con la 
concesión correspondiente, sin haber respetado su derecho de audiencia, para resarcirlo en el disfrute 
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de éste, debe tener el efecto de ordenar a la responsable escucharlo, previo a adoptar una decisión 
sobre la autorización a aquéllos, y de dejar insubsistentes los actos previamente emitidos, en el caso, 
cancelar las concesiones otorgadas a terceros, respecto de las que tenía derecho el peticionario de 
amparo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN CIUDAD 
NEZAHUALCÓYOTL, ESTADO DE MÉXICO. 

 

VALOR AGREGADO. MOMENTO EN QUE EL IMPUESTO RELATIVO SE CONSIDERA 
"EFECTIVAMENTE PAGADO" PARA LA PROCEDENCIA DE SU ACREDITAMIENTO O 
DEVOLUCIÓN, EN FUNCIÓN DEL SUJETO QUE TIENE LA OBLIGACIÓN DE RETENERLO Y 
ENTERARLO. 

 

El impuesto al valor agregado es una contribución indirecta que grava: a) la enajenación de bienes; b) 
la prestación de servicios independientes; c) el otorgamiento del uso y goce temporal de bienes; o, d) 
la importación de bienes o servicios, y debido a su mecánica especial, el contribuyente directo o 
jurídico no resiente la carga fiscal, sino que la repercute a un tercero. Así, el artículo 1o.-A de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado prevé un sistema especial de retención y entero del tributo, conforme 
al cual, en determinados casos, la obligación correspondiente no es a cargo del enajenante del bien o 
del prestador del servicio, sino del propio contribuyente que lo adquiere o recibe. Por otra parte, de los 
artículos 1o.-B y 5o., fracción III, de ese ordenamiento se sigue que la expresión "efectivamente 
pagado", aplicable al impuesto referido como requisito para la procedencia de su acreditamiento o 
devolución se actualiza: a) en el momento en que el bien o el servicio correspondiente se paga en 
efectivo -sea en numerario o en electrónico-; b) en la fecha de cobro del cheque o cuando el 
contribuyente transmite ese título de crédito a un tercero; y, c) cuando se declara y entera ante la 
autoridad hacendaria. En consecuencia, el momento en que el impuesto se estima "efectivamente 
pagado" depende del tipo de contribuyente, es decir, si el adquirente del bien o servicio es uno de los 
sujetos enumerados en las diversas fracciones del artículo 1o.-A aludido, entonces está obligado a 
retener el impuesto que se le trasladó por el hecho imponible, así como a declararlo y enterarlo ante la 
autoridad hacendaria, de modo que, en dicho supuesto, será hasta que se declare y entere el tributo, 
cuando podrá calificarse como "efectivamente pagado", para los efectos del acreditamiento o 
devolución respectiva. Por el contrario, si la persona a la que se repercutió el impuesto al valor 
agregado no es un contribuyente de los establecidos en el último de los numerales mencionados, el 
tributo causado debe ser declarado y pagado por el enajenante o por el prestador del servicio, porque 
el adquirente del bien o del servicio debe cubrir el monto del impuesto en el mismo evento en que 
ocurre su traslado, con lo cual es posible considerar que desde ese momento se encuentra 
"efectivamente pagado" el impuesto y, por tanto, su acreditamiento no está supeditado a que el 
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enajenante del bien o el prestador del servicio haya declarado y enterado ante la autoridad hacendaria 
el impuesto que debe pagar el consumidor final. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 

 

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CUANDO LA AUTORIDAD OMITE 
EXPRESAR AGRAVIOS ENCAMINADOS A CUESTIONAR LA LEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA, AUN CUANDO ÉSTA SE UBIQUE EN ALGUNO DE LOS SUPUESTOS PARA LA 
PROCEDENCIA DE AQUÉL, PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

 

No obstante que la norma citada prevé la procedencia del recurso de revisión fiscal, constituye un 
presupuesto jurídico para ello que la autoridad recurrente exprese agravios y, cuando no lo hace, 
existe un impedimento técnico para que el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento dilucide la 
legalidad de la sentencia respectiva, habida cuenta que el antepenúltimo párrafo del propio precepto 
63 dispone: "Con el escrito de expresión de agravios, el recurrente deberá exhibir una copia del mismo 
para el expediente y una para cada una de las partes que hubiesen intervenido en el juicio 
contencioso administrativo...". Por tanto, dicho recurso es improcedente cuando la autoridad omite 
expresar razonamientos encaminados a cuestionar la legalidad de la resolución impugnada, aun 
cuando ésta se ubique en alguno de los supuestos para la procedencia de aquél, máxime que, en este 
caso, opera el principio de estricto derecho, pues no existe imperativo legal alguno que establezca en 
favor de la autoridad el beneficio de la suplencia de la queja, aun ante la ausencia de agravios. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 

PÉRDIDAS FISCALES. EL ARTÍCULO 30, QUINTO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL NO ESTABLECER CUÁLES SON LOS DOCUMENTOS QUE EL 
CONTRIBUYENTE DEBE EXHIBIR PARA DEMOSTRAR EL ORIGEN Y PROCEDENCIA DE 
AQUÉLLAS, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2009). 

El precepto citado establece, en su primer párrafo, que las personas obligadas a llevar contabilidad 
deberán conservarla en el lugar a que se refiere la fracción III del artículo 28 del Código Fiscal de la 
Federación, a disposición de las autoridades fiscales, y en el quinto acápite prevé que, en caso de que 
la autoridad fiscal esté ejerciendo sus facultades de comprobación respecto de ejercicios fiscales en 
los que se disminuyan pérdidas fiscales de ejercicios anteriores, los contribuyentes deben 
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proporcionar la documentación que acredite el origen y procedencia de éstas, independientemente del 
ejercicio en el que se hayan originado, y que no estarán obligados a proporcionarla cuando con 
anterioridad al ejercicio de las facultades de comprobación, la autoridad haya ejercido dichas 
atribuciones en el ejercicio en el que se generaron las pérdidas de las que se solicita comprobación. 
Acorde con lo anterior, si bien es cierto que el referido artículo 30 en esta última porción, no establece 
cuáles son los documentos que el contribuyente debe exhibir para demostrar el origen y procedencia 
de las pérdidas fiscales, también lo es que esa circunstancia no implica que viole el principio de 
seguridad jurídica, porque aunque no prevea un listado de la documentación que sea óptima para 
acreditar una pérdida fiscal, el origen de ésta es hipotético, pues la pueden provocar diversas 
circunstancias, y esa situación es desconocida por la autoridad fiscal, por lo cual, no podría obligarse 
al legislador a detallar pormenorizadamente los documentos que la acreditan. Además, el 
contribuyente es quien conoce el origen y procedencia y quien tiene la obligación de soportarlos 
documentalmente; de ahí que no queda en estado de indefensión. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

MULTA POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO EN CARRETERAS FEDERALES. SU 
FUNDAMENTACIÓN ES INDEBIDA SI LA AUTORIDAD JUSTIFICA SU COMPETENCIA MATERIAL 
Y TERRITORIAL EN ACUERDOS DE AUTORIDADES DE LA SECRETARÍA DE SEGURIDAD 
PÚBLICA QUE DEJARON DE TENER VIGENCIA POR LA DEROGACIÓN DE LA NORMA LEGAL 
Y ABROGACIÓN DEL REGLAMENTO EN QUE SE FUNDAN. 

 

El decreto publicado el 2 de enero de 2013 en el Diario Oficial de la Federación que, entre otros, 
derogó el artículo 30 bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, tuvo como finalidad 
extinguir la Secretaría de Seguridad Pública, para que sus tareas en esa materia y en la de prevención 
del delito se transfirieran a la Secretaría de Gobernación. Derivado de lo anterior, el artículo segundo 
transitorio del reglamento interior de esta última, publicado el 2 de abril del mismo año en ese medio 
de difusión oficial, abrogó los reglamentos interiores de ambas dependencias, que hasta ese momento 
regían. Por tanto, si con posterioridad la autoridad funda una multa por infracciones de tránsito en 
carreteras federales, en los acuerdos 01/2010 del titular de la División de Seguridad Regional de la 
Policía Federal, por el que se expiden Lineamientos de operación para la imposición de sanciones por 
violación a las disposiciones legales en materia de tránsito, autotransporte federal, sus servicios 
auxiliares y transporte privado y 01/2011 del secretario de Seguridad Pública, por el que se 
determinan las circunscripciones territoriales en las que tendrán competencia las Coordinaciones 
Estatales de la Policía Federal, expedidos con fundamento en el derogado artículo 30 Bis, fracción X, 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, así como en los diversos 3, fracción XXIX, 
inciso a), 8, fracción XV y 39, fracción I, del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública 
abrogado, esa fundamentación de su competencia material y territorial es indebida, porque estos 
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acuerdos dejaron de tener vigencia por la derogación de la norma legal y abrogación del reglamento 
en que se fundan. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO 
CIRCUITO. 

 

INMATRICULACIÓN ADMINISTRATIVA. SI EN LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA CONSTA QUE 
ANTE EL DIRECTOR DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD SE PRESENTÓ EL 
CONTRATO PRIVADO DE COMPRAVENTA DEL INMUEBLE CUYO REGISTRO SE SOLICITA, 
ÉSTE ADQUIERE FECHA CIERTA, POR LO QUE CONSTITUYE UN MEDIO EFICAZ PARA 
ACREDITAR LA PROPIEDAD DEL INMUEBLE OBJETO DE LA ACCIÓN REIVINDICATORIA. 

 

Si bien las inscripciones hechas en el Registro Público de la Propiedad tienen efectos declarativos y 
no constitutivos y, en ese tenor, la inmatriculación administrativa sólo tiene efectos de una mera 
inscripción registral de un inmueble, no debe perderse de vista que para que los documentos tengan 
eficacia probatoria y surtan efectos contra terceros, requieren ser de fecha cierta, lo cual, conforme a 
lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, acontece a partir del día en que se 
presenten ante el Registro Público de la Propiedad de su ubicación, fedatario público o funcionario 
autorizado, o bien, a partir de la muerte de cualquiera de los firmantes; por tanto, si en la resolución de 
inmatriculación administrativa consta que ante el director del Registro Público de la Propiedad se 
exhibió el contrato privado de compraventa respecto del inmueble cuya inmatriculación se pretende, 
es inconcuso que el citado contrato adquirió fecha cierta, porque fue presentado ante una autoridad 
administrativa, dando origen a un procedimiento de inmatriculación, por lo que a partir de ese 
momento crea convicción de su existencia, precisamente por haberse presentado ante el director del 
Registro Público de la Propiedad del Distrito Federal; de ahí que la resolución de inmatriculación 
administrativa emitida en los términos citados, sí constituye un medio eficaz para acreditar la 
propiedad del actor respecto del inmueble objeto de la acción reivindicatoria. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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ACTOS MATERIALMENTE ADMINISTRATIVOS. LA REGLA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 117, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO, CONFORME A LA CUAL, CUANDO EN LA 
DEMANDA SE ADUZCA SU FALTA O INSUFICIENCIA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, 
EN SU INFORME CON JUSTIFICACIÓN LA AUTORIDAD DEBERÁ COMPLEMENTARLOS EN 
ESOS ASPECTOS, SÓLO ES APLICABLE A AQUELLOS DICTADOS UNILATERALMENTE, SIN 
INTERVENCIÓN DE LOS GOBERNADOS. 

 

La regla contenida en el último párrafo del artículo 117 de la Ley de Amparo, conforme a la cual, 
tratándose de actos materialmente administrativos, cuando en la demanda se aduzca la falta o 
insuficiencia de fundamentación y motivación, en su informe con justificación la autoridad deberá 
complementar en esos aspectos el acto reclamado, sólo es aplicable a aquellos dictados 
unilateralmente, sin intervención de los gobernados, es decir, emitidos en ejercicio de una potestad 
por la que libremente la autoridad pueda actuar o no, elegir entre varias medidas posibles, 
susceptibles de resolver cuándo ha de proceder, o determinar el contenido de su actuación. Así, la 
característica fundamental de este tipo de actos consiste en que las autoridades concretan una 
facultad decisoria, con la que se les dota de herramientas y recursos que les permiten desplegar su 
función y cumplir con los fines y objetivos para los cuales fueron instituidas, por lo que su ejercicio 
implica, necesariamente, la posibilidad de elegir entre dos o más opciones, sin que ello signifique 
arbitrariedad pues, en todo caso, deben cumplir con las exigencias de fundamentación y motivación 
establecidas en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cual 
permite verificar la legalidad de su actuación. De ahí que las autoridades responsables, al rendir sus 
informes, podrán expresar la justificación o, incluso, modificar la decisión y su fundamentación y 
motivación, siempre y cuando en el amparo se impugne un acto con las características descritas. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

RENTA. EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 

El ingreso por enajenación de bienes se obtiene desde el perfeccionamiento del contrato por el que se 
enajenó el bien, modificando positivamente el patrimonio de los contratantes y debiendo acumularse la 
totalidad del monto de la operación, en términos del artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
abrogada. En tales condiciones, en caso de que conforme al artículo 18, fracción I, inciso c), de la 
misma ley, el ingreso obtenido por la enajenación de bienes se considere acumulable, por la 



 

 

 

 

 

Página 94 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

exigibilidad o el cobro de una parte o la totalidad del precio del bien -al ser el primer supuesto en 
ocurrir, entre los demás previstos en la fracción I del artículo 18 referido-, aun cuando el enajenante 
recibe sólo una parte del precio del bien en efectivo, por concepto de "anticipo", sí considera la 
capacidad contributiva del causante, ya que se determina con base en el valor monetario de los 
derechos de crédito que se incorporaron a su patrimonio desde el perfeccionamiento del contrato, con 
independencia del concepto bajo el que se pague el precio del bien o la forma de pago. Así, en el 
supuesto del inciso c) referido, la exigibilidad o el cobro, parcial o total, del precio del bien, es lo que 
actualiza la acumulación del valor del derecho de crédito que ya se había cuantificado en el patrimonio 
del enajenante desde el perfeccionamiento del contrato, siendo irrelevante la disposición total de la 
entrada en efectivo, por lo que el citado artículo 18, fracción I, inciso c), no viola el principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEGUNDA SALA 

 

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. PROCEDE CONCEDERLA CONTRA LA ADJUDICACIÓN 
DIRECTA DE UN CONTRATO CELEBRADO POR EL GOBIERNO DE UN ESTADO PARA 
ADQUIRIR VALORES DE TRÁNSITO, PLACAS, TARJETAS Y/O CALCOMANÍAS DE 
CIRCULACIÓN DEL PARQUE VEHICULAR LOCAL. 

 

El contrato administrativo se caracteriza, entre otros, por los principios de legalidad y equilibrio 
financiero, los cuales brindan la certeza de que el gasto público se realizará adecuada, eficiente y 
honestamente. Por su parte, la licitación pública es la vía aceptable para que, por regla general, se 
lleven a cabo esas contrataciones, pues garantiza la transparencia, igualdad de oportunidades y 
legalidad en la utilización de los recursos del erario público, en razón del interés social; de ahí que las 
excepciones a ésta, legalmente permitidas a la autoridad bajo su responsabilidad, son las menos 
preferibles. En estas condiciones, todo acto sobre el que recaiga la sospecha de ir contra los 
principios aludidos, debe ser suspendido en el juicio constitucional, a fin de evitar que su consumación 
produzca un daño irreparable. Por tanto, procede conceder la suspensión en el amparo contra la 
adjudicación directa de un contrato celebrado por el gobierno de un Estado para adquirir valores de 
tránsito, placas, tarjetas y/o calcomanías de circulación del parque vehicular local. No obsta a lo 
anterior que mantener actualizado en forma óptima el padrón vehicular y los fines recaudatorios 
asociados revistan, en cierta medida, un interés social, pues éste no puede anteponerse al de que 
todo acto de autoridad se apegue a derecho, sobre todo cuando está de por medio el patrimonio 
público. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL AMPARO. PROCEDE EN BENEFICIO DE UNA 
EMPRESA SOCIAL PROPIEDAD DE UNA COMUNIDAD INDÍGENA, CUANDO PUDIERA VERSE 
AFECTADA EN SU DERECHO FUNDAMENTAL A LA PROPIEDAD, CON MOTIVO DEL 
PROBABLE DAÑO EN SU PATRIMONIO DERIVADO DE LA RESOLUCIÓN DETERMINANTE DE 
UN CRÉDITO FISCAL. 

 

La suplencia de la queja deficiente es una institución procesal de rango constitucional, que tiene como 
finalidad dar una mayor protección a aquellas categorías de quejosos que, por su situación o 
características, se encuentran en desventaja social para su defensa en el juicio y, por ello, requieren 
que sea corregida o subsanada cualquier insuficiencia en que incurran durante la secuela 
jurisdiccional. Así, entre las categorías referidas están los sujetos de derecho agrario, ya sea en lo 
general -ejidos o comunidades-, o bien, en lo particular -ejidatarios o comuneros-, pues desde su 
reconocimiento son considerados como uno de los sectores productivos más vulnerables en el Estado 
Mexicano, dadas las condiciones desventajosas en que surgieron y, por ello, es que se consideró la 
necesidad de establecer mecanismos legales para salvaguardar sus intereses, principalmente, de 
carácter patrimonial. Por tanto, cuando en el juicio de amparo una empresa social propiedad de una 
comunidad indígena pudiera verse afectada en su derecho fundamental a la propiedad, con motivo del 
probable daño en su patrimonio derivado de la resolución determinante de un crédito fiscal, opera en 
su beneficio la suplencia de la queja deficiente, en términos del artículo 79, fracción IV, en relación con 
el diverso 17, fracción III, ambos de la Ley de Amparo, en concordancia con los preceptos 2o., 
apartado A, fracción VI y apartado B, segundo párrafo, fracción VII y 27, décimo párrafo, fracción VII, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

PRUEBA PERICIAL EN MATERIAS DE ECONOMÍA Y TELECOMUNICACIONES EN EL AMPARO. 
SU FALTA DE VALORACIÓN NO AFECTA LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO, SI ESE ANÁLISIS 
NO CAMBIA EL SENTIDO DE LA SENTENCIA. 

 

Si el Juez de Distrito no se pronunció en relación con determinados peritajes en materias de economía 
y telecomunicaciones oportunamente rendidos por las partes en el juicio de amparo, esa actuación no 
afecta las defensas del quejoso, si el análisis de esas pruebas periciales no cambia el sentido de la 
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sentencia, por ejemplo, en el caso de que se reclamara un plan técnico fundamental de interconexión 
e interoperabilidad expedido por la extinta Comisión Federal de Telecomunicaciones que acarreara 
costos para el quejoso, pues esa disposición de carácter general pretende alcanzar objetivos como el 
mejor desarrollo del sector, los intereses de los usuarios o consumidores, la más amplia gama de 
servicios de calidad y el mejor precio, lo que exige la concurrencia de agentes competidores que 
aprovechen una red de telecomunicaciones, que es pública. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PRUEBA PERICIAL EN MATERIAS DE ECONOMÍA Y TELECOMUNICACIONES EN EL AMPARO. 
SU FALTA DE VALORACIÓN NO AFECTA LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO, CUANDO LA 
DETERMINACIÓN DE LA CONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO RECLAMADO CONSTITUYE UN 
PROBLEMA JURÍDICO Y NO TÉCNICO EN ESOS RUBROS. 

 

La prueba pericial, al ser científica, proporciona al órgano jurisdiccional elementos de naturaleza 
técnica que le permiten entender, calificar e interpretar ciertos hechos, cuya intelección exige 
conocimientos técnicos o propios de determinadas disciplinas. Sin embargo, cuando la 
constitucionalidad del acto reclamado no es de naturaleza técnica o científica, sino de contenido 
jurídico y valorativo, para su resolución no se requiere de pruebas periciales, aun cuando éstas hayan 
sido ofrecidas y desahogadas por las partes, sin que ello implique afectación alguna a sus defensas. 
Por tanto, si el Juez de Distrito no se pronunció en relación con los peritajes en materias de economía 
y telecomunicaciones oportunamente rendidos por las partes en el juicio de amparo, esa actuación no 
afecta las defensas del quejoso, cuando la determinación de la constitucionalidad del acto reclamado, 
como puede serlo un plan técnico fundamental de interconexión e interoperabilidad expedido por la 
extinta Comisión Federal de Telecomunicaciones, constituye un problema jurídico y no técnico en 
esos rubros, pues no requiere una especial apreciación de hechos conforme a conocimientos 
científicos o técnicos para deducir especiales hipótesis o conjeturas y, en esas condiciones, su 
solución no precisa, necesariamente, de las pruebas periciales ofrecidas. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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PROTECCIÓN A LA TIERRA EN EL DISTRITO FEDERAL. EL ARTÍCULO 213 DE LA LEY 
AMBIENTAL RELATIVA, AL OMITIR ESTABLECER LOS PARÁMETROS NECESARIOS PARA 
DETERMINAR EL TIPO DE INFRACCIÓN QUE DA LUGAR A LA IMPOSICIÓN DE LAS 
SANCIONES QUE PREVÉ, VIOLA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LEGALIDAD Y 
SEGURIDAD JURÍDICA, CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

Si bien es cierto que el precepto referido prevé la imposición de sanciones derivadas del 
incumplimiento de la Ley Ambiental de Protección a la Tierra en el Distrito Federal, así como de las 
demás disposiciones que de ella emanen, las cuales van desde la amonestación con apercibimiento 
hasta la suspensión y revocación de permisos, licencias, certificaciones, registros, concesiones y/o 
autorizaciones, incluidos la multa, clausura y el arresto, también lo es que omite establecer los 
parámetros necesarios para determinar el tipo de infracción que da lugar a la imposición de las 
sanciones mencionadas, ya que no señala en qué casos se aplicará una u otra, sino que deja dicha 
potestad a la autoridad administrativa; de ahí que si el numeral 213 citado carece de la orientación 
necesaria para imponer la sanción aplicable, resulta evidente que viola los derechos fundamentales de 
legalidad y seguridad jurídica, contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al permitir que la autoridad imponga una sanción mayor a quien realiza un 
incumplimiento menor, en comparación con quien comete una infracción más grave, o castigue por 
cualquier tipo de incumplimiento, incluso cuando no amerite sanción. 

 

DÉCIMO QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 

PRESCRIPCIÓN DE CRÉDITOS FISCALES. UNA VEZ ACTUALIZADA, LEGITIMA A LA PERSONA 
A QUIEN LE BENEFICIA A DEMANDAR SU DECLARATORIA EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIN 
NECESIDAD DE ESPERAR A QUE LA AUTORIDAD TRIBUTARIA SE PRONUNCIE AL 
RESPECTO. 

 

El derecho a reclamar la prescripción de un crédito fiscal, una vez actualizada, surge en favor de la 
persona a quien le beneficia y, por tanto, el no actuar de la autoridad fiscal para declararla de oficio, 
legitima a aquélla para demandar su declaratoria en el juicio de nulidad, pues considerar que el 
particular debe esperar un acto de la autoridad tributaria al respecto, antes de acudir al órgano 
jurisdiccional, implicaría que el deber de ésta de pronunciarse sobre la prescripción se incumpliera a 
su capricho, lo cual quebrantaría el derecho a la seguridad jurídica. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

PLANES TÉCNICOS FUNDAMENTALES DE INTERCONEXIÓN E INTEROPERABILIDAD. SU 
EMISIÓN POR LA EXTINTA COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES NO VIOLA EL 
ARTÍCULO 89, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

 

La emisión de los planes técnicos fundamentales de interconexión e interoperabilidad por la extinta 
Comisión Federal de Telecomunicaciones, no viola el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, pues únicamente estableció los términos y condiciones para 
regular y promover la eficiente interconexión e interoperabilidad de las redes públicas de 
telecomunicaciones concesionadas, mas no expidió un reglamento, pues aquéllos derivan de la 
habilitación contenida en el artículo 41 de la Ley Federal de Telecomunicaciones al órgano regulador 
para que, dentro del marco de la interconexión e interoperabilidad de las redes públicas de 
telecomunicaciones, pueda expedir normas de aspectos específicos y complejos que, por sus 
características, requieren de soluciones a situaciones dinámicas que no pueden preverse a través de 
lo estrictamente establecido en la normativa preexistente, sino regularse, considerando los intereses 
de los usuarios y de los concesionarios, el desarrollo de nuevos concesionarios y servicios de 
telecomunicaciones, evitar un trato discriminatorio a los concesionarios y la necesidad de fomentar 
una sana competencia entre éstos. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

PLAN TÉCNICO FUNDAMENTAL DE INTERCONEXIÓN E INTEROPERABILIDAD EXPEDIDO POR 
LA EXTINTA COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE FEBRERO DE 2009. NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO 
DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. 

 

El plan técnico fundamental mencionado no contraviene el principio de irretroactividad de la ley, al no 
establecer obligaciones a cargo de los concesionarios de redes públicas de telecomunicaciones con 
anterioridad al inicio de su vigencia, ni desconocer los efectos producidos en virtud de los convenios 
que hubieran celebrado en materia de interconexión, aun cuando puedan modificarse las condiciones 
de esos acuerdos a partir de su entrada en vigor, pues el otorgamiento de las concesiones para 
instalar, operar o explotar las redes señaladas no impide al Estado regular esa materia, toda vez que 
dichas concesiones están sujetas a las modificaciones del orden jurídico. Máxime si en los títulos 
correspondientes los titulares aceptaron que si las disposiciones legales, reglamentarias y 
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administrativas a que quedaron supeditados eran derogadas, modificadas o adicionadas, se sujetarían 
a la nueva normativa. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PLAN TÉCNICO FUNDAMENTAL DE INTERCONEXIÓN E INTEROPERABILIDAD EXPEDIDO POR 
LA EXTINTA COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE FEBRERO DE 2009. AL ESTABLECER LA 
DESAGREGACIÓN DE LOS SERVICIOS DE INTERCONEXIÓN, ES CONSTITUCIONAL. 

 

La Ley Federal de Telecomunicaciones abrogada establece que los convenios que suscriban los 
concesionarios para interconectar las redes públicas de telecomunicaciones, deben cumplir con los 
requisitos previstos en su artículo 43, entre los que destacan los señalados en sus fracciones II, III, IV, 
V y VII, relativos, respectivamente, a: la permisión de acceso de manera desagregada a servicios, 
capacidad y funciones de sus redes sobre bases de tarifas no discriminatorias; la abstención de 
otorgar descuentos por volumen en las tarifas de interconexión; actuar sobre bases de reciprocidad en 
la interconexión entre concesionarios que se provean servicios, capacidades o funciones similares 
entre sí, en tarifas y condiciones; efectuar la interconexión en cualquier punto de conmutación u otros 
en que sea técnicamente factible; y, establecer mecanismos para garantizar que exista una capacidad 
y calidad adecuadas para cursar el tráfico demandado entre ambas redes. Por su parte, el artículo 44 
de la misma ley prevé otras obligaciones de los concesionarios -entre ellas, la contenida en su 
fracción IV, relativa a llevar contabilidad separada por servicios y atribuirse a sí mismos y a sus 
subsidiarias y filiales, tarifas desagregadas no discriminatorias por los diferentes servicios de 
interconexión-, con el objeto de no obstaculizar o impedir el libre tráfico de señales para la correcta 
interconexión de las redes mencionadas, así como para asegurar la sana competencia entre los 
concesionarios y prestadores de esos servicios. En consecuencia, el Plan técnico fundamental de 
interconexión e interoperabilidad expedido por la extinta Comisión Federal de Telecomunicaciones, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2009, al establecer la 
desagregación de los servicios de interconexión, es constitucional pues, se reitera, es la propia Ley 
Federal de Telecomunicaciones la que impone la obligación a los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones de permitir el acceso de manera desagregada a servicios, capacidad y funciones 
de aquéllas sobre bases de tarifas no discriminatorias, así como de llevar contabilidad separada por 
servicios y atribuirse a sí mismos y a sus subsidiarias y filiales, tarifas desagregadas no 
discriminatorias por los diferentes servicios de interconexión. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PERSONAS ADULTAS MAYORES. LAS AUTORIDADES INSTRUCTORAS DE PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS EN QUE SEAN PARTE, DEBEN INFORMARLES QUE TIENEN DERECHO A 
RECIBIR ASESORÍA JURÍDICA GRATUITA Y A CONTAR CON UN REPRESENTANTE LEGAL 
CUANDO LO CONSIDEREN NECESARIO, CONFORME AL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN II, INCISO 
C), DE LA LEY DE LOS DERECHOS RELATIVA. 

 

El precepto citado, al disponer que las personas adultas mayores tienen derecho a recibir asesoría 
jurídica gratuita en los procedimientos administrativos o judiciales en que sean parte, y a contar con un 
representante legal cuando lo consideren necesario, es de carácter tutelar y tiende a concretar la 
defensa de los derechos fundamentales, por lo cual, la aplicación de otras normas de índole procesal 
debe ajustarse a él para generar la mayor protección que el sistema jurídico puede brindar a ese 
colectivo vulnerable. Así, al ser el numeral referido preferente y de la mayor jerarquía, debe 
observarse por todas las autoridades del Estado Mexicano, con el ánimo de producir un efecto útil al 
momento de su aplicación, esto es, que el colectivo titular tenga, efectivamente, la oportunidad de 
gozar de las prerrogativas que contiene. En ese sentido, para que opere, es necesario que sus 
destinatarios las conozcan, por lo cual, deben ser informados de aquéllas. Por tanto, si en el sistema 
jurídico mexicano existe una diversidad de procedimientos administrativos, cuyas partes pueden ser 
personas de edad avanzada, sin que las legislaciones de las que emanen prevean los derechos que 
les asisten a los sujetos que cuenten con esa calidad especial, y al ser las autoridades que 
instrumentan aquéllos a quienes les corresponde conocer y respetar las formalidades garantes de un 
debido proceso, deben acatar la disposición aludida, esto es, informar a esas personas las 
prerrogativas procedimentales de las que son titulares. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PERSONAS ADULTAS MAYORES. ANTE LA DUDA DE LA PERTENENCIA DEL PARTICULAR 
DESTINATARIO DE UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SANCIÓN A ESE GRUPO 
VULNERABLE, LA AUTORIDAD QUE EMITE EL ACUERDO DE SU INICIO DEBE ACTUAR 
DILIGENTEMENTE, PARA GARANTIZAR LA MÁXIMA TUTELA. 
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Dada la importancia de la protección reforzada a cargo de las autoridades del Estado, que merecen 
los grupos vulnerables, como los adultos mayores, así como de la transversalidad de los derechos 
humanos en el ordenamiento jurídico mexicano, resulta lógico y jurídico que ese deber de protección 
especial sea exigible a partir de la sospecha fundada de que una persona pertenezca a aquéllos, sin 
ser necesario que esa situación se haya probado fehacientemente pues, en estos casos, la autoridad 
de que se trate debe adoptar una postura diligente y pro-derechos, a fin de determinar si un individuo 
tiene o no aquella calidad y si, por tanto, debe gozar de los derechos que le otorga la Ley de los 
Derechos de las Personas Adultas Mayores. En consecuencia, si al emitir el acuerdo de inicio de un 
procedimiento administrativo de sanción, la autoridad instructora duda de la pertenencia de su 
destinatario a dicho colectivo vulnerable, debe actuar diligentemente y allegarse de los elementos que 
considere necesarios para disipar esa incertidumbre, a fin de garantizar la máxima tutela y evitar 
supuestos contrarios al ordenamiento mencionando, al determinar si se otorgan o no los derechos 
que, como adulto mayor, corresponden al particular involucrado. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PERMISOS PARA LA EJECUCIÓN DE OBRAS EN LA VÍA PÚBLICA RELACIONADAS CON LA 
INSTALACIÓN, MANTENIMIENTO O RETIRO DE LÍNEAS PARA REDES PÚBLICAS DE 
TELECOMUNICACIONES. LOS ARTÍCULOS 18.29 A 18.31 DEL CÓDIGO ADMINISTRATIVO DEL 
ESTADO DE MÉXICO QUE REGULAN SU OTORGAMIENTO, AL ESTABLECER REQUISITOS 
QUE NO GUARDAN RELACIÓN CON LA OBSERVANCIA DE LINEAMIENTOS SOBRE 
DESARROLLO URBANO, INVADEN LA ESFERA DE COMPETENCIA DE LA FEDERACIÓN. 

 

De los artículos 73, fracción XVII y 28, décimo quinto párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos se advierte, respectivamente, que el Congreso de la Unión cuenta con la 
facultad exclusiva de legislar en materia de vías generales de comunicación y telecomunicaciones, y 
que el objeto del Instituto Federal de Telecomunicaciones es el desarrollo eficiente de éstas, para lo 
cual tiene a su cargo la regulación, promoción y supervisión del uso, aprovechamiento y explotación 
del espectro radioeléctrico, las redes y la prestación de los servicios de radiodifusión y 
telecomunicaciones, así como el acceso a la infraestructura activa, la pasiva y a otros insumos 
esenciales. Por otra parte, conforme al artículo 5, segundo párrafo, de la Ley Federal de 
Telecomunicaciones y Radiodifusión, la instalación, operación y mantenimiento de la infraestructura 
destinada al servicio de las redes públicas de telecomunicaciones, las estaciones de radiodifusión y 
los equipos complementarios estarán sujetos exclusivamente a los Poderes Federales, en sus 
respectivos ámbitos de atribuciones, con el deber de respetar las disposiciones estatales, municipales 
y del Distrito Federal que resulten aplicables en materia de desarrollo urbano. De acuerdo a lo 



 

 

 

 

 

Página 102 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

expuesto, la regulación en materia de vías generales de comunicación y telecomunicaciones es 
facultad exclusiva de los Poderes Federales, lo que limita el ámbito normativo a cargo de las 
autoridades de las entidades federativas, del Distrito Federal y de los Municipios, sólo a aspectos 
relacionados con el desarrollo urbano, sin que ello les permita interferir con el ejercicio de los 
derechos que deriven de las concesiones para la explotación y aprovechamiento de los bienes 
relativos. En ese contexto, los artículos 18.29, 18.30 y 18.31 del Código Administrativo del Estado de 
México, que regulan el otorgamiento de permisos para la ejecución de obras en la vía pública 
relacionadas con la instalación, mantenimiento o retiro de líneas para redes públicas de 
telecomunicaciones, a cargo de la autoridad estatal o municipal, al establecer requisitos que no 
guardan relación con el aspecto que incumbe al ámbito local, consistente en la observancia de 
lineamientos sobre desarrollo urbano, interfieren con el ejercicio de los derechos que se rigen por 
disposiciones legales expedidas por el legislador federal, cuya aplicación corresponde al órgano 
regulador autónomo y, por tanto, invaden la esfera de competencia de la Federación. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

  

 

PERMISOS PARA LA EJECUCIÓN DE OBRAS EN LA VÍA PÚBLICA RELACIONADAS CON LA 
INSTALACIÓN, MANTENIMIENTO O RETIRO DE LÍNEAS PARA REDES PÚBLICAS DE 
TELECOMUNICACIONES. EL ARTÍCULO 18.31 DEL CÓDIGO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO 
DE MÉXICO, AL ESTABLECER COMO REQUISITO PARA SU OTORGAMIENTO LA 
PRESENTACIÓN DE UN PROYECTO EJECUTIVO APROBADO POR LA INSTANCIA 
COMPETENTE, EN EL CASO, EL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, 
CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 6o., APARTADO B, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN 
FEDERAL. 

 

Conforme al artículo 5, segundo párrafo, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión la 
instalación, operación y mantenimiento de la infraestructura destinada al servicio de las redes públicas 
de telecomunicaciones, las estaciones de radiodifusión y equipos complementarios, estarán sujetos 
exclusivamente a los Poderes Federales, en sus respectivos ámbitos de atribuciones, con el deber de 
respetar las disposiciones estatales, municipales y del Distrito Federal que resulten aplicables en 
materia de desarrollo urbano. De ahí que las atribuciones que las disposiciones jurídicas locales sobre 
desarrollo urbano puedan conferir a los Municipios, no deben afectar la prestación del servicio público 
de telecomunicaciones y, esta exigencia, que deriva del sistema de distribución de competencias 
previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se incumpliría si una norma 
local condiciona la actuación de los concesionarios, relacionada con el ejercicio de los derechos 
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derivados de los títulos de concesión respectivos, a la satisfacción de requisitos que la impidan, sin 
que medie un propósito razonable en materia de desarrollo urbano. Es por eso que si las actividades 
descritas en el precepto citado se sujetan a condiciones impuestas a través de disposiciones jurídicas 
que no tienen como objetivo que los servicios de telecomunicaciones se presten con la inmediatez 
inherente a las condiciones de calidad, continuidad, acceso libre y sin injerencias arbitrarias, 
contravienen el artículo 6o., apartado B, fracción II, de la Constitución Federal, ya que éste dispone 
que ese objetivo debe garantizarse por el Estado. En consecuencia, el artículo 18.31 del Código 
Administrativo del Estado de México, al establecer como requisito para el otorgamiento de los 
permisos para la ejecución de obras en la vía pública relacionadas con la instalación, mantenimiento o 
retiro de líneas para redes públicas de telecomunicaciones, la presentación de un proyecto ejecutivo 
aprobado por la instancia competente, en el caso, el Instituto Federal de Telecomunicaciones, impide, 
sin fundamento jurídico en el ámbito de la ley federal, que los servicios de telecomunicaciones sean 
prestados conforme a la disposición constitucional aludida y, por tanto, la transgrede. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PERMISOS PARA LA EJECUCIÓN DE OBRAS EN LA VÍA PÚBLICA RELACIONADAS CON LA 
INSTALACIÓN, MANTENIMIENTO O RETIRO DE LÍNEAS PARA REDES PÚBLICAS DE 
TELECOMUNICACIONES. CONTRA EL REQUERIMIENTO DE UN PROYECTO EJECUTIVO 
APROBADO POR EL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES, COMO CONDICIÓN 
PARA SU OTORGAMIENTO, PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO). 

 

Cuando para el otorgamiento de un permiso para la ejecución de obras en la vía pública relacionadas 
con la instalación, mantenimiento o retiro de líneas para redes públicas de telecomunicaciones en un 
Municipio del Estado de México, la autoridad local impone una condición de imposible cumplimiento, 
como lo es la prevista en el artículo 18.31, fracción I, del Código Administrativo de la entidad, 
consistente en presentar un proyecto ejecutivo de la obra aprobado por el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones, debe considerarse que ese requerimiento se traduce en la negativa del permiso 
y, por tanto, en su contra procede el amparo indirecto. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE, AUN CUANDO SE IMPUGNE 
UNA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. 

 

La regla general de procedencia del juicio de nulidad mencionado es contra resoluciones definitivas de 
la administración pública federal, previstas en el artículo 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa; la cual admite excepciones, una de las cuales se actualiza cuando el 
agravio se causa por un no actuar, esto es, por una omisión, como proceder que puede afectar la 
esfera jurídica del particular. Por tanto, con base en el principio pro actione y conforme a los derechos 
humanos tanto de acceso a la jurisdicción, como a la tutela judicial efectiva, se concluye que procede 
el juicio contencioso administrativo federal, aun cuando se impugne una omisión de la autoridad 
administrativa. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 
PRIMER CIRCUITO. 

 

INTERCONEXIÓN. SU CONCEPTO Y REGULACIÓN EN EL PLAN TÉCNICO FUNDAMENTAL DE 
INTERCONEXIÓN E INTEROPERABILIDAD EXPEDIDO POR LA EXTINTA COMISIÓN FEDERAL 
DE TELECOMUNICACIONES, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 
DE FEBRERO DE 2009. 

 

El concepto de interconexión no puede considerarse estático o absoluto, sino como una norma de fin, 
en tanto no se limita a establecer la calificación o descripción normativa de una determinada conducta, 
sino que califica deónticamente la obtención de un cierto estado de cosas, esto es, conseguir la 
satisfacción de la efectiva interconexión de las redes públicas de telecomunicaciones, por lo que es 
inconducente si el plan técnico fundamental mencionado lo redefine o amplía, siempre que lo 
estipulado sea pertinente y necesario para conseguir la finalidad constitucional y legalmente 
establecida de interconectar las redes con resultados prácticos y funcionales. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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INGRESOS PÚBLICOS. PARA DESENTRAÑAR SU NATURALEZA, DEBE PREVALECER LO QUE 
DISPONGA LA LEY QUE LOS ESTABLECE, SOBRE EL REGLAMENTO QUE FIJA LAS BASES 
PARA SU CUMPLIMIENTO. 

 

Al analizar la naturaleza de un ingreso público, a fin de verificar si respeta los principios de reserva de 
ley y de subordinación jerárquica, previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es necesario privilegiar la intención que el legislador plasmó al establecerlo, frente a lo 
dispuesto por una norma reglamentaria creada por el titular del Ejecutivo, pues si se considera, por 
una parte, que corresponde al legislador determinar cuáles son los ingresos necesarios para cubrir el 
gasto público, de acuerdo con las circunstancias sociales y económicas existentes y, por otra, que la 
facultad reglamentaria tiene como finalidad proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia 
de las leyes, sin que con ello puedan excederse o sobrepasarse éstas, resulta evidente que para 
desentrañar la naturaleza de los ingresos públicos, debe prevalecer lo que disponga la norma creada 
por el legislador, sobre el reglamento que fija las bases para su cumplimiento, en tanto que la facultad 
reglamentaria se encuentra limitada por los ordenamientos legales que desarrolla. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. NO EXISTE ANTINOMIA ENTRE LA LEY 
RELATIVA Y LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

 

Para la configuración de un conflicto de leyes o antinomia es necesario que dos normas 
pertenecientes a un mismo sistema jurídico, que concurren en los ámbitos temporal, espacial, 
personal y material de validez, atribuyan consecuencias jurídicas incompatibles entre sí a cierto 
supuesto fáctico, impidiendo su aplicación simultánea. En ese sentido, la Ley de los Derechos de las 
Personas Adultas Mayores es un ordenamiento que protege derechos fundamentales de grupos 
vulnerables, los cuales se expanden y permean todo el sistema jurídico, por los valores 
constitucionales que tutelan y, en consecuencia, dicho ordenamiento es prevalente y complementario 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, sin que ello signifique que invalide las 
disposiciones de ésta. Por tanto, no existe antinomia entre una y otra legislaciones, pues mientras la 
segunda prevé una serie de formalidades, con el ánimo de garantizar un debido proceso y el derecho 
a una defensa adecuada, la primera potencializa esos derechos en los casos que involucren a las 
personas de edad avanzada, para hacerlos efectivos y facilitar su ejercicio en condiciones de paridad 
con otro conjunto de personas o grupo social, difuminando los obstáculos que merman su capacidad 
de actuación. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. PARA JUSTIFICAR LA IMPOSICIÓN DE LAS MEDIDAS DE 
APREMIO, LA COMISIÓN FEDERAL DE LA MATERIA DEBE UTILIZAR UNA METODOLOGÍA Y 
CRITERIOS BASADOS EN LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD. 

 

La imposición de las medidas de apremio es una facultad reglada con que cuenta la Comisión Federal 
de Competencia, complementada con un margen de arbitrio para elegir, de entre una gama de 
posibilidades punitivas, cuál es la adecuada para cada caso concreto. Así, la elección de la opción 
más viable para conseguir el fin pretendido con la medida debe ser justificada por la autoridad, para lo 
cual, debe utilizar una metodología y criterios basados en los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, pues sólo de esa manera se da noticia de la congruencia entre los medios utilizados 
y los fines legítimos que se persiguen. Es decir, si bien es cierto que queda al arbitrio de la autoridad 
decidir cuál y en qué grado será impuesta una medida de apremio, también lo es que debe observar 
los principios referidos, para que ésta pueda considerarse legítima, en razón de la conducta 
indeseable que pretende erradicarse. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. CARACTERÍSTICAS QUE DEBE REUNIR EL REQUERIMIENTO DE 
INFORMES O DOCUMENTOS FORMULADO POR LA AUTORIDAD DE LA MATERIA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 31 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA ABROGADA. 

 

El artículo 31 de la Ley Federal de Competencia Económica abrogada, faculta a la autoridad 
encargada de su aplicación para requerir a quienes tengan relación con los asuntos de que conozca, 
los informes o documentos relevantes para realizar sus investigaciones, y le otorga un margen de 
discrecionalidad sobre qué información puede requerir a los agentes investigados, el cual no debe 
suponerse ilimitado o irrestricto, sino que el requerimiento debe abarcar información relevante y 
significativa; es decir, la que guarde relación con los hechos y datos atinentes para la toma de 
decisiones en relación con las prácticas anticompetitivas, y esa razonabilidad debe inferirse en los 
casos concretos en que se ejerza dicha potestad. En otras palabras, la decisión de la Comisión 
Federal de Competencia de solicitar información o documentos no debe ser caprichosa o subjetiva, 
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dado que la relevancia requerida impone que aquélla sea pertinente, objetiva y que involucre una libre 
interpretación o apreciación, pero debe inferirse su razonabilidad caso por caso, de acuerdo con el 
nivel limitado de escrutinio que rige en materia económica, en virtud de que la actividad administrativa, 
por ningún motivo, puede quedar fuera o encima del orden jurídico y del control judicial. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

COMISIÓN FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES. SU FACULTAD DE PROMOVER Y VIGILAR 
LA EFICIENTE INTERCONEXIÓN DE LOS EQUIPOS Y REDES PÚBLICAS RELATIVOS, 
INCLUYENDO LA QUE SE REALICE CON REDES EXTRANJERAS, ASÍ COMO DE DETERMINAR 
LAS CONDICIONES QUE, AL RESPECTO, NO LOGREN CONVENIR LOS CONCESIONARIOS, NO 
ESTÁ LIMITADA A CUANDO NO EXISTA CONVENIO SUSCRITO Y LAS REDES NO ESTÉN 
INTERCONECTADAS. 

 

En términos de los artículos 25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 9-
A, fracción X y 42 de la Ley Federal de Telecomunicaciones abrogada, la extinta Comisión Federal de 
Telecomunicaciones tiene la facultad de promover y vigilar la eficiente interconexión de los equipos y 
redes públicas de telecomunicaciones, incluyendo la que se realice con redes extranjeras, así como la 
relativa a determinar las condiciones que, al respecto, no logren convenir los concesionarios, la cual 
no está limitada al ámbito temporal, para intervenir sólo cuando no exista convenio suscrito y las redes 
no estén interconectadas, sino que esa intervención puede ocurrir antes de que el convenio relativo se 
haya suscrito y las redes no se encuentren interconectadas, o bien, con posterioridad a su 
celebración, aun cuando las redes ya estén interconectadas, por ser entonces cuando surjan las 
discrepancias, ya que la normativa aplicable no limita las atribuciones del órgano regulador en el 
tiempo; por el contrario, lo dota de éstas a fin de lograr los objetivos contenidos en el artículo 7 de la 
ley de la materia. Considerar lo contrario, llevaría a detener u obstaculizar los fines de la interconexión 
cuando surjan diferendos durante la ejecución y continuidad de los convenios entre los 
concesionarios, especialmente entre el incumbente y los entrantes, lo que atentaría contra el propósito 
constitucional y legal de rectoría económica del Estado y eficiente gestión del servicio público de 
telecomunicaciones. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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CLÁUSULAS HABILITANTES. SU NATURALEZA Y FINALIDAD. 

 

En los últimos años, el Estado ha experimentado un gran desarrollo en sus actividades 
administrativas, lo que ha provocado transformaciones en su estructura y funcionamiento, siendo 
necesario dotar a funcionarios ajenos al Poder Legislativo de atribuciones de naturaleza normativa 
para que aquél enfrente eficazmente situaciones dinámicas y altamente especializadas. Esta situación 
ha generado el establecimiento de mecanismos reguladores denominados "cláusulas habilitantes", 
que constituyen actos formalmente legislativos a través de los cuales el legislador habilita a un órgano 
del Estado, principalmente de la administración pública, para regular una materia concreta y 
específica, precisándole bases y parámetros generales y que encuentran su justificación en el hecho 
de que el Estado no es un fenómeno estático, pues su actividad no depende exclusivamente de la 
legislación para enfrentar los problemas que se presentan, ya que la entidad pública, al estar cerca de 
situaciones dinámicas y fluctuantes que deben ser reguladas, adquiere información y experiencia que 
debe aprovechar para afrontar las disyuntivas con agilidad y rapidez; esto es, la habilitación permite al 
órgano facultado -dentro de un marco definido de acción- expedir normas reguladoras de un aspecto 
técnico específico y complejo que por sus características requiere la previsión de soluciones a 
situaciones dinámicas que no pueden preverse con absoluta precisión en la ley. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

APORTACIÓN PARA EQUIPAMIENTO EDUCATIVO EN EL ESTADO DE NUEVO LEÓN. EL 
ARTÍCULO 13 DEL REGLAMENTO PARA LA CELEBRACIÓN DE LOS CONVENIOS RELATIVOS, 
AL ESTABLECER UNILATERALMENTE UNA BASE Y TASA PARA EL CÁLCULO DE AQUÉLLA, 
TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 

 

El numeral citado fija una aportación mínima de veinte cuotas por unidad de vivienda, equivalente 
cada una de éstas a un día de salario mínimo general vigente en la zona geográfica del Municipio de 
Monterrey, por concepto de equipamiento educativo en los nuevos desarrollos urbanos de los centros 
de población. Por su parte, del diverso artículo 143 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León, se advierte que dicho equipamiento se generará con la concurrencia del gobierno estatal, 
los Municipios y la participación de los desarrolladores inmobiliarios, de acuerdo a los convenios que 
al efecto se establezcan, y que las aportaciones de los últimos mencionados se ejercerán a través de 
un fideicomiso en el que tendrán su representación; de lo que se concluye que las aportaciones 
aludidas serán pactadas a través de los convenios respectivos. En consecuencia, el artículo 13 
referido, al establecer unilateralmente una base y tasa respecto de esas aportaciones, transgrede el 
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principio de subordinación jerárquica, en tanto excede lo dispuesto en la norma que pretende 
reglamentar. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 

 

REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA 
NULIDAD DEL ACTO IMPUGNADO POR VICIOS PROCESALES (APLICACIÓN ANALÓGICA DE 
LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010). 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia citada, sostuvo 
que conforme al artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en los 
casos en que las sentencias recurridas decreten la nulidad del acto administrativo impugnado por 
vicios formales, como lo es la falta o indebida fundamentación y motivación, el recurso de revisión 
fiscal es improcedente, por no colmar los requisitos de importancia y trascendencia pues, en esos 
supuestos, no se emite una resolución de fondo, al no declararse un derecho ni la inexigibilidad de 
una obligación, sino que sólo se evidencia la carencia de determinadas formalidades elementales que 
debe revestir todo acto o procedimiento administrativo para ser legal. Ahora bien, ese mismo criterio 
debe aplicarse por analogía, de acuerdo con el artículo 14, último párrafo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en los casos en que las sentencias decreten la nulidad del acto 
impugnado por vicios procesales, al existir identidad jurídica, ya que este último fallo tampoco 
constituye una decisión de fondo en los términos apuntados. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS DE TRABAJO Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER 
CIRCUITO. 

 

INFONAVIT. LOS AUXILIARES JURÍDICOS DE SUS DELEGACIONES REGIONALES CARECEN 
DE LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN 
CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE AMPARO EN QUE AQUEL INSTITUTO 
COMPARECIÓ COMO AUTORIDAD RESPONSABLE EN SU CARÁCTER DE ORGANISMO 
FISCAL AUTÓNOMO. 

 

De conformidad con el artículo 9o. de la Ley de Amparo, las autoridades responsables sólo pueden 
ser representadas o sustituidas para todos los trámites en el juicio de amparo en los términos de las 
disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Por su parte, los ordenamientos que determinan las 
facultades de los funcionarios del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, 
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en esa materia, son: a) la ley del referido instituto (artículo 23); b) su reglamento interior en materia de 
facultades como organismo fiscal autónomo (artículos 3o., 4o., 6 y 18); y, c) el reglamento de las 
delegaciones regionales de dicho organismo (artículos 7 y 11), con base en los cuales, en las 
delegaciones regionales de dicho instituto, quienes tendrán la facultad de representarlo legalmente en 
su carácter de organismo fiscal autónomo ante los órganos jurisdiccionales, son los delegados 
regionales (el representante de la dirección general cuando no exista delegado), así como los 
gerentes de recaudación fiscal en dichas delegaciones. En este sentido, de conformidad con el 
referido artículo 18, los gerentes del área jurídica en las delegaciones regionales ejercerán, entre otras 
facultades, la contenida en la fracción XXVII del artículo 3o. de dicho ordenamiento, consistente en 
interponer los recursos que procedan y actuar en los juicios de amparo en los que el Infonavit tenga el 
carácter de autoridad responsable o tercero interesado. Por tanto, del aludido marco normativo se 
advierte que los auxiliares jurídicos de las delegaciones regionales carecen de legitimación procesal 
activa para interponer el recurso de revisión contra las sentencias dictadas en los juicios de amparo en 
los que el instituto comparezca como autoridad responsable en su carácter de organismo fiscal 
autónomo, en virtud de que es a los delegados regionales (representante de la dirección general, en 
su caso), gerentes de recaudación fiscal, en dichas delegaciones, así como a los gerentes del área 
jurídica, a quienes corresponde dicha legitimación para interponer el recurso mencionado, y sin que de 
las referidas disposiciones se advierta la "suplencia por ausencia", pues de haberse establecido, ésta 
se ejercería sucesivamente conforme a un estricto orden jerárquico de funcionarios; y, asimismo, 
tampoco cabe su representación a través de un poder o mandato, al actuar dicho organismo en su 
carácter de autoridad en ejercicio del poder público. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

BOLETAS DE INFRACCIÓN EMITIDAS CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 54 DEL 
REGLAMENTO DE LA LEY DE VIALIDAD PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 
LOS POLICÍAS VIALES DEBEN ASENTAR EN ÉSTAS LOS DATOS RELATIVOS A SU 
IDENTIFICACIÓN. 

 

En el numeral referido se prevé el procedimiento que los policías viales deben seguir cuando un 
conductor cometa una infracción, estableciéndose en las fracciones II y V que deberán identificarse 
mediante credencial oficial con su nombre que los acredite con la calidad con que se ostentan y llenar 
la boleta de infracción, de la cual extenderán una copia al interesado. Por lo tanto, a fin de cumplir con 
los requisitos mínimos que garanticen la seguridad jurídica y legalidad de las actuaciones que lleva a 
cabo la autoridad, es indispensable que en la boleta de infracción se asienten con toda claridad y 
precisión los datos relativos a la identificación del policía vial, sin que obste que en el precepto no se 
establezca expresamente dicha obligación, puesto que debe inferirse que en la boleta deben 
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especificarse tales aspectos, ya que de otra forma no existiría certeza de que efectivamente el policía 
vial actuó de conformidad con el procedimiento que establece. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 

  

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO 
DIRECTO. PROCEDE CUANDO SE CONTROVIERTE EL DESECHAMIENTO DEL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL POR 
EXTEMPORÁNEO, SI EN EL ACUERDO POR EL QUE, A SU VEZ, SE DESECHÓ POR LA MISMA 
RAZÓN LA DEMANDA -AL ESTIMAR QUE SU TRÁMITE CORRESPONDÍA A LA VÍA SUMARIA Y 
NO A LA ORDINARIA-, NO SE COMUNICÓ AL QUEJOSO QUE PARA SU INTERPOSICIÓN REGÍA 
EL PLAZO DE CINCO DÍAS. 

 

Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 116/2015 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo I, septiembre de 2015, página 617, de título 
y subtítulo: "RECURSO DE RECLAMACIÓN. PLAZO PARA INTERPONERLO CONTRA EL 
ACUERDO QUE DESECHA LA DEMANDA DE NULIDAD TRAMITADA EN LA VÍA SUMARIA, POR 
EXTEMPORÁNEA.", en el supuesto de que el Magistrado instructor de alguna Sala del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deseche la demanda promovida en la vía sumaria por 
extemporánea, aun cuando se cuestione la conclusión de que ésta y no la ordinaria, es la vía 
procedente, el promovente debe interponer el recurso de reclamación dentro del plazo de cinco días 
que rige para aquella modalidad del juicio contencioso administrativo, siempre y cuando tal plazo se le 
haya informado expresamente. En consecuencia, cuando en el amparo directo se controvierta el 
desechamiento del recurso mencionado por extemporáneo, y en el acuerdo por el que, a su vez, se 
desechó por la misma razón la demanda -al estimar que su trámite correspondía a la vía sumaria y no 
a la ordinaria-, no se comunicó al quejoso que para su interposición regía el plazo de cinco días, 
procede suplir la deficiencia de sus conceptos de violación, acorde con el artículo 79, fracción VI, de la 
Ley de Amparo, ya que se materializó en su contra una violación manifiesta de la ley que lo dejó 
indefenso. 

 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA PRIMERA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO DE MÉXICO. 

 

DEMANDA DE AMPARO. SI EL ACTO RECLAMADO LO CONSTITUYE UNA LEY CON MOTIVO 
DE UN ACTO CONCRETO DE APLICACIÓN DICTADO Y NOTIFICADO CON FUNDAMENTO EN 
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LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, EL PLAZO PARA SU 
PRESENTACIÓN SE COMPUTARÁ A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A AQUEL EN QUE SE 
REALIZÓ LA NOTIFICACIÓN RESPECTIVA. 

 

El artículo 18 de la Ley de Amparo dispone que el plazo para promover el juicio se computará a partir 
del día siguiente a aquel en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del 
acto que reclame. Por su parte, el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
establece que las notificaciones personales surtirán sus efectos el día en que hubieren sido 
realizadas. En ese sentido, si en el juicio de amparo el acto reclamado lo constituye una ley con 
motivo de un acto concreto de aplicación dictado y notificado con fundamento en el segundo de los 
ordenamientos mencionados, éste es el aplicable para determinar el momento en que surte efectos la 
notificación, a fin de establecer la oportunidad en la presentación de la demanda de amparo, esto es, 
el plazo relativo se computará a partir del día siguiente a aquel en que aquélla se realizó. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

Página 113 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Constitucional y amparo   

Jurisprudencias 

 

AMPARO INDIRECTO. CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN UNA MULTA IMPUESTA 
EN LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO DE QUEJA EMITIDA POR UN TRIBUNAL COLEGIADO 
DE CIRCUITO, SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA 
DE DICHO JUICIO. 
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De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 107, fracción VIII, último párrafo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 37 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, 61, fracción VI y 113 de la Ley de Amparo, se advierte que: a) contra las sentencias 

dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito no procede recurso alguno y el juicio de amparo en 

su contra es improcedente; b) la función de tales órganos es netamente jurisdiccional; y, c) si al 

examinar el escrito de demanda de amparo se advierte alguna causa manifiesta e indudable de 

improcedencia se desechará de plano. Asimismo, de los numerales reseñados se abstrae que cuando 

el acto reclamado consista en una multa impuesta en la resolución de un recurso de queja emitida por 

un Tribunal Colegiado de Circuito, se actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia 

toda vez que dicha resolución es definitiva y no admite recurso alguno, sin que pueda caber una 

excepción a la regla general prevista en la fracción VI del artículo 61 aludido, toda vez que la 

improcedencia del juicio de amparo contra las resoluciones emitidas por aquél se delimitó tanto en la 

Ley de Amparo, como en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por lo que no es 

sostenible una interpretación diversa que permita impugnarla, pues de lo contrario, se vaciaría el 

contenido de la disposición constitucional que le otorga el carácter de definitiva e inatacable; además 

de que durante el trámite del recurso de queja la autoridad responsable puede contestar la omisión 

imputada y aportar las pruebas que estime conducentes para justificar su dicho. 

 

PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. PARA SU OTORGAMIENTO EL JUZGADOR DEBE ATENDER NO 
SÓLO A LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 128 DE LA LEY DE AMPARO, SINO ADEMÁS 
PONDERAR, SIMULTÁNEAMENTE, LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL PELIGRO EN 
LA DEMORA QUE SE TRADUCE EN QUE EL ACTO RECLAMADO CAUSE PERJUICIO DE 
DIFÍCIL REPARACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 139 DE LA LEY DE AMPARO). 
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Si bien es cierto que el artículo 128 de la Ley de Amparo establece sólo 2 requisitos de procedencia 

de la suspensión que no sea de oficio, como lo son que la solicite el quejoso y que no se siga perjuicio 

al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, también lo es que, como se 

advierte de los procesos legislativos de dicha ley, la referencia que se hace con respecto al análisis 

del peligro en la demora para efectos de la suspensión, implica el reconocimiento de este tópico como 

verdadero requisito para su procedencia, aun cuando no se encuentre expresamente previsto en el 

precitado precepto; por tanto, al hacer una interpretación sistemática de la ley de la materia, se tiene 

que el juzgador debe ponderarlo, lo que sólo puede derivar del análisis integral del acto reclamado, de 

sus características, importancia, gravedad, y trascendencia social, así como de la dificultad de su 

reparación, esto es, tomando en cuenta todos los intereses y las posiciones jurídicas que participen en 

el caso concreto, tratando de conciliarlos, a fin de comparar los daños que la suspensión pueda 

ocasionar al interés público, con los que deriven contra el quejoso y, en ese tenor, resolver con 

preferencia al menor menoscabo social; de ahí que el estudio que realice el juzgador no puede 

limitarse a los requisitos del artículo 128, sino que deberá atender de manera simultánea a los 

contenidos en el artículo 139, relativos a la ponderación, además de la apariencia del buen derecho y 

al peligro en la demora con perjuicios de difícil reparación para el quejoso. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

 

REPETICIÓN DEL ACTO RECLAMADO. LA DENUNCIA RELATIVA ES FUNDADA CONTRA 
RESOLUCIONES SUSTENTADAS EN PRECEPTOS DECLARADOS INCONSTITUCIONALES POR 
SENTENCIA FIRME, RESPECTO DEL QUEJOSO. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido, en jurisprudencia definida, que 

los efectos de una sentencia que otorga el amparo al quejoso en contra de una ley, no sólo son los de 

protegerlo respecto del acto de su aplicación que, en su caso, hubiera reclamado, sino también 

consisten en que el ordenamiento declarado inconstitucional no pueda aplicársele válidamente en el 
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futuro, lo que también deriva del artículo 78 de la Ley de Amparo, en cuanto a que si se declara la 

inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos se extenderán a todas aquellas 

normas y actos cuya validez dependa de la propia norma invalidada, cuyos efectos, en atención al 

principio de relatividad contenido en el artículo 73 de la legislación citada, se traducirán en la 

inaplicación de aquéllos únicamente respecto del quejoso; pues de aplicarse una norma declarada 

inconstitucional en diverso acto emanado de ésta, la autoridad incurriría en violación a la sentencia 

protectora que constituye cosa juzgada, como lo sostuvo el Pleno del Máximo Tribunal del País en la 

jurisprudencia P. 5/89 (*) y en la tesis aislada VII/89 (**). En consecuencia, si una autoridad emite un 

nuevo acto de afectación en perjuicio del quejoso sustentado en la norma declarada inconstitucional 

por sentencia firme, la cual no ha sido reformada ni modificada, debe declararse fundada la denuncia 

de repetición del acto reclamado, ya que conforme al artículo 199 de la Ley de Amparo, ésta tiene por 

objeto determinar si el nuevo acto de autoridad reitera las mismas violaciones de derechos que 

motivaron la concesión de la protección federal contra el acto de aplicación reclamado en el juicio de 

amparo; hipótesis que se actualiza de acreditarse que la posterior actuación encuentra su fundamento 

en el precepto declarado inconstitucional respecto del quejoso. 

 

PLENO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE LA NIEGA O LA CONCEDE, ES 
PROCEDENTE EL RECURSO DE REVISIÓN Y NO EL DE QUEJA, AUN CUANDO SÓLO SE 
IMPUGNE LA GARANTÍA A LA QUE SE SUJETÓ SU EFECTIVIDAD (LEY DE AMPARO VIGENTE 
A PARTIR DEL TRES DE ABRIL DE DOS MIL TRECE). 

 

El artículo 128 de la Ley de Amparo establece los requisitos para la procedencia de la suspensión de 

los actos reclamados a petición de parte, mientras que los artículos 132 y 136 del propio ordenamiento 

prevén como requisito para su efectividad, cuando la suspensión de los actos reclamados pueda 

ocasionar daño o perjuicio a un tercero, el otorgamiento de garantía bastante para reparar la 
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afectación que con aquélla llegue a causarse si el quejoso no obtiene sentencia favorable, cuyo 

importe será fijado por el Juez de Distrito, y que deberá constituirse dentro de los cinco días siguientes 

al en que surta efectos la notificación del acuerdo de suspensión. Lo anterior implica que la fijación de 

la garantía, como requisito de efectividad de la concesión de la suspensión de los actos reclamados, 

forma parte de la resolución que otorga dicha medida cautelar, por ser condicionamiento de su 

eficacia. Consecuentemente, al disponer el artículo 81, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, que 

el recurso de revisión es procedente contra las resoluciones de los Jueces de Distrito que decidan 

sobre la suspensión definitiva de los actos reclamados, debe entenderse que procede contra todo lo 

que tal resolución involucra, es decir, comprende la impugnación tanto de la decisión atinente a la 

satisfacción de los requisitos de procedencia de la medida cautelar, como del condicionamiento de la 

suspensión al que se haya sujetado su efectividad, como es la fijación de la garantía correspondiente, 

pues como esta última también forma parte integrante de dicha interlocutoria, no puede desvincularse 

de ella; es decir, el recurso de revisión será procedente contra la resolución que concede la 

suspensión definitiva aunque sólo se cuestione la garantía a la que se sujetó su efectividad, siendo, 

por tanto, improcedente el recurso de queja contra esa resolución, porque la procedencia del recurso 

de revisión excluye la del de queja, máxime que, en términos del artículo 97, fracción I, inciso c), de la 

Ley de Amparo, la queja es procedente contra las resoluciones que rehúsen la admisión de fianzas o 

contrafianzas, o admitan las que no reúnan los requisitos legales o que puedan resultar excesivas o 

insuficientes, siendo que la interlocutoria que decide sobre el otorgamiento de la suspensión no se 

ocupa de ese aspecto, sino únicamente de fijar el monto que debe cubrirse por concepto de garantía a 

favor del tercero interesado, lo cual es una cuestión previa, en tanto que la admisión o rechazo de una 

fianza o contrafianza necesariamente tendrá lugar en un auto posterior al dictado de la interlocutoria 

en la que se señale la garantía respectiva. 

 

SEGUNDA SALA 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN. NO ES EXTEMPORÁNEO EL INTERPUESTO ANTES DE QUE 
INICIE EL TÉRMINO LEGAL RESPECTIVO. 

 

Conforme al segundo párrafo del artículo 104 de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación podrá 

interponerse dentro del término de 3 días siguientes al en que surta efectos la notificación del acuerdo 

de trámite impugnado; de su texto se advierte que el medio de impugnación no podrá interponerse con 

posterioridad a esa temporalidad, sin embargo, ello no impide que pueda presentarse antes de que 

inicie el término indicado, y el así interpuesto, se estime que no es extemporáneo. 

 

SEGUNDA SALA 

 

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. DEBERES DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO ANTE LA OBLIGACIÓN DE ANALIZAR EL CUMPLIMIENTO 
INTEGRAL EN LOS JUICIOS RELACIONADOS CUANDO EXISTAN SENTENCIAS 
PROTECTORAS QUE ORDENEN SU RECÍPROCA OBSERVANCIA. 

 

Si bien no existe posibilidad legal de acumular los juicios de amparo directo, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido que resulta conveniente resolverlos en la misma sesión, en aras 

de tutelar los principios de seguridad jurídica, así como de justicia pronta y completa, pues con tal 

proceder se favorece el análisis sistemático de los conceptos de violación aducidos. En consonancia 

con lo anterior, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito, con motivo de sendos amparos concedidos 

en los asuntos relacionados, ordene no sólo el acatamiento de una ejecutoria en lo individual, sino 

también verificar los lineamientos protectores de la ejecutoria relacionada, dicho órgano jurisdiccional 

queda también obligado a vigilar la observancia común de sus fallos y a no hacerlo en forma 

independiente, pues si los deberes impuestos quedaron ligados en una mancomunidad de directrices 

por la íntima relación que guardan y por la instrucción expresa que en tal sentido dispuso el propio 

Tribunal, éste debe asegurarse del cumplimiento recíproco para dar celeridad a la conclusión del 
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litigio, y más aún, para evitar decisiones contradictorias durante el procedimiento de ejecución. En 

consecuencia, para que este Alto Tribunal, al conocer del recurso de inconformidad pueda valorar si 

se actualizan los anteriores supuestos, el Tribunal Colegiado de Circuito deberá: 1) agregar al 

expediente copia autorizada de la ejecutoria relacionada, cualquiera que sea su sentido; 2) si se 

interpone recurso de inconformidad, adicionalmente certificar el estado procesal en que se encuentre, 

en su caso, el procedimiento de ejecución del amparo relacionado; y, 3) archivar los asuntos 

simultáneamente y no en forma individual, dejando constancia en cada expediente de lo así decretado 

en el diverso juicio relacionado. 

 

SEGUNDA SALA 

 

ESTADO REGULADOR. EL MODELO CONSTITUCIONAL LO ADOPTA AL CREAR A ÓRGANOS 
AUTÓNOMOS EN EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

 

De la exposición de las razones del Constituyente Permanente en relación con la reforma 

constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, se observa que el 

modelo constitucional adopta en su artículo 28 la concepción del Estado Regulador, entendido como 

el modelo de diseño estatal insertado para atender necesidades muy específicas de la sociedad 

postindustrial (suscitadas por el funcionamiento de mercados complejos), mediante la creación de 

ciertas agencias independientes -de los órganos políticos y de los entes regulados- para depositar en 

éstas la regulación de ciertas cuestiones especializadas sobre la base de disciplinas o racionalidades 

técnicas. Este modelo de Estado Regulador, por regla general, exige la convivencia de dos fines: la 

existencia eficiente de mercados, al mismo tiempo que la consecución de condiciones equitativas que 

permitan el disfrute más amplio de todo el catálogo de derechos humanos con jerarquía constitucional. 

Ahora, la idea básica del Estado Regulador, busca preservar el principio de división de poderes y la 

cláusula democrática e innovar en la ingeniería constitucional para insertar en órganos autónomos 
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competencias cuasi legislativas, cuasi jurisdiccionales y cuasi ejecutivas suficientes para regular 

ciertos sectores especializados de interés nacional; de ahí que a estos órganos se les otorguen 

funciones regulatorias diferenciadas de las legislativas, propias del Congreso de la Unión, y de las 

reglamentarias, concedidas al Ejecutivo a través del artículo 89, fracción I, constitucional. Este diseño 

descansa en la premisa de que esos órganos, por su autonomía y aptitud técnica, son aptos para 

producir normas en contextos de diálogos técnicos, de difícil acceso para el proceso legislativo, a las 

que puede dar seguimiento a corto plazo para adaptarlas cuando así se requiera, las cuales 

constituyen reglas indispensables para lograr que ciertos mercados y sectores alcancen resultados 

óptimos irrealizables bajo la ley de la oferta y la demanda. Pues bien, al introducirse el modelo de 

Estado Regulador en la Constitución, se apuntala un nuevo parámetro de control para evaluar la 

validez de los actos y normas de los órganos constitucionales autónomos, quienes tienen el encargo 

institucional de regular técnicamente ciertos mercados o sectores de manera independiente 

únicamente por referencia a racionalidades técnicas especializadas, al gozar de una nómina propia de 

facultades regulatorias, cuyo fundamento ya no se encuentra en la ley ni se condiciona a lo que 

dispongan los Poderes clásicos. 

 

PLENO 

ADMINISTRATIVO ESPECIALIZADO ADSCRITO A LA VISITADURÍA JUDICIAL DEL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA DEL DISTRITO FEDERAL, ÓRGANO ENCARGADO DE LA 
ADMINISTRACIÓN, VIGILANCIA Y DISCIPLINA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE 
DICHA ENTIDAD. DEBE CONSIDERARSE DE CONFIANZA POR LAS FUNCIONES QUE 
DESEMPEÑA. 

 

De la interpretación sistemática del inciso b), fracción II del artículo 5o. de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, se colige que son trabajadores de confianza los que desempeñen 

funciones de inspección, vigilancia y fiscalización. Ahora bien, de los diversos numerales 195 y 203 a 

207 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, se advierte que el 

Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, a través de sus órganos auxiliares, como lo es la 
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Visitaduría Judicial, se encarga de la administración y vigilancia de juzgados para verificar el buen 

funcionamiento de Salas y otros órganos judiciales del Tribunal Superior de Justicia, incluidos los de 

Paz; y, para efectuar esas labores, dispone de personal autorizado, como son el visitador general y los 

visitadores judiciales; además de administrativos especializados, quienes por las funciones que 

realizan deben considerarse como trabajadores de confianza, dado que para desempeñarse en dichos 

puestos, es necesario que observen secrecía, confidencialidad absoluta, discreción y un manejo 

adecuado de la información a la cual tienen acceso, al efectuar las correspondientes visitas a los 

distintos órganos a inspeccionar; por tanto, sus funciones se asemejan a las desempeñadas y 

previstas en el referido inciso b), fracción II del numeral 5o. citado. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EXISTIENDO PROBLEMA DE CONSTITUCIONALIDAD O 
CONVENCIONALIDAD, LOS REQUISITOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA 
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE DICHO RECURSO, SE ACTUALIZAN CUANDO EXISTE 
CRITERIO AISLADO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN QUE RESUELVE LA 
LITIS PLANTEADA Y QUE DEBE REITERARSE PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA. 

 

Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, en relación con el Acuerdo General Número 9/2015 

(*) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el recurso de revisión en amparo directo 

procede exclusivamente cuando subsiste alguna cuestión de constitucionalidad, es decir, cuando la 

sentencia recurrida resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales, establezca la 

interpretación directa de algún precepto constitucional o de los derechos humanos reconocidos en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien, de haberse planteado dicha 

cuestión en la demanda de amparo, el órgano jurisdiccional del conocimiento haya omitido 

pronunciarse al respecto; y, además, el asunto debe fijar un criterio de importancia y trascendencia. 

Ahora bien, éstos se actualizan en el supuesto de la existencia de criterio aislado que debe reiterarse 

para constituir jurisprudencia, en atención a que debe privilegiarse la seguridad jurídica de los 



 

 

 

 

 

Página 122 de 171 | INFORMACIÓN CONFIDENCIAL |  

 

Noviembre 2014 

 14 

gobernados y evitarse la emisión de sentencias divergentes por parte de los Tribunales Colegiados de 

Circuito. Por tanto, el recurso de revisión en amparo directo procede cuando, al subsistir un tema de 

constitucionalidad, exista criterio aislado que este Alto Tribunal, en caso de ser procedente, reitere 

para integrar jurisprudencia que resultará obligatoria para todos los órganos jurisdiccionales de inferior 

jerarquía y que servirá de orientación para solucionar casos futuros, consolidando la seguridad en 

nuestro sistema jurídico que debe imperar, sobre todo, tratándose de aspectos de constitucionalidad. 

 

SEGUNDA SALA 

 

 

 

 

 

Tesis aisladas 

 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA AUTORIDAD RESPONSABLE CARECE DE 
LEGITIMACIÓN PROCESAL PARA INTERPONER ESE RECURSO, CUANDO SE SOBRESEA 
RESPECTO DEL ACTO QUE DE ELLA SE RECLAMA. 

 

La legitimación para impugnar la sentencia dictada en un juicio de amparo indirecto a través del 
recurso de revisión, previsto en el artículo 87 de la ley de la materia, se actualiza en favor de la 
autoridad responsable únicamente cuando afecta el acto que de ella se reclama, lo que no ocurre 
cuando se decrete el sobreseimiento respecto de éste. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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RECURSO DE QUEJA. PROCEDE CONTRA LA INDEBIDA TRAMITACIÓN DE LA DEMANDA DE 
AMPARO DIRECTO POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SI AL RENDIR SU INFORME 
JUSTIFICADO NO REMITE LOS AUTOS DEL JUICIO DE ORIGEN CON SUS ANEXOS. 

El artículo 178 de la Ley de Amparo establece las obligaciones de la autoridad responsable cuando se 
presenta ante ella una demanda de amparo directo; entre otras, la de rendir su informe con 
justificación al que deberá acompañar la demanda de amparo y los autos del juicio de origen con sus 
anexos. De esta suerte, si la autoridad responsable al rendir su informe justificado omite remitir los 
autos del juicio de origen con sus anexos, esto es, con todos los documentos exhibidos por las partes 
y demás constancias que forman parte del expediente, tal situación constituye una irregularidad y, por 
consiguiente, en su contra procede el recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción II, inciso a), 
de la ley de la materia, por indebida tramitación de la demanda de amparo. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN INCIDENTAL QUE 
CONCEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, AUNQUE SÓLO SE IMPUGNE EL MONTO DE LA 
GARANTÍA QUE EL QUEJOSO CONSIDERA EXCESIVA, PUES EN SU CONTRA PROCEDE EL 
DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 81, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE 
AMPARO (APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA NÚMERO P./J. 25/94). 

El artículo 132 de la Ley de Amparo vigente, establece que, de ser procedente la suspensión, el 
quejoso debe otorgar garantía bastante para responder de los daños y perjuicios que puedan 
causarse de no obtener sentencia favorable, la cual fijará de manera discrecional el Juez de Distrito. 
En ese sentido, en la audiencia incidental se resolverá sobre la procedencia de la suspensión 
definitiva, así como de los requisitos y condiciones de cuyo cumplimiento depende el que la medida 
suspensional siga surtiendo sus efectos, al tenor de los artículos 146 y 147 de la Ley de Amparo. Así, 
la efectividad de la medida suspensional está sujeta al otorgamiento de una garantía suficiente para 
responder de los daños y perjuicios que su concesión pudiera causar, la cual se fija con base en los 
datos que la responsable tenga a su alcance y que permitan al órgano jurisdiccional de amparo 
establecer su monto, según el numeral 140 de la propia ley; todo lo cual revela que tanto la concesión 
de la suspensión, como la fijación de la garantía y los demás requisitos y condiciones de que depende 
que la suspensión siga surtiendo sus efectos, forman parte indisoluble de la resolución incidental 
relativa a la suspensión definitiva. Por consiguiente, cuando se pretende impugnar el monto de la 
garantía fijada en la resolución incidental que concede la suspensión definitiva, procede en su contra 
el recurso de revisión, al tenor del artículo 81, fracción I, inciso a), de la invocada ley y no el de queja 
previsto en el diverso numeral 97, fracción I, inciso c), pues esta fracción normativa prevé dicho 
recurso contra supuestos distintos a los que se establecen para la procedencia del de revisión. Es así, 
pues no obstante que sólo se pretenda impugnar el monto de la garantía fijada por el Juez de Distrito, 
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es indiscutible que tal determinación forma parte indisoluble de la resolución incidental que concede la 
suspensión. Por consiguiente, continúa vigente la jurisprudencia P./J. 25/94, publicada en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 80, agosto de 1994, página 13, de 
rubro: "SUSPENSIÓN DEFINITIVA. ES PROCEDENTE EL RECURSO DE REVISIÓN Y NO EL DE 
QUEJA CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE LA CONCEDE, AUNQUE SÓLO SE IMPUGNE LA 
GARANTÍA A LA QUE SE SUJETÓ SU EFECTIVIDAD.", toda vez que no se opone a la Ley de 
Amparo vigente, por el contrario, resulta aplicable en función de que ahí se examina el mismo 
supuesto, no obstante que se interpretan normas de la anterior ley, pues la conclusión a la que se 
arribó en ese criterio jurisprudencial es que resultaba aplicable el artículo 83, fracción II, inciso a), de 
la anterior ley, el cual es sustancialmente idéntico al numeral 81, fracción I, inciso a), de la vigente. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. PARA QUE UNA COPIA O DOCUMENTO SEA 
EXPEDIDO AL SOLICITANTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE LA MATERIA Y 
EL JUEZ DE DISTRITO DEBA REQUERIRLO, ES PRECISO QUE LA PETICIÓN SE HAYA 
FORMULADO A LA AUTORIDAD QUE JURÍDICAMENTE PUEDA DISPONER DE ÉL Y QUE ÉSTE 
CUMPLA CON LOS PRINCIPIOS DE PERTINENCIA E IDONEIDAD PARA SU ADMISIÓN. 

Del sentido literal del primer enunciado del citado numeral de la Ley de Amparo, que establece: "A fin 
de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen la obligación de expedir 
con toda oportunidad, las copias o documentos que aquéllos les hubieren solicitado.", podría 
considerarse que alude a todos los servidores públicos y, genéricamente, a todos los documentos y 
copias que sean objeto de solicitud; sin embargo, esa interpretación llevaría a posturas inadmisibles, 
algunas desde el punto de vista lógico, y otras desde el sistema normativo del que el precepto forma 
parte, lo que da lugar a que el operador jurídico, al establecer los términos en que habrá de 
entenderse y aplicarse, deba tener presentes otras disposiciones del ordenamiento jurídico, como 
ocurre con los requisitos que condicionan la admisibilidad de las pruebas y el principio de máxima 
apertura en su recepción, en términos del artículo 119 de la ley mencionada, o con las limitaciones por 
razones de reserva o confidencialidad previstas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública Gubernamental. Así, ante la pretensión de que una autoridad expida copias o 
documentos que no tiene a su alcance, por no guardar relación con su elaboración ni con su 
resguardo o custodia, resulte inadmisible imponerle esa obligación. Por tanto, para que una copia o 
documento sea expedido al solicitante en términos del artículo 121 mencionado y el Juez de Distrito 
deba requerirlo, es preciso que la petición se haya formulado a la autoridad que jurídicamente pueda 
disponer de él y que éste cumpla con los principios de pertinencia e idoneidad para su admisión como 
prueba en el amparo indirecto. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 
RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

 

PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. PARA QUE UNA COPIA O DOCUMENTO SEA 
EXPEDIDO AL SOLICITANTE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE LA MATERIA Y 
EL JUEZ DE DISTRITO DEBA REQUERIRLO, ES PRECISO QUE LA PETICIÓN SE HAYA 
FORMULADO A LA AUTORIDAD QUE JURÍDICAMENTE PUEDA DISPONER DE ÉL Y QUE ÉSTE 
CUMPLA CON LOS PRINCIPIOS DE PERTINENCIA E IDONEIDAD PARA SU ADMISIÓN. 

 

Del sentido literal del primer enunciado del citado numeral de la Ley de Amparo, que establece: "A fin 

de que las partes puedan rendir sus pruebas, los servidores públicos tienen la obligación de expedir 

con toda oportunidad, las copias o documentos que aquéllos les hubieren solicitado.", podría 

considerarse que alude a todos los servidores públicos y, genéricamente, a todos los documentos y 

copias que sean objeto de solicitud; sin embargo, esa interpretación llevaría a posturas inadmisibles, 

algunas desde el punto de vista lógico, y otras desde el sistema normativo del que el precepto forma 

parte, lo que da lugar a que el operador jurídico, al establecer los términos en que habrá de 

entenderse y aplicarse, deba tener presentes otras disposiciones del ordenamiento jurídico, como 

ocurre con los requisitos que condicionan la admisibilidad de las pruebas y el principio de máxima 

apertura en su recepción, en términos del artículo 119 de la ley mencionada, o con las limitaciones por 

razones de reserva o confidencialidad previstas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública Gubernamental. Así, ante la pretensión de que una autoridad expida copias o 

documentos que no tiene a su alcance, por no guardar relación con su elaboración ni con su 

resguardo o custodia, resulte inadmisible imponerle esa obligación. Por tanto, para que una copia o 

documento sea expedido al solicitante en términos del artículo 121 mencionado y el Juez de Distrito 

deba requerirlo, es preciso que la petición se haya formulado a la autoridad que jurídicamente pueda 

disponer de él y que éste cumpla con los principios de pertinencia e idoneidad para su admisión como 

prueba en el amparo indirecto. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 

RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. NO EXISTE OBLIGACIÓN DEL JUZGADOR DE 
REQUERIR LAS COPIAS O DOCUMENTOS OFRECIDOS Y SOLICITADOS EN TÉRMINOS DE LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA A UNA UNIDAD 
DE ENLACE O UNIDAD DE TRANSPARENCIA, AUN CUANDO EN LA PETICIÓN SE HAYA 
INVOCADO EL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO. 

 

El citado precepto prevé que si alguna de las partes en el juicio de amparo indirecto ofrece como 

prueba una copia o documento en poder de alguna autoridad, y que habiéndolo solicitado, no le ha 

sido expedido, puede instar al Juez de Distrito para que lo requiera. No obstante, cuando la petición se 

formula en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública a una 

unidad de enlace o unidad de transparencia, aquélla constituye el inicio de un procedimiento cuya 

sustanciación comprende fases que implican una dilación que no permite válidamente la suspensión 

del juicio de amparo; de ahí que, en esos casos, no existe obligación del juzgador de requerir las 

copias o documentos solicitados, aun cuando en la petición se haya invocado el precepto inicialmente 

citado. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 

RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

INFORME CON JUSTIFICACIÓN. CUANDO EL ACTO RECLAMADO SEA MATERIALMENTE 
ADMINISTRATIVO, EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 117 DE LA LEY DE 
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AMPARO, SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN PARA QUE EL JUEZ DE DISTRITO, AL DICTAR SU 
SENTENCIA, ANALICE LA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN COMPLEMENTADAS O 
EXPRESADAS EN AQUÉL. 

 

Si bien es cierto que, por regla general, el Juez de Distrito al dictar su sentencia no puede atender 

planteamientos encaminados a justificar la constitucionalidad de la resolución reclamada que no estén 

contenidos en ésta, también lo es que conforme al último párrafo del artículo 117 de la Ley de 

Amparo, la autoridad responsable puede complementar o expresar en su informe con justificación la 

fundamentación y motivación, cuando se trate de actos materialmente administrativos, los cuales 

consisten en decisiones unilaterales dictadas sin intervención de los gobernados; de ahí que, en este 

supuesto, se actualiza una excepción para que el juzgador analice esos aspectos del informe. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 

RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 

 

EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS AL TERCERO INTERESADO EN EL JUICIO DE AMPARO. SU 
COSTO NO TRANSGREDE EL DERECHO FUNDAMENTAL DEL JUSTICIABLE DE ACCESO A LA 
JUSTICIA EXPEDITA NI EL PRINCIPIO DE GRATUIDAD, CONSAGRADOS EN EL ARTÍCULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

El derecho de acceso a la justicia se refleja en diversos instrumentos internacionales en materia de 

derechos humanos, regulado en los artículos 10 de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, 14, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 8, numeral 1 y 25 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los cuales consagran el derecho a un recurso 

efectivo, entendido éste como aquel que sea viable o posible para el fin que pretende enmendarse, así 

como el principio de igualdad ante la ley, esto es, el de ser oído con justicia por un tribunal, 
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connotaciones que están inmersas en el precepto 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, al garantizar al gobernado el disfrute del derecho a tener un acceso efectivo a la 

administración de justicia que imparten los tribunales, en donde el justiciable pueda obtener una 

resolución en la que, mediante la aplicación de la ley, al caso concreto, se resuelva si le asiste o no la 

razón sobre los derechos cuya tutela jurisdiccional ha solicitado; asimismo, contempla el principio 

relativo a la gratuidad, ya que señala que el servicio será gratuito y, por tanto, prohibidas las costas 

judiciales. Por otro lado, el emplazamiento al tercero interesado dentro de un juicio, encuentra su 

origen en el segundo párrafo del artículo 14 constitucional, en lo relativo a las formalidades esenciales 

del procedimiento, específicamente de la audiencia previa, que se traduce en un derecho de 

seguridad jurídica para los gobernados; que impone la ineludible obligación a cargo de las autoridades 

para que, de manera previa, al dictado de un acto de privación cumpla con una serie de formalidades 

esenciales necesarias para oír en defensa a los afectados. En ese sentido, cuando el emplazamiento 

no puede efectuarse de la manera habitual, es decir, con la notificación en el domicilio del tercero 

interesado, la ley secundaria prevé la necesidad de que, previa su investigación, se efectúe a través 

de edictos, no obstante, ello implica un costo, cuya erogación el legislador impuso, en el juicio de 

amparo, a quien insta el órgano jurisdiccional, en todos los casos, sin hacer distinción, según lo 

dispone el numeral 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo; sin embargo, existe una excepción 

cuando hay imposibilidad económica para sufragar el costo de la publicación de los edictos, la cual 

debe correlacionarse con los elementos que consten en los autos, es decir, que existan indicios que 

confirmen la situación de precariedad relevante. Lo anterior obedece a la circunstancia de que cuando 

no se tiene la capacidad económica para cubrir ese gasto, puede dispensarse, en aras de no hacer 

nugatorio el acceso efectivo a la justicia, de conformidad con el citado artículo 17 constitucional. De 

ahí que resulta inconcuso que la medida decretada en el artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de 

Amparo, que señala la imposición del costo de edictos a la parte quejosa es convencional, al existir 

previsión legal en la que se establece que quien acuda al tribunal a manifestar y acreditar 

indiciariamente su imposibilidad económica para cubrirlos, su costo será sufragado por el Consejo de 
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la Judicatura Federal, lo que salvaguarda el principio de gratuidad, así como el derecho fundamental 

de acceso a la jurisdicción. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI PARA LA RESPONSABLE FUE HÁBIL EL DÍA EN QUE 
SURTIÓ EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DEL ACTO RECLAMADO, ENTONCES, EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN INICIA A PARTIR DEL DÍA HÁBIL SIGUIENTE, SIN QUE 
OBSTE QUE ESE DÍA HAYA SIDO DECLARADO INHÁBIL PARA LOS JUZGADOS DE DISTRITO. 

Si conforme a la ley que rige al acto reclamado éste surte sus efectos al día siguiente en que la 

notificación es practicada, entonces, el cómputo del plazo para la presentación de la demanda de 

amparo indirecto inicia a partir del siguiente a aquél. Ahora bien, la circunstancia de que haya sido 

declarado un día como inhábil para los Jueces de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, ello no 

trasciende en el cómputo para la presentación de la demanda de amparo ante aquéllos, pues en esa 

fecha, aún no empezaba a correr el plazo para su presentación, dado que se encontraba surtiendo 

efectos ante la responsable la notificación del acto reclamado. Es aplicable a contrario sensu, el 

criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 

contradicción de tesis 8/2003-PL, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 18/2003, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 

243, de rubro: "DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA DETERMINAR LA OPORTUNIDAD EN SU 

PRESENTACIÓN, EL PLAZO QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY DE AMPARO DEBE 

COMPUTARSE TOMANDO EN CUENTA COMO HÁBILES TODOS LOS DÍAS DEL AÑO, CON 

EXCEPCIÓN DE LOS QUE ESTABLECEN LOS ARTÍCULOS 23 DE LA CITADA LEY Y 163 DE LA 

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, ASÍ COMO AQUELLOS EN QUE LA 

AUTORIDAD RESPONSABLE NO HAYA LABORADO.", de lo que se sigue que si bien en el amparo 

directo se excluyen del cómputo los días en que la responsable haya suspendido sus labores, pues es 

a ésta a quien le corresponde recibir la demanda de amparo, al tenor del artículo 176 de la Ley de 
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Amparo, ello no acontece en el caso de la demanda de amparo indirecto que se presenta ante el 

propio Juez de Distrito, en donde únicamente se excluyen los días en que éstos no laboren, aunque 

para la responsable haya sido hábil. Ciertamente, en el juicio de amparo indirecto, la demanda relativa 

se presenta ante el Juez de Distrito que conocerá de ésta; de manera que si durante el tiempo en que 

está transcurriendo el plazo para su presentación se declara como inhábil uno de los días 

comprendidos dentro de ese lapso, entonces no podrá incluirse en dicho cómputo ese día que resulta 

inhábil para quien debe recibir la demanda, aunque para la responsable haya sido hábil. Bajo esa 

lógica, si el día en que surte efectos la notificación del acto que se reclama, es declarado inhábil por 

los Juzgados de Distrito, ello en nada trasciende para efectos del cómputo relativo a la presentación 

de la demanda de amparo, pues el artículo 18 de la citada ley es claro al disponer que el plazo para su 

presentación se computará a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del 

acto, la notificación al quejoso del acto o resolución que reclame. Por consiguiente, si para la 

responsable fue hábil el día en que surtió sus efectos la notificación del acto reclamado, entonces, el 

cómputo del plazo para la presentación de la demanda empieza a correr a partir del día hábil 

siguiente, sin que obste la circunstancia de que ese día haya sido declarado inhábil para los Juzgados 

de Distrito, pues en esa fecha aún no empezaba a correr el plazo para su presentación y no hay 

motivo para que éste se incluya en el cómputo para su presentación como día inhábil. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS QUE 
IMPUGNAN CUESTIONES DE UN LAUDO O SENTENCIA DICTADA EN CUMPLIMIENTO DE UNA 
EJECUTORIA DE AMPARO, AJENAS A AQUELLAS RESPECTO DE LAS CUALES LA CITADA 
EJECUTORIA CONFIRIÓ A LA RESPONSABLE LIBERTAD DE JURISDICCIÓN. 

 

Cuando se promueve un juicio de amparo directo en contra de un ulterior laudo o sentencia que se 

dicta en cumplimiento de una ejecutoria de amparo anterior, sólo resultan operantes los conceptos de 
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violación dirigidos a combatir las cuestiones que la responsable: 1) resolvió directamente en ejercicio 

de la libre jurisdicción que le fuera conferida o en vía de consecuencia de ese ejercicio, y/o 2) dejó de 

resolver en perjuicio del quejoso y que debió fallar en ejercicio de esa plenitud de jurisdicción; 

erigiéndose lo anterior en una conditio sine qua non o condición necesaria para ser analizables. Y, por 

ende, por vía de exclusión los argumentos ajenos a estos temas son inoperantes por inatendibles, ya 

que inexorablemente quedarían comprendidos: a) en el cumplimiento cabal y vinculante de esa 

ejecutoria, o en la reiteración de las mismas consideraciones por: haber sido infundados los conceptos 

de violación enderezados en su contra (cosa juzgada), o, b) en el ser reiterados, por no haber sido 

materia de la litis constitucional; o, c) en el exceso o el defecto de ese cumplimiento o, d) en la 

indebida repetición del acto reclamado, o bien, e) habría precluido su derecho para hacerlos valer, 

porque a pesar de no haberse reflejado en el primer laudo o sentencia la violación procesal y/o algún 

punto desfavorable en un resolutivo que le afectara su esfera jurídica, debió haberlas combatido, en 

vía de amparo adhesivo en contra de aquél. En ese tenor, si en esa ejecutoria de amparo no se le 

confirió libertad de jurisdicción a la responsable, para que decidiera respecto de algún tópico, sobre el 

cual ésta en el ulterior laudo falló de manera diferente a como lo había hecho en el primero, ni ello es 

una consecuencia necesaria de tal libertad de jurisdicción que sí se le confirió; los conceptos de 

violación que impugnan la legalidad de lo fallado son inoperantes, por no ser materia del nuevo juicio 

de amparo, enderezado en contra del ulterior laudo dictado con motivo de la ejecutoria de amparo 

anterior. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

AMPARO. NO ES PROCEDENTE CONCEDER LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, SI CON 
MOTIVO DE ELLO SE PRIVA AL QUEJOSO DE LO YA OBTENIDO EN EL JUICIO NATURAL, 
ATENTO AL PRINCIPIO NON REFORMATIO IN PEIUS. 
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El juicio de amparo tiene como finalidad restituir al quejoso en el goce de los derechos fundamentales 

que estima violados en su perjuicio, por lo que la concesión de amparo de ninguna manera puede 

traducirse en un perjuicio para éste. De manera que, no obstante que alguno de sus conceptos de 

violación resulte fundado, no sería procedente conceder la protección constitucional si con motivo de 

ello se le priva de lo ya obtenido en el juicio de origen, pues tal situación resulta contraria al principio 

jurídico non reformatio in peius. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

AMPARO DIRECTO. LA NOTIFICACIÓN AL TERCERO INTERESADO DEL AUTO ADMISORIO DE 
LA DEMANDA, DEBE REALIZARSE POR LISTA, SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
PREVIAMENTE LO EMPLAZÓ PERSONALMENTE. 

 

Si bien es cierto que la fracción I, inciso b), del artículo 26, de la Ley de Amparo dispone que la 

primera notificación que se realice al tercero interesado debe ser personal, también lo es que dicha 

exigencia debe entenderse satisfecha desde el momento en que la autoridad responsable lo emplaza 

al juicio de amparo directo en términos de la fracción II del artículo 178 de la propia ley, que prescribe 

que debe corrérsele traslado en el último domicilio que haya designado para oír notificaciones en los 

autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso, dado que de conformidad con los diversos 

numerales 170, fracción I, último párrafo y 176 de esa ley, el juicio inicia con la presentación de la 

demanda, lo cual ocurre a través de la autoridad responsable. Por tanto, la notificación del auto 

admisorio de la demanda debe realizarse por lista de conformidad con el diverso numeral 26, fracción 

III, de la referida ley, porque pensar en contrario y ordenar su comunicación en forma personal, 

implicaría un retraso innecesario en la tramitación del expediente respectivo, en contravención a la 

máxima contenida en el artículo 17 de la Carta Magna. 
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SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CUANDO SE 
RESERVA JURISDICCIÓN A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA QUE 
REALICE LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL DE UN PRECEPTO LEGAL QUE NO LE FUE 
APLICADO AL RECURRENTE. 

 

De los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 84, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo abrogada, se advierte que para que un 

recurso de revisión interpuesto contra la sentencia dictada por un Juez de Distrito sea competencia de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se requiere que en esa resolución subsista un problema de 

constitucionalidad y, para que este presupuesto se cumpla, es necesario que en la demanda de 

amparo el quejoso realice un planteamiento en que cuestione la constitucionalidad de una norma de 

carácter general, o bien, que en su resolución, el Juez de Distrito realice la interpretación directa de un 

precepto de la Constitución Federal. En ese contexto, cuando un Tribunal Colegiado de Circuito 

reserva jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que determine lo referente a la 

interpretación constitucional de un precepto legal que no fue aplicado al quejoso, luego recurrente, tal 

aspecto no puede ser materia de análisis del recurso de revisión a instancia del Alto Tribunal, porque 

en esa hipótesis no se cumple con el requisito constitucional y legal, sobre todo cuando en la 

demanda se plantea la inconstitucionalidad del acto reclamado por la aplicación de un determinado 

ordenamiento legal, y el Juez de Distrito sobresee señalando que éste no fue aplicado; por lo que si el 

Tribunal Colegiado de Circuito confirma esa determinación, y luego pide la interpretación del 

ordenamiento no aplicado, es improcedente que el Máximo Tribunal se pronuncie al respecto. 

 

PRIMERA SALA 
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SUSPENSIÓN EN EL AMPARO. FUNCIONALIDAD DEL PRINCIPIO PRECAUTORIO EN SU 
OTORGAMIENTO. 

 

Conforme al artículo 63, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para 

dictar medidas provisionales se requiere, dada su excepcionalidad, tanto de la extrema gravedad y la 

urgencia, como de que se trate de evitar daños irreparables a las personas, esto es, atender al 

principio precautorio. En consecuencia, al pronunciarse sobre el otorgamiento de la suspensión en el 

amparo, los órganos jurisdiccionales deben verificar que: el acto de afectación se encuentre en su 

grado más intenso y elevado; implique el riesgo o amenaza inminente e inmediata del peligro a un 

derecho, y exista una probabilidad razonable de que el daño irreparable se materialice, por lo que no 

debe recaer en bienes o intereses jurídicos que puedan ser reparables. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 

REPRESENTANTE COMÚN EN EL JUICIO DE AMPARO. SI CON ESE CARÁCTER PROMUEVE 
UN RECURSO Y POSTERIORMENTE SE DESISTE DE ÉL, DICHO DESISTIMIENTO ÚNICAMENTE 
PUEDE HACERLO POR SU PROPIO DERECHO, SIN QUE PUEDA SURTIR EFECTOS EN 
PERJUICIO DE SUS REPRESENTADOS, EN VIRTUD DE QUE ESTA FIGURA JURÍDICA 
ÚNICAMENTE PUEDE DESEMPEÑARSE EN BENEFICIO DE QUIENES SE REPRESENTA. 

 

La intelección de la jurisprudencia 2a./J. 104/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 

2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

21, Tomo I, agosto de 2015, página 970, de título y subtítulo: "DESISTIMIENTO EN EL JUICIO DE 

AMPARO REALIZADO POR EL APODERADO. PARA QUE PROCEDA, EL PODER GENERAL DEBE 

CONTENER CLÁUSULA ESPECIAL QUE LO FACULTE PARA ELLO CONFORME AL ARTÍCULO 
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2587, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO CIVIL FEDERAL.", en la que se concluyó, entre otras cosas, que si 

bien es cierto que la Ley de Amparo vigente no contiene un precepto correlativo del artículo 14 de la 

legislación abrogada, que requiere cláusula especial en el poder general para que el mandatario 

desista del juicio constitucional, también lo es que como tal ordenamiento no regula el contrato de 

mandato, sino sólo permite su ejecución, debe partirse de la base de que la efectividad del 

instrumento respectivo está supeditada a la satisfacción de los requisitos que la legislación común 

consigna; aunado a la interpretación sistemática del primer párrafo del artículo 13 de la ley de la 

materia en vigor, concatenado con el diverso 5o. del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria, conforme al artículo 2o. del ordenamiento legal citado en primer orden, permite 

establecer que el representante común puede defender los derechos litigiosos en el juicio de amparo 

en el que él y sus representados tengan el carácter de parte, porque la representación común es una 

figura jurídica instituida dentro del procedimiento por economía procesal, y esa personalidad se le 

otorga al representante común para defender los derechos de sus representados y los suyos propios. 

Sin embargo, esa representación común únicamente puede desempeñarse en beneficio de quienes se 

representa, nunca en su perjuicio, por lo que, en caso de que existiera desistimiento de la demanda, 

de los medios de prueba o de alguno de los recursos hechos valer en el juicio, dicho representante 

común tendría que acreditar, fehacientemente, que cuenta con facultades en ese sentido, es decir, 

con mandato expreso; de ahí que si el representante común de los quejosos, con dicho carácter, 

promueve un recurso y posteriormente se desiste de él, este desistimiento únicamente puede hacerlo 

por su propio derecho, sin que pueda surtir efectos en perjuicio de sus representados, en virtud de 

que, como se dijo, esa figura jurídica únicamente puede desempeñarse en beneficio de quienes se 

representa y no en su perjuicio. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 

PRIMER CIRCUITO. 
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NO DISCRIMINACIÓN. CONSECUENCIAS DE LA VIOLACIÓN AL DERECHO HUMANO 
RELATIVO EN UN PROCESO JURISDICCIONAL, CONFORME AL ARTÍCULO 63 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 

 

Los actos de discriminación en un proceso jurisdiccional transgreden directamente el derecho 

fundamental contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

con cuatro posibles consecuencias: i) la declaración de nulidad del acto discriminatorio; ii) la 

indemnización de los daños causados; iii) la imposición de medidas reparatorias de carácter 

disuasorio; y, iv) en caso de que la legislación aplicable lo prevea, la aplicación de sanciones penales. 

Así, por ejemplo, tratándose de la reparación pecuniaria, para que alcance su objetivo de subsanar la 

violación al derecho humano a la no discriminación, debe ser adecuada, en el sentido de permitir 

compensar íntegramente los perjuicios y daños efectivamente sufridos a causa del acto 

discriminatorio, según las normas nacionales aplicables, pues dichas consecuencias tienen plena 

justificación en el sistema jurídico mexicano, como se advierte del artículo 63 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, que dispone que, ante la existencia de una violación a un 

derecho protegido por ese tratado internacional, debe garantizarse su goce y, si resulta procedente, 

reparar las consecuencias generadas, así como realizar el pago de un justa indemnización a quien 

hubiese sufrido la lesión. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 

DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. EL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN II, INCISO 
C), DE LA LEY RELATIVA, AL PROTEGER VALORES CONSTITUCIONALES Y DERECHOS 
FUNDAMENTALES, DEBE OBSERVARSE POR TODAS LAS AUTORIDADES DEL ESTADO 
MEXICANO. 
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En toda sociedad existen personas o colectivos que se encuentran en situación de desventaja 

potencial (vulnerables) o efectiva (vulnerados), por factores que pueden ser inherentes al grupo (edad, 

sexo o discapacidad) o provocados por su relación con el entorno en el que se desenvuelven 

(condiciones sociales, económicas o jurídicas), por ello, la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce la existencia de grupos en situación de vulnerabilidad que requieren de una 

particular protección del Estado para poder desplegar su autonomía en condiciones de igualdad con 

los restantes miembros de la sociedad, y no se vean reducidos, con menoscabo de su dignidad, a 

colectividades oprimidas por las necesidades de orden más básicas, justificando dicha circunstancia 

que el Estado tome determinadas acciones en favor del grupo para inhibir las desigualdades que 

afronta, en atención a los principios de solidaridad e igualdad sustantiva, conferidos en el artículo 1o. 

constitucional. En ese sentido, el artículo 5o., fracción II, inciso c), de la Ley de los Derechos de las 

Personas Adultas Mayores, al disponer que las personas titulares de las prerrogativas en él prescritas 

tienen derecho a recibir asesoría jurídica gratuita en los procedimientos administrativos o judiciales en 

que sean parte, y a contar con un representante legal cuando lo consideren necesario, tiene por objeto 

conferirles un mismo nivel de oportunidad para el goce y ejercicio de sus derechos humanos, por lo 

cual, consigna un principio que permea al resto de los componentes del sistema jurídico, al operar de 

modo transversal y prevalente en las demás materias o especialidades del orden jurídico, de manera 

que impone a las autoridades el deber de colmar ese beneficio al sujetar a las personas adultas 

mayores a los procedimientos administrativos o judiciales, en coordinación con las reglas previstas 

para éstos, lo que implica una variación al debido proceso legal que permitirá cumplir con el propósito 

perseguido en la ley tutelar. En ese contexto, el precepto citado, al proteger valores constitucionales y 

derechos fundamentales, prevalece en el sistema jurídico mexicano y, por tanto, debe observarse por 

todas las autoridades del Estado. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 

EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON 

RESIDENCIA EN EL DISTRITO FEDERAL Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
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DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. EL REQUISITO DE SEÑALAR LOS ACTOS QUE SE 
RECLAMAN DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, NO DEBE LLEGAR AL EXTREMO DE 
EXIGIR QUE SE PRECISE CON EXACTITUD SI SON PROPIOS DE SUS DEBERES U 
OBLIGACIONES ESTABLECIDOS EN LAS LEYES Y REGLAMENTOS RESPECTIVOS. 

 

El artículo 113 de la Ley de Amparo dispone la obligación de examinar la demanda de amparo 

indirecto para que, de advertir una causa manifiesta e indudable de improcedencia, desecharla de 

plano. Por su parte, el diverso 114 del propio ordenamiento otorga la facultad -en ocasiones 

obligación- al Juez de Distrito, de analizar dicho escrito para revisar el cumplimiento de los requisitos 

correspondientes y requerir al quejoso para que lo corrija cuando: a) contenga alguna irregularidad; b) 

se hubiere omitido alguno de los requisitos a que se refiere el artículo 108 del ordenamiento citado; c) 

no se hubiere acompañado el documento que acredite la personalidad o éste resulte insuficiente; d) 

no se hubiese expresado con precisión el acto reclamado; y, e) no se hubiesen exhibido las copias de 

la demanda. Así, las causas de prevención a que se refiere el inciso a) se relacionan con 

irregularidades de la demanda de amparo; las señaladas en los incisos b), c) y d) se vinculan con los 

requisitos de aquélla, previstos en el artículo 108, y el inciso e) se refiere a la falta de exhibición de las 

copias del escrito de demanda, en el número que señala el artículo 110 de la propia ley. Cabe señalar 

que en el supuesto de que no se cumpla con la prevención, la demanda se tendrá por no presentada; 

empero, no todos sus requisitos son indispensables para el desarrollo de la relación jurídico procesal, 

por lo cual, siempre será necesario ponderar esa circunstancia. Por tanto, la exigencia legal de 

señalar los actos que se reclaman de las autoridades responsables, no debe llegar al extremo de 

exigir que se precise con exactitud si son propios de sus deberes u obligaciones establecidos en las 

leyes y reglamentos respectivos, esto es, que se encuentren dentro de sus facultades, porque el 

quejoso no es perito en derecho, ni está obligado a conocer ese hecho; tan es así que la fracción IV 

del artículo 108 sólo exige que señale la norma general, acto u omisión que de cada autoridad 

reclama sin especificar, como obligación, que los actos atribuidos a cada una efectivamente sean 

propios de sus deberes y obligaciones, pues las autoridades responsables, al rendir su informe con 
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justificación, precisarán si son ciertos o no los actos a ellas atribuidos y, en su caso, corresponderá a 

los quejosos demostrar su existencia. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO 

PRIMER CIRCUITO. 

 

AMPARO ADHESIVO. SU ESTUDIO NO PUEDE SER PREFERENTE AL DEL AMPARO 
PRINCIPAL, AUN CUANDO SÓLO EN ÉL SE ADUZCAN VIOLACIONES PROCESALES QUE 
PUDIERAN RESULTAR FUNDADAS. 

 

No obstante que en el amparo principal no se hagan valer conceptos de violación encaminados a 

impugnar violaciones al procedimiento que hubieren trascendido al resultado del laudo, lo que sí 

acontece con el amparo adhesivo, de acuerdo con el artículo 182 de la Ley de Amparo, se deduce que 

esta figura no guarda autonomía respecto del principal, sino que sigue la suerte de éste, esto es, 

siempre va pender de lo que se resuelva en el principal, por consiguiente, aun cuando en el amparo 

principal no se hagan valer violaciones al procedimiento, es improcedente abordar el estudio iniciando 

por el amparo adhesivo, porque podría darse el supuesto hipotético que de resultar fundada la 

violación procesal se concediera la protección de la Justicia Federal y se sobreseyera en el juicio 

respecto del principal, lo que contraviene la norma señalada, en razón de que sería el amparo 

principal el que seguiría la suerte del adhesivo, lo que es contrario al mandato del legislador. Por 

tanto, el estudio de la litis constitucional debe iniciarse con el análisis de los conceptos de violación 

hechos valer en el amparo principal y, de resultar fundados, proceder al estudio de los conceptos de 

violación del amparo adhesivo, toda vez que, en caso de que se negara el amparo en cuanto al 

principal, el adhesivo deberá declararse sin materia, resultando innecesario el estudio de la violación 

procesal, aun cuando pudiera resultar fundada. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO. 

 

AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE QUEJA. DEBEN DECLARARSE ASÍ, CUANDO 
DE ESTIMARSE FUNDADO ÉSTE, SE CAUSEN PERJUICIOS AL RECURRENTE. 

 

Del artículo 190, primer párrafo, de la Ley de Amparo, se advierte que corresponde a la autoridad 

responsable decidir en el plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre la suspensión del 

acto reclamado y fijar los requisitos para su efectividad, cuyas decisiones puede revisar un Tribunal 

Colegiado de Circuito a través del recurso de queja previsto en el artículo 97, fracción II, inciso b), de 

la mencionada ley reglamentaria, lo que implica que el tribunal, al resolver dicho recurso, puede 

asumir plenitud de jurisdicción para subsanar los vicios relacionados, entre otros, con los requisitos de 

efectividad de la medida suspensional. En ese sentido, si a través del recurso de queja planteado por 

una de las partes, se concluye que los agravios resultan fundados, en tanto que la garantía fijada para 

que surta efectos esa medida es insuficiente, aquéllos deben declararse inoperantes, atento al 

principio general de derecho non reformatio in peius, porque si al apreciar la cantidad que con plenitud 

de jurisdicción debería fijarse resulta ser perjudicial para el inconforme, al no ser factible agravar la 

situación de éste, el recurso debe declarase infundado. 

 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS PLANTEAMIENTOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 
FORMULADOS PRECAUTORIAMENTE NO CONFIGURAN UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL 
QUE HAGA PROCEDENTE DICHO RECURSO. 
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Los planteamientos de inconstitucionalidad como construcciones argumentativas de tipo precautorio o 

preventivo (ad cautélam), que tienden a combatir supuestos normativos de aplicación futura e incierta, 

no dan lugar a que el órgano jurisdiccional de amparo se pronuncie sobre la regularidad del precepto 

que se estima contrario a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, aun 

cuando la sentencia de amparo aborde el estudio de planteamientos de esta naturaleza, tal 

circunstancia no configura una cuestión constitucional que haga procedente el recurso de revisión en 

amparo directo, toda vez que no existió un acto concreto de aplicación del artículo impugnado que 

hubiese afectado la esfera jurídica del recurrente. 

 

SEGUNDA SALA 

 

RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL 
RESPONSABLE CONTRA LA SENTENCIA DE AMPARO QUE LE IMPONE UNA MULTA POR NO 
RENDIR SU INFORME JUSTIFICADO. LA MATERIA DE ESTE MEDIO DE IMPUGNACIÓN SE 
LIMITA A ANALIZAR LA JUSTIFICACIÓN DEL CORRECTIVO IMPUESTO, POR LO QUE DEBEN 
DECLARARSE FIRMES E INTOCADAS LAS CUESTIONES AJENAS A DICHO TEMA, INCLUSIVE, 
SI DE OFICIO SE ADVIRTIERA LA ACTUALIZACIÓN DE UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA NO 
ALEGADA POR LAS PARTES, NI ANALIZADA POR EL ÓRGANO INFERIOR. 

 

De acuerdo con el artículo 87, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, las autoridades judiciales 

carecen de legitimación para interponer el recurso de revisión contra las sentencias que declaren la 

inconstitucionalidad del acto reclamado, cuando éste se hubiera emitido en ejercicio de la potestad 

jurisdiccional. Lo anterior es así, toda vez que el objetivo de la actividad judicial, en términos del 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es la absoluta imparcialidad y 

el total desapego al interés de las partes contendientes; además, la función del juzgador ordinario de 

velar por el interés público está limitada a su actuación como rector del proceso, sin que trascienda al 

juicio de amparo, en el que tal deber corresponde a los órganos encargados de la protección de los 

derechos fundamentales. Sin embargo, excepcionalmente en las sentencias de amparo pueden 
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imponerse sanciones por el desacato a un mandato, inclusive, a las autoridades jurisdiccionales, 

resultando de ello una afectación que sólo resentirá la persona física que ocupe el cargo de la 

responsable sancionada; por tanto, en esta hipótesis sí es pertinente que la autoridad judicial 

interponga el recurso de revisión, a fin de otorgarle la oportunidad de defenderse. Ahora bien, si en la 

sentencia de amparo se impuso una multa a aquélla por no rendir su informe justificado, conforme al 

artículo 260, fracción II, de la ley de la materia, este fallo estará constituido, por un lado, de 

consideraciones atinentes al acto reclamado (procedencia del juicio y constitucionalidad de la 

actuación impugnada) y, por otro, de razones que justifiquen la imposición de la sanción; resaltando 

que ambos aspectos serán autónomos, pues los argumentos relativos a la procedencia del juicio o la 

constitucionalidad del acto reclamado, no incidirán sobre los motivos que sustenten la aplicación de la 

multa. Por ello, si la autoridad jurisdiccional sancionada interpone en su contra el recurso de revisión, 

la materia de este medio de impugnación se limita a analizar la justificación del correctivo impuesto, 

por lo que debe declararse firme e intocado el resto de las consideraciones que contenga la sentencia 

y que sean ajenas al tema de la sanción, inclusive, si de oficio se advirtiera la actualización de una 

causal de improcedencia que no fue alegada por las partes ni analizada por el órgano inferior, por lo 

que no debe procederse a su análisis sino que, atento a que deben dejarse firmes e intocadas las 

consideraciones que sean autónomas a la imposición de la sanción, la litis constitucional debe quedar 

como si no hubiere sido impugnada. Pues aun en este caso, no debe soslayarse la improcedencia del 

recurso de revisión de la autoridad judicial contra la sentencia que declara la inconstitucionalidad del 

acto reclamado emitido en ejercicio de la potestad jurisdiccional. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

RECURSO DE RECLAMACIÓN POR EL QUE SE IMPUGNA EL PROVEÍDO QUE DA POR 
TERMINADA LA CONTIENDA JUDICIAL. EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. 
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Cuando el acto reclamado consiste en la resolución que resolvió el recurso de reclamación interpuesto 

contra el proveído que determinó no aprobar el convenio que da por finiquitada la contienda judicial, 

es procedente el amparo indirecto. Ello es así, pues el derecho fundamental que prevé el artículo 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, indica como una forma de acceso a una 

justicia pronta y expedita, la existencia de mecanismos alternativos de solución a controversias como 

un derecho de las partes, esto es, como una forma diversa a la judicial, resultando evidente que el 

negar la aprobación del referido convenio, vulnera el derecho de acceso a la justicia, sin que pueda 

estimarse el acto reclamado como una mera violación procesal pues, de continuar el procedimiento en 

el juicio de origen, éste culminaría con una sentencia, en la que ya no sería analizada la legalidad de 

la falta de aprobación del referido acuerdo de voluntades. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

PRUEBAS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. OPORTUNIDAD PARA SU OFRECIMIENTO 
CUANDO SE PROMUEVE POR UN TERCERO EXTRAÑO A JUICIO POR EQUIPARACIÓN. 

 

Cuando el quejoso acude al juicio de amparo indirecto en su carácter de tercero extraño a juicio por 

equiparación, conforme a la fracción VI del artículo 107 de la Ley de Amparo, alegando la violación al 

derecho de audiencia, ya sea porque sin ser parte de un juicio se le pretende afectar un derecho, o 

siendo parte de la relación jurídica procesal, no fue emplazado o fue citado en forma distinta de la 

prevenida por la ley, la doctrina jurisprudencial los define, en el primer caso como tercero extraño 

natural y en el segundo como tercero extraño por equiparación. Ahora bien, tratándose de este último, 

no es indispensable que cuando reclama no haber sido oído y vencido en juicio deba señalar 

específicamente la diligencia de emplazamiento, ya sea por inexistente o por ilegal, ya que ello está 

implícito, en el acto reclamado, el cual consiste en todo el procedimiento, por ende, es innecesario 

ampliar la demanda de amparo contra el ilegal emplazamiento, cuando en el informe justificado de la 
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autoridad responsable se anexa tal actuación. No obstante, el quejoso puede presentar pruebas para 

desvirtuar la firma que aparece en tal diligencia, sin importar que se haya diferido la audiencia 

constitucional pues, con ello, trata de ejercer su derecho sustantivo, no sólo porque no haya tenido 

oportunidad de ofrecer pruebas ante la responsable, sino porque tuvo conocimiento del contenido del 

emplazamiento a partir de la vista que se le dio del informe justificado; por lo que, no importa que no lo 

hubiera hecho antes de la primera audiencia, pues no se le puede exigir que presente pruebas 

respecto al llamamiento a juicio, si no conocía dicha diligencia, porque de conformidad con el artículo 

119 de la citada ley, tratándose del ofrecimiento de pruebas, entre ellas la pericial, no sólo es 

fundamental tener la oportunidad de ofrecerla, esto es, contar con el plazo de cinco días hábiles antes 

del señalado para la celebración de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el 

señalado para la propia audiencia sino, además, tener la oportunidad a partir de la fecha en que 

conozca el hecho que trate de probar o desvirtuar. Ahora bien, si el oferente no conoció el hecho a 

prueba con la oportunidad legal suficiente, sino que se enteró de él con motivo del informe justificado 

rendido poco antes de la audiencia constitucional, éstas pueden proponerse legalmente con 

posterioridad a la primera audiencia, pero cumpliendo con el término establecido por el citado artículo 

119, tomando como fecha de referencia la de la segunda audiencia. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

INFORME JUSTIFICADO. DEL PLAZO DE QUINCE DÍAS PARA SU RENDICIÓN, DEBEN 
DESCONTARSE TANTO LOS DÍAS INHÁBILES QUE FIJAN LA LEY DE AMPARO Y EL CONSEJO 
DE LA JUDICATURA FEDERAL EN EL ACUERDO GENERAL CORRESPONDIENTE, COMO LOS 
QUE DISPONGA LA LEGISLACIÓN QUE RIGE LA ACTUACIÓN DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE, INCLUYENDO CUALQUIER OTRO DÍA EN QUE ASÍ SE HAYA DECLARADO. 

 

De acuerdo con el artículo 117 de la Ley de Amparo, el plazo genérico para que la autoridad rinda su 

informe justificado es de quince días, el cual quedó referido a días hábiles, dado que sólo en éstos 
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puede actuarse en el juicio de amparo, como lo establecen los artículos 19 de dicha ley y 9 del 

Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que establece las disposiciones en 

materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. Ahora bien, las excepciones a los 

días hábiles que fijan los artículos citados en último término, atienden a que el órgano jurisdiccional 

que conozca del juicio de amparo no podrá actuar en los días en los que no labore, que son los 

sábados y domingos, así como las diversas fechas conmemorativas y los casos de suspensión de 

labores y fuerza mayor. Sin embargo, tratándose de las autoridades responsables, surge una cuestión 

que debe tomarse en cuenta para la sustanciación del juicio constitucional, toda vez que éstas, a 

diferencia de los particulares, de acuerdo con el principio de legalidad, sólo pueden hacer lo que la ley 

les faculta; por lo que también debe considerarse que una autoridad que se rige por sus propias leyes, 

sólo podrá actuar en los términos que el legislador le haya facultado. Por tanto, la autoridad 

responsable que debe cumplir con cargas y deberes procesales dentro del juicio de amparo, como lo 

es la rendición del informe justificado, sólo podrá llevar a cabo sus actuaciones en los días que su 

propia normatividad se lo permita, ya que están facultadas para establecer, de acuerdo a sus 

necesidades, qué días deben estimarse hábiles y cuáles no. De ahí que del plazo que le sea fijado 

para la rendición del informe mencionado, deben descontarse tanto los días inhábiles que fijan la ley 

de la materia y el acuerdo general referido, como los que disponga la legislación que las rija, 

incluyendo cualquier otro día en que así se haya declarado. A lo anterior, se adiciona que, en 

concordancia con el principio de igualdad de armas, el acontecimiento de un día inhábil debe 

favorecer no sólo a los particulares, sino también a las autoridades responsables, en la medida en que 

ambos cuentan con cargas procesales establecidas para integrar debidamente la litis constitucional y 

que con ello pueda resolverse correctamente la controversia planteada. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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COMPETENCIA. EL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLINA 
PROCEDE EN EL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE LA 
ACEPTA, AL CONSTITUIR AMBAS UN SOLO ACTO JURÍDICO. 

 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 239/2014, 

en sesión pública de 28 de mayo de 2015, que dio origen a la jurisprudencia P./J. 17/2015 (10a.), 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 

horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo I, 

agosto de 2015, página 5, de título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. PROCEDE EN CONTRA DE 

LOS ACTOS DE AUTORIDAD QUE DETERMINEN DECLINAR O INHIBIR LA COMPETENCIA O EL 

CONOCIMIENTO DE UN ASUNTO, SIEMPRE QUE SEAN DEFINITIVOS (INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 107, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 

2013).", al interpretar la fracción VIII del artículo 107 de la Ley de Amparo, determinó que el juicio de 

amparo indirecto procede contra los actos en los que la autoridad jurisdiccional a favor de la cual se 

declina la competencia la acepta, o bien, cuando se inhibe en el conocimiento de un asunto, por ser 

en ese momento cuando se produce una afectación personal y directa a la esfera jurídica de los 

derechos del gobernado; por tanto, contra la resolución original de declinatoria de competencia, no 

procede el juicio de amparo indirecto, al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el artículo 

61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción VIII, interpretado a contrario sensu, ambos 

de la ley de la materia. En ese contexto, se concluye que al no proceder el amparo contra el primer 

auto o resolución declinatoria de competencia, su legalidad puede ser motivo de inconformidad y de 

examen constitucional en el juicio de amparo promovido contra el auto de aceptación de dicha 

competencia, esto, porque la declinatoria constituye el origen de aquella determinación de 

competencia y, por ende, constituye un solo acto jurídico; de estimar lo contrario, se dejaría en estado 

de indefensión al quejoso, quien no podría impugnar por vicios propios ese primer acto mediante 

algún recurso. 
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 
ILEGAL EMPLAZAMIENTO CUANDO EN LA INICIAL SE RECLAMÓ TODO LO ACTUADO EN EL 
JUICIO. 

 

Cuando el quejoso acude al juicio de amparo indirecto en términos de la fracción VI del artículo 107 de 

la Ley de Amparo, alegando violación al derecho de audiencia, porque siendo parte de la relación 

jurídica procesal no fue emplazado o fue citado en forma distinta de la prevenida por la ley, lo que la 

doctrina jurisprudencial define como tercero extraño por equiparación, no es indispensable que señale 

específicamente la diligencia de emplazamiento, ya sea por inexistente o por ilegal, ya que ello está 

implícito en el acto reclamado, que consiste en todo el procedimiento, por ende, es innecesario 

ampliar la demanda de amparo contra dicha diligencia, cuando en el informe justificado de la autoridad 

responsable se anexa. Sin embargo, no puede dejarse de estudiar para resolver el fondo del asunto, 

pues en dicho acto radica la violación al derecho de audiencia, esto es, si el emplazamiento existió y 

es legal, el juicio donde el quejoso se ostenta como tercero extraño no es violatorio de derechos 

fundamentales, pero si no existió o es ilegal entonces sí. En ese orden de ideas, el quejoso no tiene 

por qué ampliar su demanda contra el emplazamiento, pero sí puede ofrecer las pruebas para 

desvirtuarlo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LOS AGRAVIOS PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 76 BIS, 
FRACCIÓN VI Y 79, FRACCIÓN VI, DE LAS LEYES DE AMPARO ABROGADA Y VIGENTE, 
RESPECTIVAMENTE. NO OPERA EN LA REVISIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN, CUANDO 
EL QUEJOSO RECURRENTE COMPARECE COMO TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO NATURAL. 
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La materia del recurso de revisión de un incidente de suspensión es la interlocutoria que resuelve 

sobre la suspensión definitiva cuyas consideraciones descansan primordialmente en las constancias 

que integran dicho incidente, y de las cuales la quejosa tiene pleno y oportuno conocimiento para 

impugnarlas, por ser la promovente del juicio de amparo. Ahora bien, tanto en la ley abrogada como 

en la vigente en los artículos 76 Bis, fracción VI y 79, fracción VI, respectivamente, se establece una 

clasificación conforme a la materia y a los sujetos para la procedencia de la suplencia de los 

conceptos de violación y agravios, precisando que operará en otras materias distintas a la penal, 

agraria y laboral, en aquellos casos en que se advierta que ha habido en contra del quejoso una 

violación manifiesta o evidente de la ley que lo haya dejado sin defensa, luego, en los casos en que la 

quejosa ocurra como tercero extraña al juicio natural, del cual dice no ser parte y existen actos que le 

afectan en su esfera legal, puede considerarse como una violación evidente a la ley que la deja sin 

defensa, en donde la controversia en el amparo serán los actos de los cuales la promovente carece de 

información plena para reclamarlos adecuadamente; sin embargo, la litis en el recurso de revisión del 

incidente de suspensión, surge de las consideraciones formuladas a partir de las constancias que 

integran el cuaderno relativo al incidente de suspensión de las cuales ya se tuvo conocimiento para 

impugnarlas por ser la demandante del juicio; de ahí que no opere en la revisión del incidente de 

suspensión la suplencia de la deficiencia de los agravios, cuando el quejoso recurrente ocurre como 

tercero extraño al juicio natural. 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 

 

NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN EL JUICIO DE AMPARO. EL HECHO DE QUE EL ACTUARIO 
JUDICIAL ESTÉ ADSCRITO AL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE RESUELVE EL INCIDENTE 
RELATIVO, NO ES IMPEDIMENTO PARA QUE OFREZCA PRUEBAS PARA JUSTIFICAR LA 
LEGALIDAD DE SU ACTUACIÓN. 
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El actuario judicial cuya actuación se cuestiona en un incidente de nulidad de notificaciones se 

equipara a cualquier otro sujeto procesal, pues de la interpretación de los artículos 67 y 68 de la Ley 

de Amparo, que establecen que con el escrito del incidente se dará vista a las partes para que, en el 

término de tres días, manifiesten lo que a su interés convenga y ofrezcan las pruebas que estimen 

pertinentes, se considera que entre esas partes figura el actuario judicial, por ende, tiene derecho de 

ofrecer pruebas y formular alegatos a su favor, al cuestionarse su actuación en la práctica de una 

notificación que se tilda de ilegal, por lo que atento al principio de igualdad procesal, se le debe 

otorgar igual derecho y prerrogativas procesales que al promovente del incidente de nulidad. Por 

tanto, el hecho de que el actuario esté adscrito al órgano jurisdiccional que resuelva la incidencia, no 

es impedimento para que éste ofrezca pruebas dentro de dicho incidente, ya que al ser controvertida 

su acción por alguna de las partes en el juicio de amparo, si se declarase fundada, podría ocasionarle 

un perjuicio como la imposición de una sanción, pues el artículo 247 de la citada ley, establece que en 

los casos de los artículos 32 y 68 de la propia ley, al servidor público que de mala fe practique una 

notificación que sea declarada nula, se le impondrá multa de treinta a trescientos días. Así, en respeto 

a los derechos fundamentales de audiencia y defensa, dicho funcionario debe tener la posibilidad de 

ofrecer medios de prueba para justificar la legalidad de su actuación. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

 

EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO. LO DISPUESTO EN EL ÚLTIMO 
PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XVIII DEL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE LA MATERIA, NO COBRA 
VIGENCIA SI EXISTE JURISPRUDENCIA QUE RESUELVE SOBRE LA PROCEDENCIA DEL 
RECURSO. 

 

El apartado referido prevé un caso de excepción al principio de definitividad, consistente en que 

cuando la procedencia del recurso o medio de defensa legal se sujete a interpretación adicional o su 

fundamento legal sea insuficiente para determinarla, el quejoso no está obligado a interponer dicho 
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recurso antes de acudir al juicio de amparo. Sin embargo, cuando existe jurisprudencia obligatoria, en 

términos del artículo 217 de la Ley de Amparo, en la que se concluye cuál es el recurso procedente, 

según la legislación aplicable que debe agotarse y con base en ella, la procedencia del recurso o 

medio de defensa legal ya no se encuentra sujeta a interpretación adicional, el quejoso ya no está en 

aptitud de no optar por interponer dicho recurso antes de acudir al juicio de amparo, porque no hay 

motivo de interpretación alguno si el aspecto toral ha quedado dilucidado por jurisprudencia firme de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación; máxime, cuando de suyo, involucra un aspecto de 

procedencia del juicio de amparo, cuyo estudio es oficioso, ya que cuando existe jurisprudencia no es 

factible hacer una interpretación adicional, pues debe entenderse que la ley ya está integrada a través 

de aquella que determina cuál es el recurso que debe agotarse. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

APERCIBIMIENTO DE MULTA EN EL AMPARO INDIRECTO. ES ILEGAL EL DECRETADO A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE SI NO REMITE EN EL TÉRMINO DE CINCO DÍAS LAS 
CONSTANCIAS QUE APOYEN EL ACTO RECLAMADO. 

 

El precepto 117 de la Ley de Amparo prevé que la autoridad responsable deberá rendir su informe con 

justificación dentro del plazo de quince días, el que podrá ampliarse hasta por otros diez, atendiendo a 

las circunstancias del caso, y que a dicho informe se acompañará, en su caso, copia certificada de las 

constancias necesarias para apoyarlo. Por tanto, el apercibimiento del Juez de Distrito a la autoridad 

responsable con la imposición de una multa de no remitir en el término de cinco días las constancias 

que justifiquen el acto reclamado es ilegal, tomando en cuenta que dicho requerimiento no encuentra 

sustento alguno en el contenido de la aludida disposición ni en alguna otra. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SEXTO CIRCUITO. 
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Procesal Mercantil 

Jurisprudencias 

 

PROCEDIMIENTO DE DECLARACIÓN ADMINISTRATIVA DE CADUCIDAD DE UNA MARCA. 
VALOR PROBATORIO DE LAS FACTURAS EXPEDIDAS POR EL TITULAR O SU 
LICENCIATARIO PARA ACREDITAR SU USO. 

 

Del artículo 192 de la Ley de la Propiedad Industrial deriva que las facturas son documentos privados 
que permiten acreditar el uso de una marca en los procedimientos de declaración administrativa de 
caducidad, salvo prueba en contrario; esto es, tienen idoneidad legal, porque son el medio apropiado 
para demostrar los hechos materia de la controversia en esos procedimientos; sin embargo, si bien su 
valor depende en parte de esa idoneidad, debe considerarse su contenido intrínseco y particular en 
cada caso, a fin de determinar su alcance probatorio, es decir, la plena convicción que producirá en el 
juzgador. Por tanto, cuando las facturas expedidas por el titular o su licenciatario se objeten en dichos 
procedimientos, la verdad de su contenido debe demostrarse con otras pruebas, ya que su mera 
refutación hace que sean insuficientes para acreditar el uso de la marca, debido a que en estos 
supuestos sólo generarán un indicio que necesitará de otros elementos para constituir una prueba que 
permita vincular al titular o licenciatario de la marca con ella. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

LAUDO ARBITRAL. LA RESOLUCIÓN TERMINAL SOBRE SU NULIDAD O RECONOCIMIENTO Y 
EJECUCIÓN EMITIDA EN EL JUICIO ESPECIAL, ES IMPUGNABLE EN AMPARO DIRECTO. 

 

De la interpretación armónica y teleológica de la normativa que regula el juicio especial sobre 
transacciones comerciales y arbitraje y de la reforma al Código de Comercio publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de enero de 2011 que le dio origen, se concluye que el legislador 
pretendió reglamentar la intervención judicial en el arbitraje, así como agilizar los procedimientos de 
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nulidad o reconocimiento y ejecución de un laudo arbitral. En ese sentido, el citado proceso especial 
puede considerarse como un juicio autónomo e independiente al arbitraje -en función de la materia 
que lo integra- del que deriva una sentencia definitiva, en tanto que su creación derogó el sistema de 
regulación incidental de los procedimientos relacionados con el arbitraje comercial y, en contrapartida, 
estableció un procedimiento especial que reviste todas las formalidades propias de un juicio principal, 
estableciendo un medio concreto para dilucidar eficazmente dichas temáticas. Por lo anterior, las 
resoluciones terminales sobre nulidad o ejecución de laudos dictadas en ese proceso especial, 
pueden considerarse como sentencias definitivas o resoluciones que ponen fin a un juicio, para 
efectos de la procedencia del amparo directo, lo que equivale a otorgar el carácter que el legislador 
quiso darle a dicho proceso, sin desvirtuar el objetivo para el cual fue creado. 

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PAGARÉ. AUN CUANDO EL JUICIO SE SIGA EN REBELDÍA, EL JUZGADOR TIENE LA 
OBLIGACIÓN DE PROTEGER Y GARANTIZAR OFICIOSAMENTE EL DERECHO HUMANO DEL 
ENJUICIADO A NO SUFRIR USURA. 

 

En la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 
2014, página 402, de título y subtítulo: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, 
DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación consideró que si el juzgador advierte que la tasa de intereses consignada en un pagaré es 
notoriamente excesiva, puede reducirla oficiosa y prudencialmente, valorando las circunstancias 
particulares del caso y las actuaciones que tenga para resolver. Asimismo, enunció los siguientes 
parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo del rédito: a) el tipo de relación entre 
las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del 
acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto; e) el plazo; f) la 
existencia de garantías para el pago; g) las tasas bancarias de interés para operaciones similares a 
las analizadas; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las 
condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Ahora bien, la 
falta de contestación de la demanda no constituye un impedimento jurídico para analizar los referidos 
parámetros, porque, aunque el juicio se siga en rebeldía, el juzgador tiene la facultad y la obligación 
de proteger y garantizar oficiosamente el derecho humano del enjuiciado a no sufrir usura, de 
conformidad con los artículos 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal y 21, numeral 3, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Además, la falta de contestación de la demanda 
tampoco es un obstáculo práctico para que el juzgador conozca algunos de los referidos parámetros, 
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pues aquellos que consistan en circunstancias particulares del caso (relación entre las partes; calidad 
de los sujetos; actividad del acreedor; destino, monto, plazo y garantías del crédito), pueden quedar 
revelados a través de los datos contenidos en la demanda y sus anexos, mientras que los relativos a 
indicadores financieros (tasas de interés bancarias y variación del índice inflacionario nacional), 
pueden constituir hechos notorios que no requieren de planteamientos ni pruebas de las partes, por 
encontrarse difundidos mediante publicaciones impresas o electrónicas oficiales. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

 

 

 

 

Tesis Aisladas  

 

TRIBUNAL DE COMPETENCIA. ALCANCES DE SU JURISDICCIÓN AL RESOLVER LA 
EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA POR DECLINATORIA EN MATERIA MERCANTIL. 

Al tenor de la jurisprudencia P./J. 83/98, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, 
diciembre de 1998, página 28, de rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA. SE DEBE DETERMINAR 
TOMANDO EN CUENTA LA NATURALEZA DE LA ACCIÓN Y NO LA RELACIÓN JURÍDICA 
SUSTANCIAL ENTRE LAS PARTES.", al resolver un conflicto de competencia se debe atender 
exclusivamente a la naturaleza de la acción y resolver con base en un cuidadoso estudio de las 
prestaciones reclamadas, de los hechos narrados, de las pruebas aportadas y de los preceptos 
legales que, en su caso, se invoquen en la demanda; empero, debe prescindirse del estudio de la 
relación jurídica sustancial, por ser una cuestión que atañe al fondo del asunto que corresponde 
resolver exclusivamente al órgano jurisdiccional. Bajo esa premisa, el superior de instancia, cuando 
actúa en su calidad de tribunal de competencia, únicamente está facultado para decidir sobre ésta, sin 
reasumir la jurisdicción ordinaria y, por tanto, no puede resolver otras cuestiones que, aun cuando 
fueren de análisis oficioso, la ley no le faculta para emprender su estudio; de manera que, al resolver 
la excepción de incompetencia por declinatoria en materia mercantil no debe pronunciarse acerca de 
la procedencia de la vía o de la naturaleza de la acción, sino que, por el contrario, la vía elegida 
constituye un elemento que debe tomar en cuenta para decidir si el juzgador es o no legalmente 
competente para conocer de la controversia judicial sometida a su potestad, pero sin prejuzgar sobre 
su procedencia pues, de lo contrario, incurriría en incongruencia al pronunciarse sobre aspectos 
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ajenos a la cuestión sobre la cual debe resolver, cuyo examen corresponde en exclusiva al Juez 
competente. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DE TRABAJO (TRABAJADORES DESCENDIDOS). 

 

Si un trabajador fue ascendido a un empleo de mayor jerarquía y después es descendido a su antigua 
plaza, la acción que puede hacer valer en contra de su descenso prescribe en un año, de acuerdo con 
el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, y no en dos meses, conforme al artículo 518 del mismo 
ordenamiento, en relación con la fracción XXII del artículo 123 de la Constitución Federal; ya que la 
acción no puede ser de reinstalación por despido, porque con éste se rompe el vínculo contractual 
entre patrón y obrero y, en aquel supuesto, no se rompe ese vínculo, porque el trabajador continúa 
trabajando, aunque en un puesto de inferior categoría. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS 10 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO, AL PREVER QUE SÓLO EL EMPLAZAMIENTO SERÁ NOTIFICADO 
PERSONALMENTE, NO VULNERA LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE PREVIA AUDIENCIA 
Y DEBIDO PROCESO CONTENIDOS EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 

Conforme al artículo 1390 Bis 10 del Código de Comercio, en el juicio oral sólo el emplazamiento será 
notificado personalmente y las demás determinaciones se notificarán de acuerdo con las reglas de las 
notificaciones que no deben realizarse en forma personal. Ahora bien, el citado precepto no vulnera 
los derechos fundamentales de previa audiencia ni el debido proceso previstos en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque esta norma no exige alguna modalidad 
en particular para la práctica de las notificaciones de los juicios posteriores al emplazamiento pues, 
con base en la interpretación del Máximo Tribunal del País, sólo se exige que se haga saber al 
demandado, en forma fehaciente, el inicio del juicio incoado en su contra, de manera que para que 
una notificación subsecuente al llamado a juicio se considere legalmente realizada, es innecesario 
hacerla en forma personal, ya que el respeto de las formalidades esenciales del procedimiento puede 
lograrse por cualquiera de los medios idóneos y eficaces establecidos por el legislador, siempre que 
haya certeza de que las partes serán escuchadas en el juicio previamente al dictado de la sentencia al 
estar enteradas de la existencia y finalidad de dicho procedimiento. El alcance de la citada norma 
constitucional sólo obliga al legislador a establecer leyes que aseguren la notificación personal de los 
afectados, respecto del inicio del procedimiento; notificación que tiene por objeto que la persona 
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llamada a juicio se encuentre en condiciones de preparar su defensa, ofrecer y desahogar pruebas, y 
formular alegatos, ya que ella es la más interesada en sus resultados, precisamente, por esta razón, la 
notificación personal de la sentencia, o bien, de otras determinaciones posteriores al emplazamiento 
puede ser útil, conveniente o idónea para las partes, pero no estrictamente necesaria para cumplir con 
los derechos fundamentales de previa audiencia y debido proceso que consagra el citado artículo 14. 
Además, atento a la exposición de motivos relativa a la iniciativa del Decreto que reforma, adiciona y 
deroga diversas disposiciones del Código de Comercio, publicado el veintisiete de enero de dos mil 
once, en lo que interesa, puede establecerse que las notificaciones personales del juicio de naturaleza 
oral fueron suprimidas por razones de celeridad, y si se toma en cuenta que las partes contendientes 
en ese tipo de procedimiento sumario tienen la carga procesal -como en cualquier procedimiento 
jurisdiccional especial, sumario u ordinario-, de estar al pendiente de los acontecimientos del juicio, 
toda vez que el interés natural y las cargas procesales inherentes a todos los procedimientos 
jurisdiccionales, permite que las partes sigan paso a paso las determinaciones del juzgador, aunado a 
que el legislador debe establecer, al mismo tiempo, limitaciones a la actuación de aquél a fin de 
garantizar la pronta y expedita administración de justicia que consagra el artículo 17 de la propia 
Constitución Federal pues, de establecer más notificaciones de carácter personal, se entorpecería la 
prosecución del juicio oral y se retardaría el procedimiento, lo que implicaría que tanto los 
contendientes como el Estado erogarían más gastos y contribuirían al rezago de la administración de 
justicia, lo cual justifica que la norma invocada no prevea más que la notificación personal para el caso 
del emplazamiento. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA FALTA DE INSUMOS TECNOLÓGICOS PREVISTOS EN EL 
CÓDIGO DE COMERCIO O EN LAS NORMAS QUE LO REGULAN, A FIN DE VIDEOGRABAR LAS 
AUDIENCIAS Y DILIGENCIAS EN LOS JUZGADOS DE DISTRITO, PARA QUE LAS PARTES QUE 
CONTIENDEN INTERVENGAN, NO LAS DEJA EN ESTADO DE INDEFENSIÓN, MIENTRAS 
HAYAN SIDO CITADAS. 

 

La circunstancia de que por cuestiones de carácter administrativo, el Consejo de la Judicatura Federal 
-en su carácter de encargado de administrar a los Juzgados de Distrito y Tribunales de Circuito, en 
términos del artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos-, no haya 
dotado a los Juzgados de Distrito de los insumos tecnológicos necesarios, previstos en el Código de 
Comercio o en las normas que regulan el juicio oral mercantil, a fin de videograbar las audiencias y 
diligencias, y que por tal razón, las partes no intervengan en forma completamente oral, ello no las 
deja en estado de indefensión, pues mientras en el procedimiento hayan sido citadas, pueden 
comparecer a ofrecer pruebas, alegar lo que a su derecho convenga y obtener una sentencia; 
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entonces, aun ante la ausencia de la infraestructura tecnológica prevista en la ley, sus derechos 
estarán salvaguardados en los términos que la Constitución Federal dispone. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

JUICIO ORAL MERCANTIL. LA CONSTANCIA MÉDICA EXHIBIDA POR LA OFERENTE DE LA 
PRUEBA PERICIAL EN CONTABILIDAD, PARA JUSTIFICAR SU INCOMPARECENCIA, NO 
CONDUCE AL DIFERIMIENTO DE LA AUDIENCIA. 

La incomparecencia del oferente de la prueba pericial en contabilidad, no impide que el perito a quien 
está dirigido el apercibimiento, pudiese presentarse, no así al enjuiciado; pues por imperio de la ley, 
en la parte final del precepto 1390 Bis 48 del Código de Comercio, se establece que los peritos 
asistirán a la audiencia respectiva con el fin de exponer verbalmente las conclusiones de sus 
dictámenes, a efecto de que se desahogue la prueba con los exhibidos y respondan las preguntas que 
el Juez o las partes les formulen; asimismo, que en caso de no asistir los peritos designados por las 
partes, se tendría por no rendido su dictamen; de ahí que la constancia médica exhibida por la 
oferente para justificar su incomparecencia a la audiencia de juicio, no constituya una razón para que 
el juzgador la difiera. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS DEL CÓDIGO DE COMERCIO, AL PREVER 
QUE CONTRA LAS RESOLUCIONES PRONUNCIADAS EN AQUÉL NO PROCEDE RECURSO 
ORDINARIO ALGUNO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE EXPEDITEZ CONTENIDO EN EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NI EL 
PRECEPTO 1, NUMERALES 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS. 

 

Conforme al artículo 1390 Bis del Código de Comercio, las resoluciones que se emiten durante el 
procedimiento oral no son impugnables a través de un recurso ordinario. Sin embargo, esta 
disposición no vulnera el principio de expeditez contenido en el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, por el contrario, ante la celeridad que requiere el juicio oral, el 
legislador consideró dar firmeza a las resoluciones del Juez, para que el procedimiento no se vea 
detenido por la interposición de recursos ordinarios; sin que las partes queden en estado de 
indefensión, ni se viola el derecho a contar con un recurso sencillo y eficaz contra las resoluciones 
jurisdiccionales, pues finalmente las partes, en los juicios orales, tienen acceso al juicio de amparo 
que constituye un medio extraordinario de defensa que resulta eficaz para restituir a los gobernados 
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en el goce de los derechos que se les hubieren violado. Así, el hecho de que las normas que rigen al 
juicio oral mercantil dispongan que en este tipo de procedimiento no procede recurso ordinario contra 
las resoluciones emitidas en él, no transgrede los derechos fundamentales previstos en la Carta 
Magna, ya que para impugnar la sentencia definitiva que se emita en esta clase de juicios, el particular 
cuenta con el juicio de amparo directo previsto en los artículos 103, fracción I y 107, fracción III, inciso 
a), de la Constitución Federal, así como 170 a 191 de la Ley de Amparo. De manera que si en la 
legislación mexicana se encuentra previsto el mencionado medio extraordinario de defensa para 
impugnar el fallo emitido en el juicio oral mercantil, tampoco se infringe el artículo 1, numerales 1 y 2 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En efecto, en virtud de que el Estado 
Mexicano, al contemplar el amparo directo para impugnar la sentencia definitiva que se emita en el 
juicio oral mercantil, cumple con la responsabilidad de suministrar recursos judiciales efectivos y, 
consecuentemente, con la obligación general de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos 
reconocidos por la indicada convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COSTAS EN EL LAUDO ARBITRAL. NO SE ACTUALIZA LA CONDENA A SU PAGO CUANDO NO 
SE EMITIÓ UNA DECISIÓN DE FONDO EN RELACIÓN CON LA NULIDAD DE AQUÉL. 

El artículo 1084, fracción V, del Código de Comercio prevé la condena al pago de costas a quien 
intente acciones improcedentes. Ahora bien, si se demanda la nulidad de un laudo arbitral y ésta no se 
acredita durante el procedimiento de primera instancia, ello no actualiza la condena en costas, dado 
que la improcedencia de la acción a que se refiere la fracción en comento, es aquella que, ante la falta 
de algún presupuesto procesal, no pudo estudiarse el fondo de la controversia planteada, es decir, 
emitir una decisión de fondo en relación con la nulidad. 

 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONTRATO DE SEGURO. NO LE CORRESPONDE AL JUZGADOR, EN UN JUICIO DEL ORDEN 
CIVIL CLASIFICAR, EN LA SENTENCIA, LA FIGURA DELICTIVA QUE HAYA DADO LUGAR AL 
EVENTO POR EL QUE SE REALIZA LA RECLAMACIÓN A LA COMPAÑÍA ASEGURADORA, 
PUES ELLO LE COMPETE A UNO DEL ORDEN PENAL. 

 

En un juicio del orden civil, en el que se demande la materialización del riesgo asegurado, no 
corresponde al juzgador del conocimiento clasificar la figura delictiva que, en el caso, hubiera dado 
lugar al evento por el cual se realice la reclamación a la compañía aseguradora; lo cual es así, porque 
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si bien en las pólizas de seguro se determinan los riesgos amparados y no amparados por el contrato, 
y tratándose de estos últimos, generalmente se establece en la póliza que el contrato no ampara 
daños o robos derivados de delitos tales como extorsión o secuestro; sin embargo, no es función del 
juzgador civil clasificar, en la sentencia, la figura delictiva que a su criterio se actualizó, de acuerdo a 
la mecánica con que sucedieron los hechos, en virtud de que esa función le corresponde a uno del 
orden penal. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONTRATO DE SEGURO. LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA AMBIGÜEDAD, EN CUANTO A 
LA INTERPRETACIÓN DE SUS CLÁUSULAS QUE INTEGRAN LA PÓLIZA, DEBERÁN 
RESOLVERSE DE ACUERDO A LO QUE MÁS BENEFICIE A LOS ASEGURADOS. 

De la interpretación sistemática de los artículos 36, fracción IV y 36-B de la Ley General de 
Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros abrogada y 7o., 20 y 24 de la Ley sobre el 
Contrato de Seguro, se obtiene que la compañía aseguradora tiene la obligación de informar de 
manera fehaciente y suficientemente clara, las condiciones que rijan a las partes en el contrato, de 
manera que la falta de información no puede operar en perjuicio de los asegurados pues, de acuerdo 
con los citados preceptos, la omisión en la información sólo puede ser imputable a la empresa que 
elaboró el contrato y, por tanto, en los conflictos derivados de una ambigüedad en cuanto a la 
interpretación de las cláusulas que integran la póliza, deberán resolverse de acuerdo a lo que más 
beneficie a los asegurados. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CONTRATO DE DACIÓN EN PAGO COMO FORMA DE CUMPLIMIENTO DEL DE APERTURA DE 
CRÉDITO SIMPLE CON GARANTÍA PRENDARIA. SI LA OBLIGACIÓN DE PAGO SE EXTINGUE 
POR LA VENTA EXTRAJUDICIAL QUE SE HAGA DEL BIEN GRAVADO CON PRENDA, TAMBIÉN 
DESAPARECE DICHA GARANTÍA, Y EL DEUDOR TIENE DERECHO A LA DIFERENCIA 
POSITIVA QUE SURJA ENTRE EL PRECIO DE VENTA Y EL CRÉDITO LIQUIDADO. 

 

De la interpretación al artículo 2095 del Código Civil para el Distrito Federal, similar al mismo del 
Código Civil Federal, que dispone: "La obligación queda extinguida cuando el acreedor recibe en pago 
una cosa distinta en lugar de la debida.", se advierte que la obligación de entregar la cantidad 
numeraria adeudada se extingue, al darse otra cosa, empero, ello no implica que la acreedora pueda 
disponer del bien, como mejor convenga a sus intereses, sin dar cuenta al deudor al pasar a ser de su 
propiedad con motivo del contrato de dación en pago como forma de cumplimiento del diverso de 
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apertura de crédito simple con garantía prendaria y que el deudor pierda el derecho consignado en el 
artículo 2886 del código citado, de obtener la diferencia entre el precio de venta y el monto de lo 
adeudado a pesar de que en el contrato de dación en pago no se haya establecido la entrega del 
exceso del precio del bien al deudor, pues ello deriva de la ley y su inobservancia implica la nulidad de 
pleno derecho. Por otra parte, si bien es cierto que el acreedor puede disponer libremente de la cosa 
(vehículo) con motivo de la dación en pago y, en consecuencia, venderla, también lo es que no debe 
quedarse con el remanente del precio, una vez liquidado el adeudo; por lo que resulta incorrecta la 
interpretación al diverso numeral 2891 del propio código que señala: "Extinguida la obligación 
principal, sea por el pago, sea por cualquier otra causa legal, queda extinguido el derecho de prenda.". 
Esto es así, porque lo que en realidad se extingue con el pago es la obligación y la garantía que pesa 
sobre el bien gravado con la prenda, lo que no implica que el derecho del deudor a recibir el 
remanente del precio se extinga también, pues no lo señala así el texto de ese numeral; por el 
contrario, esa disposición debe interpretarse sistemáticamente con el referido artículo 2886, que 
establece: "Si el producto de la venta excede a la deuda, se entregará la diferencia al deudor...", de 
donde se colige que si la obligación de pago se extingue por la venta extrajudicial que se haga del 
bien gravado con prenda, también desaparece dicha garantía, y el deudor tiene derecho a la 
diferencia positiva que surja entre el precio de venta y el crédito liquidado. Al no considerase así, se 
vulnerarían los derechos fundamentales de audiencia y legalidad, previstos en los artículos 14 y 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. EL ACUERDO QUE FIJA O MODIFICA LAS TARIFAS 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA, AL NO TENERSE COMO ACTO DE AUTORIDAD, PUEDE SER 
IMPUGNADO A TRAVÉS DEL JUICIO ORDINARIO MERCANTIL, EN EJERCICIO DE LA ACCIÓN 
DE PAGO DE LO INDEBIDO. 

 

La relación contractual entablada entre la Comisión Federal de Electricidad y los usuarios del servicio 
público de energía eléctrica es de coordinación, porque ambas partes adquieren derechos y 
obligaciones recíprocas. Es decir, no se trata de una relación de supra a subordinación en donde el 
organismo suministrador tenga el carácter de autoridad, según se advierte de la jurisprudencia 2a./J. 
112/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
XXXII, agosto de 2010, página 364, de rubro: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. EL AVISO 
RECIBO POR CONCEPTO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA, INCLUSIVE CUANDO 
CONTENGA UNA ADVERTENCIA DE CORTE DEL SERVICIO, NO ES ACTO DE AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.". Ahora, uno de los elementos integrantes del contrato 
de suministro es el precio. En el caso, la tarifa por el suministro de energía eléctrica es fijada o 
modificada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a través de acuerdos periódicos. Pues 
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bien, en la jurisprudencia 2a./J. 54/2012 (10a.), difundida en el citado medio, Décima Época, Libro X, 
Tomo 2, julio de 2012, página 929, de rubro: "AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE 
AMPARO. NO ES LA ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA ANALIZAR SI EL ACTO 
RECLAMADO PROVIENE DE UNA AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.", se 
determinó que los Jueces de Distrito no deben desechar las demandas de amparo en donde los 
quejosos reclamen dichos acuerdos (tarifas), por no ser notoria la improcedencia del juicio 
constitucional. De ello se sigue que dicha jurisprudencia no concluyó que el acuerdo de fijación o 
modificación de tarifas fuera un acto de autoridad, tan es así que el Máximo Tribunal señaló que los 
Jueces de Distrito deben realizar un análisis exhaustivo de los elementos materiales y jurídicos para 
poder establecer si el acto es de autoridad o no. Ese mismo estudio debe efectuarse cuando el 
usuario ejerce la acción de pago de lo indebido contra la Comisión Federal de Electricidad, en la vía 
ordinaria mercantil, por considerar que dicho organismo aplicó una tarifa ilegal. Esto, porque si el 
acuerdo (tarifa) se tuviere como un acto de autoridad, su legalidad no podría analizarse en un juicio 
ordinario mercantil, porque en éste la controversia versa sobre los derechos y obligaciones asumidas 
por las partes en una relación de coordinación, esto es, en un plano de igualdad. Pues bien, este 
tribunal considera que para resolver dicho problema jurídico es indispensable determinar si el acuerdo 
(que define el precio) puede desvincularse del contrato de suministro de energía eléctrica (celebrado 
bajo una relación de coordinación). Para ello, debe tenerse en cuenta que el Estado tiene la facultad 
de fijar las contraprestaciones por el servicio público de energía eléctrica, la que tiene como origen su 
potestad como prestador directo del mismo a través de su administración paraestatal, cuestión que 
hace que la tarifa de energía eléctrica "sea un acto administrativo susceptible de ser modificada según 
las necesidades del servicio", en términos de lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la tesis 1a. X/2011, publicada en el mencionado Semanario, Novena 
Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 630, de rubro: "TARIFAS DE ENERGÍA ELÉCTRICA. 
SU NATURALEZA JURÍDICA.". Como puede verse, la tarifa fue calificada como un "acto 
administrativo", porque deriva de la potestad que tiene el Estado como prestador directo del servicio. 
No obstante, en la ejecutoria de la cual derivó el mencionado criterio, fue aplicada la tesis plenaria 
LXX/89, difundida en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IV, Primera Parte, 
julio-diciembre de 1989, página 89, de rubro: "ENERGÍA ELÉCTRICA. LA GARANTÍA DE AUDIENCIA 
NO ES APLICABLE EN LA FIJACIÓN DE TARIFAS PARA EL SUMINISTRO Y VENTA DEL 
SERVICIO.", según la cual, el acuerdo donde se fijan las tarifas es un acto interno de un organismo 
por el que se establecen las bases conforme a las que se determinará uno de los elementos del 
contrato de suministro de energía eléctrica. Luego, debe entenderse que el acuerdo (tarifa) es un "acto 
de la administración", sin que ello constituya un acto de autoridad, porque sólo tienen ese carácter 
aquellos que otorguen a la autoridad privilegios sustentados en el orden público y el interés social, de 
tal magnitud que actualicen una relación de supra a subordinación, según fue determinado en la citada 
jurisprudencia 2a./J. 112/2010, incluso, en la diversa 2a./J. 164/2011, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 
1089, de rubro: "AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NOTAS 
DISTINTIVAS.", se estableció que una de las características esenciales del acto de autoridad consiste 
en que exista un ente de hecho o derecho que establezca una relación de supra a subordinación con 
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un particular. Ahora bien, no debe perderse de vista que el acuerdo de mérito, al fijar o modificar la 
tarifa de energía eléctrica, define uno de los elementos esenciales del contrato: "el precio". Luego, si 
aceptamos que el referido contrato se celebra bajo una relación de coordinación, no podríamos 
sostener que el precio es fijado a través de un "acto de autoridad", si fuera así estaríamos en 
presencia de una relación de supra a subordinación (rasgo fundamental del acto de autoridad). 
Entonces, la naturaleza del acuerdo que fija o modifica las tarifas de energía eléctrica no puede 
desvincularse de la naturaleza del contrato, porque el primero define uno de los elementos esenciales 
del segundo, además, no surte efectos por sí solo, ya que su eficacia depende de la existencia de un 
contrato celebrado por el propio Estado con un particular en un plano de coordinación, donde ambas 
partes adquieren derechos y obligaciones recíprocas. Ahora bien, si el acuerdo en comento define uno 
de los elementos del contrato (el precio), entonces, forma parte integrante de éste, es decir, queda 
inserto en el contrato (como una cláusula del mismo) y únicamente dota de contenido a los elementos 
que las partes aceptaron como integrantes del precio, ante lo cual, surge la posibilidad de que el 
usuario cuestione la validez de esa cláusula (precio) en el juicio ordinario mercantil. Además, si se 
llegara a sostener que el acuerdo que fija la tarifa es un acto de autoridad susceptible de ser 
reclamado en amparo indirecto, el usuario quedaría sometido a un doble régimen, esto porque, por un 
lado, tendría que promover el amparo indirecto para reclamar lo relativo a la fijación de la tarifa 
(precio) y, por el otro, tendría que acudir a la vía ordinaria para controvertir los demás aspectos 
vinculados al contrato. Lo anterior resultaría incongruente con la relación de coordinación entablada 
con el Estado, ello porque el amparo contra normas generales tiene como regla de procedencia que el 
juicio constitucional se inste contra el primer acto de aplicación de la ley, según se desprende del 
artículo 61, fracción XIV, segundo párrafo, de la Ley de Amparo. No obstante, si la relación contractual 
establecida entre la Comisión Federal de Electricidad y el usuario, es de coordinación, lo relativo al 
cumplimiento de dicho contrato debe verificarse conforme a las reglas del derecho privado. El ejercicio 
de la acción de pago de lo indebido no se encuentra condicionado por el primer acto de aplicación de 
la tarifa; en realidad, a través del juicio ordinario mercantil, el usuario quedará en posibilidad de 
demandar la incorrección o ilegalidad de la tarifa (al ser parte integrante del contrato) en cualquier 
momento, mientras no haya prescrito la acción correspondiente. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

CHEQUES. SI SU PAGO FUE OBJETADO Y EL BANCO DEMANDADO NO EXHIBE EN EL 
PROCESO LOS ORIGINALES DE LOS QUE SON MATERIA DEL JUICIO, PESE AL 
REQUERIMIENTO JUDICIAL, ELLO NO PUEDE BENEFICIAR A ESA INSTITUCIÓN ANTE SU 
REBELDÍA, SINO A TENER POR CIERTAS LAS AFIRMACIONES DE SU CONTRAPARTE. 

 

Si de las prestaciones exigidas en la demanda y de los hechos narrados en ésta, se advierte que el 
actor reclamó la devolución del importe de los cheques que afirma no haber librado, ello es suficiente 
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para evidenciar su oposición al pago de esos documentos y que la acción ejercida es la prevista en el 
párrafo segundo del artículo 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, aunque no 
haya alegado la notoria falsificación de la firma que en ellos obra; pues para poder hacer dicha 
alegación es necesario que los cheques se pongan a la vista del titular de la cuenta a cuyo cargo se 
hayan librado, ya que sólo de ese modo podrá tener conocimiento de las razones que llevaron al 
banco librado a pagar los documentos. Luego, si el banco demandado no exhibe en el proceso el 
original de los cheques materia del juicio, pese a que fue requerido por el juzgador para ello, es 
correcto que se le haga efectivo el apercibimiento previamente decretado en el sentido de tener por 
ciertas las manifestaciones del actor. Ello, en virtud de que la conducta procesal asumida por el banco 
demandado impidió al actor alegar la notoriedad en la falsificación de las firmas, pues si no tuvo a la 
vista los documentos, no podría exigírsele que desde su escrito inicial hiciera esas manifestaciones, 
pues es claro que esa exigencia entrañaría obligarlo a que alegara sobre hechos para él 
desconocidos. Por tanto, la falta de exhibición de los cheques controvertidos, pese al requerimiento 
formulado, no puede beneficiar a la institución bancaria rebelde, quien por lo mismo, no puede 
prevalerse de su propia conducta, contraria a los principios de buena fe y lealtad procesal, para 
sostener que no se acreditó que la firma que obra en los documentos materia del juicio fuese 
notoriamente falsificada, por lo que deben tenerse por ciertas las afirmaciones de su contraparte, 
conforme lo establece el artículo 89 del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 
supletoria a la materia mercantil. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

ACCIÓN DE NULIDAD DE LAUDO ARBITRAL. CUANDO NO SE ACREDITA, ÉSTE RESULTA 
VÁLIDO Y SURTE SUS EFECTOS LEGALES. 

 

Cuando se demanda la nulidad de un laudo arbitral, prevista en la fracción V del artículo 1470 del 
Código de Comercio, se pone en duda la eficacia de éste y, por ello, a la par de que se examina la 
nulidad, se analiza también su eficacia; motivo por el cual, de no probarse dicha nulidad, el laudo 
expresamente surte efectos al no haberse discutido su eficacia con fuerza vinculatoria, por 
encontrarse satisfechos los requisitos previstos en los numerales 1461 y 1462 del citado código. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

ACCIÓN CAUSAL. SI AL EJERCITARSE EL ACCIONANTE NO REVELA NI PRUEBA LA 
RELACIÓN JURÍDICA QUE DIO ORIGEN AL TÍTULO DE CRÉDITO, PROCEDE ABSOLVER AL 
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DEMANDADO DE LAS PRESTACIONES RECLAMADAS, SIN DEJAR A SALVO LOS DERECHOS 
DEL ACTOR. 

 

En términos de los artículos 1194 y 1326 del Código de Comercio, para que el actor pruebe su acción 
es necesario que narre los hechos en que la funda y los demuestre, a fin de que el Juez los valore y 
les atribuya la calidad y las consecuencias jurídicas que en derecho procedan, conforme a la máxima 
"dame los hechos y te daré el derecho". Luego de ejercitarse la acción causal prevista en el artículo 
168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que implica la existencia de un título de 
crédito cuya causa subyacente es un acto jurídico que, a su vez, produce una obligación jurídicamente 
exigible, mediante la acción respectiva, sin que el accionante revele ni pruebe la relación jurídica que 
dio origen a dicho documento, lo procedente es absolver al demandado de las prestaciones 
reclamadas, sin dejar a salvo los derechos del actor, porque no se está en presencia de la falta de un 
presupuesto procesal o de algún requisito de procedibilidad, que impida al Juez estudiar la cuestión 
sometida a su consideración pues, lo contrario, implicaría soslayar la cosa juzgada, al abrir la 
posibilidad de promover válidamente un nuevo juicio sobre la misma cuestión ya resuelta, 
desconociendo la estabilidad y la firmeza de las relaciones jurídicas. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390 BIS 10 DEL CÓDIGO 
DE COMERCIO, AL PREVER LAS REGLAS PARA SU REALIZACIÓN, NO VULNERA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO. 

 

De la exposición de motivos de la reforma al Código de Comercio, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de enero de 2011, por la que se introdujo el juicio oral mercantil, se advierte que los 
principios rectores de éste son los de: oralidad, publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, 
continuidad y concentración; de ahí que, acorde con la naturaleza de dicho juicio, su finalidad sea 
contar con un sistema de impartición de justicia cuya prontitud, celeridad, eficacia y eficiencia sean las 
adecuadas para evitar rezagos en el pronunciamiento de las resoluciones que ponen fin a las 
controversias. De ese modo, se encuentra justificado que el artículo 1390 bis 10 prevea que en un 
juicio oral mercantil sólo el emplazamiento tenga que realizarse personalmente, mientras que las 
demás determinaciones deben notificarse de acuerdo con las reglas y los medios previstos para las 
notificaciones no personales. Así pues, dicho precepto no vulnera el derecho fundamental al debido 
proceso, consistente en proteger que las partes tengan una posibilidad efectiva e igual de defender 
sus puntos de vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus pretensiones, pues estas cuestiones se 
encuentran previstas para los juicios orales mercantiles; además, los derechos fundamentales de 
legalidad y seguridad jurídica están colmados con el hecho de que el artículo indicado tenga previsto 
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que en el juicio oral únicamente será notificado personalmente el emplazamiento, ya que desde que 
se ordena notificar a la demandada de manera personal la existencia de un juicio en su contra, se le 
hace saber que se encuentra sujeta a las disposiciones procesales previstas en el Código de 
Comercio, en las que se le exigirán determinadas conductas y que, incluso, dichas cargas serán 
reclamadas a las partes bajo apercibimiento de ser sancionadas en caso de no cumplir con ellas, pues 
sólo así se garantiza la celeridad que exige el procedimiento oral mercantil. 

 

PRIMERA SALA 

 

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. AL ESTAR EXPRESAMENTE PREVISTA 
LA FORMA DE REALIZARLAS EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 10 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO 
PROCEDE APLICAR SUPLETORIAMENTE OTRA LEGISLACIÓN. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que la supresión de las 
notificaciones personales en el juicio oral mercantil persigue un fin constitucionalmente válido, por lo 
que la forma de notificación de los autos o las resoluciones diferentes al emplazamiento en ese 
procedimiento, está expresamente prevista en el artículo 1390 bis 10 del Código de Comercio, sin que 
proceda aplicar supletoriamente otra legislación, ya que resulta contrario a la naturaleza de dichos 
juicios orales que tienen como finalidad contar con un sistema de impartición de justicia pronta, eficaz 
y eficiente, para resolver los conflictos con la prontitud y celeridad necesarias para evitar rezagos en el 
pronunciamiento de las resoluciones. 

 

PRIMERA SALA 

  

INTERESES MORATORIOS. LA DETERMINACIÓN DE USURA EN EL PACTO DE RÉDITOS NO 
LLEVA A SOSTENER QUE CUANDO UNA CONVENCIÓN RESULTE ILEGAL, DEBA 
CONSIDERARSE COMO NO ACORDADA, PUES DEBE ESTARSE A LA HIPÓTESIS PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 362 DEL CÓDIGO DE COMERCIO PARA EL SUPUESTO DE QUE NO SE HAYA 
ESTABLECIDO UN IMPORTE ESPECÍFICO POR AQUEL CONCEPTO, ES DECIR, SE ESTARÁ AL 
TIPO LEGAL, DE LO CONTRARIO, LA AUTORIDAD JUDICIAL DEBERÁ ABORDAR DE OFICIO 
LA LEGALIDAD DE ÉSTOS Y, DE CONSIDERARLOS USURARIOS, TENDRÁ LA FACULTAD DE 
REDUCIRLOS PRUDENCIALMENTE [INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 47/2014 (10a.)]. 

 

El artículo 362 del Código de Comercio permite la convención por concepto de intereses en caso de 
mora, o bien, que en el supuesto de que no se hayan pactado se estará al tipo legal que corresponde 
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al seis por ciento anual. Ahora bien, a partir de las reformas a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el seis de junio de dos mil once, se 
estableció que las normas en materia de derechos humanos se interpretarán de conformidad con ésta 
y con los tratados internacionales de la materia, procurando favorecer en todo tiempo a las personas 
con la interpretación más amplia o extensiva cuando se trate de derechos protegidos, lo que estatuye 
como prerrogativa fundamental la aplicación del principio pro persona; asimismo, el artículo 21, 
numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en términos específicos tutela el 
derecho a la propiedad privada, prohibiendo la usura como forma de explotación del hombre por el 
hombre y obliga al Estado a garantizar que se cumpla esa prerrogativa. Ahora bien, sobre el tema la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó en la jurisprudencia 1a./J. 
47/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a 
las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo 
I, junio de 2014, página 402, de título y subtítulo: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA 
TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA 
PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", que si el juzgador adquiere convicción de 
oficio de que el pacto de intereses es notoriamente usurario, acorde con las circunstancias 
particulares del caso y de las constancias de actuaciones, entonces debe proceder también de oficio y 
reducir los intereses para fijar la condena respectiva sobre una tasa que no resulte excesiva mediante 
la apreciación razonada, fundada y motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y 
de las constancias de actuaciones que tenga a la vista al momento de resolver; de ahí que es 
inconcuso que la determinación de usura en el pacto de réditos por mora, no lleve a sostener que 
cuando una convención resulte ilegal debe considerarse como no acordada, pues debe estarse a la 
hipótesis descrita en el artículo 362 del Código de Comercio, para el supuesto de que no se haya 
establecido un importe específico por concepto de interés, ya que dicha legislación mercantil contiene 
dos supuestos que se excluyen entre sí, por lo que sólo en el caso de que las partes no hayan 
estipulado importe de intereses se estará al tipo legal; de lo contrario, la autoridad judicial que conozca 
del juicio mercantil deberá abordar de oficio la legalidad de éstos y, en el supuesto de considerarlos 
usurarios, tendrá la facultad de reducirlos prudencialmente, como se expuso en la jurisprudencia de 
mérito. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

DEPÓSITO ANTE ALMACENES GENERALES. EL CERTIFICADO RELATIVO Y EL BONO DE 
PRENDA EXPEDIDOS CON MOTIVO DE AQUÉL, CONSTITUYEN TÍTULOS DE CRÉDITO EN 
TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 5o. Y 229 DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES 
DE CRÉDITO. 
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De acuerdo con los artículos 2516 del Código Civil Federal y del Código Civil para el Distrito Federal, 
el depósito -civil- es un contrato por el que el depositario se obliga hacia el depositante a recibir una 
cosa mueble o inmueble que éste le confía, y a guardarla para restituirla individualmente cuando la 
pida el depositante. Cuando recae sobre cosas mercantiles, el contrato es celebrado entre 
comerciantes o por causa de comercio (artículos 75, fracción XVII y 332 del Código de Comercio), 
adquiere naturaleza mercantil, lo que acontece, entre otros casos, cuando se efectúa ante un almacén 
general de depósito, debido a que éste constituye una organización auxiliar de crédito -y por tanto un 
comerciante-, aunado a que así lo establece, de manera expresa, la fracción XVIII del artículo 75 del 
citado ordenamiento mercantil. Al convenirse el depósito entre el almacén general y el depositante, el 
primer documento expedido es el que se origina con motivo de la celebración del contrato mismo, y de 
no ser así, esto es, de no celebrarse por escrito, el acuerdo de voluntades se encuentra implícito en el 
certificado de depósito que el almacén expide al depositante contra la entrega de las mercancías, de 
manera que, cuando se otorga el certificado, es porque previamente se ha celebrado el contrato de 
depósito respectivo. El certificado tiene incorporado un derecho de propiedad sobre las mercancías 
depositadas y, por ende, constituye el título representativo de mercancías por excelencia que acredita 
la propiedad de aquellas depositadas en el almacén que lo emite. Una vez constituido el depósito y 
expedido el certificado respectivo, su tenedor legítimo se encuentra facultado para solicitar uno o 
varios formularios de bono de prenda para el caso de que decida pignorar la mercancía depositada. El 
mecanismo y funcionalidad del bono de prenda es sencillo: como el depositante -tenedor del 
certificado-, no puede traer consigo la mercancía depositada, el almacén, previa petición de aquél, 
podrá otorgarle bonos de prenda que le permitirán comprometer las mercancías amparadas por cada 
bono, generalmente en garantía de algún crédito que le sea conferido; de ahí que el bono de prenda 
se suscribe con motivo de la celebración de un contrato principal de crédito y otro accesorio de prenda 
con un tercero, en virtud de los cuales el tenedor del certificado grava su mercancía, haciendo una 
promesa de pago por una suma de dinero a la orden del beneficiario que le otorga el crédito, mismo 
que queda garantizado con los bienes depositados en el almacén, amparados por el certificado. A su 
vez, el acreedor prendario puede ceder su crédito sin desplazamiento material de la mercancía, 
mediante la transmisión del bono y sin tener que preocuparse de la persona que en un momento 
determinado pueda ser el dueño actual de las mercancías que tiene en prenda, debido a que en el 
bono se encuentra "incorporado" un derecho real de naturaleza prendaria que garantiza el crédito del 
poseedor del bono, de allí que, a la vez, "incorpore" un derecho a obtener el pago de una suma 
determinada, que es aquella adeudada con motivo del referido crédito. Ahora, si se parte de la base 
que tanto el certificado de depósito como el bono de prenda tienen "incorporados" derechos, en el 
caso del primero, el de propiedad sobre la mercancía depositada en el almacén, y en el caso del 
segundo, el derecho a obtener el pago de una suma determinada, así como uno real de prenda sobre 
la referida mercancía, debe concluirse que ambos documentos -certificado de depósito y bono de 
prenda- constituyen títulos de crédito, de acuerdo con la definición que de éstos está contenida en el 
artículo 5o. de la ley de la materia, que atribuye esa naturaleza a los documentos necesarios para 
ejercer el derecho literal que en ellos se consigna, "necesidad" del documento que se explica en la 
medida en que tienen incorporado el derecho que se pretende ejercer. 
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DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

DEPÓSITO ANTE ALMACENES GENERALES. DERECHOS Y ACCIONES QUE DERIVAN DE LA 
LEGÍTIMA TENENCIA DEL CERTIFICADO RELATIVO Y EL BONO DE PRENDA EXPEDIDOS CON 
MOTIVO DE AQUÉL. 

 

El certificado de depósito y el bono de prenda expedidos con motivo de la constitución de un depósito 
en almacenes generales, conforman títulos de crédito diferentes, originados en contratos y por 
personas distintas, y en momentos también diversos. Así, mientras el certificado tiene su origen en el 
contrato de depósito celebrado entre el almacén general (depositario) y el depositante, el bono de 
prenda emana de un contrato de crédito celebrado entre el emisor del bono como acreditado y su 
beneficiario como acreditante, contrato principal al que le es accesorio uno de prenda que garantiza el 
pago del crédito. Respecto a los momentos de creación, el certificado se origina con motivo del 
depósito de mercancías, que por obvias razones es previo a la adquisición de algún crédito por parte 
del depositante y, por ende, a la celebración del contrato respectivo y de su garantía prendaria; pero lo 
más importante, derivado del artículo 229 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, es 
que los títulos de crédito en cuestión tienen incorporados derechos diversos, pues mientras el 
certificado de depósito tiene imbíbito un derecho real de propiedad sobre los bienes depositados, el 
bono de prenda tiene incorporados un derecho al cobro del crédito conferido por su tenedor al emisor 
del bono, y un derecho real de prenda sobre la mercancía depositada en el almacén -prenda que 
garantiza el pago del crédito-. En ese sentido, para hacer efectivo el derecho contenido en el 
certificado de depósito, a su tenedor legítimo asiste acción cambiaria directa para la entrega de la 
mercancía en contra del obligado directo, esto es, el almacén general de depósito, por cuanto éste es 
el depositario de ella y, por ende, el vinculado de manera directa a entregarla en cualquier tiempo a 
quien tenga pleno dominio sobre aquélla, atento a lo dispuesto por el artículo 239 de la citada ley que, 
en lo conducente, reconoce la facultad del tenedor legítimo del certificado de depósito para recoger la 
mercancía en cualquier momento; facultad cuya procedencia está supeditada necesariamente a que, 
de haberse expedido bonos de prenda, el peticionario los devuelva junto con el certificado de depósito 
base de su acción pues, de no ser así, únicamente tendrá derecho al retiro de la mercancía, si 
previamente hace pago de las obligaciones contraídas con el fisco y el propio almacén y, además, 
deposita en éste la cantidad amparada por los bonos correspondientes. Por otro lado, al acreedor 
pignoraticio, tenedor del bono o bonos de prenda, asiste acción cambiaria directa por falta de pago en 
contra del deudor -emisor de los citados títulos valor-, para obtener la satisfacción del crédito o 
créditos que le confirió y, en su defecto, para hacer efectiva la prenda constituida sobre los bienes o 
mercancías depositados en el almacén general. Cabe precisar que en ambos casos, el certificado de 
depósito y bono de prenda, la acción cambiaria deriva de la naturaleza cartular de dichos títulos, así 
como de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 251 del ordenamiento legal invocado, que 
determina la aplicabilidad del artículo 167 -que regula la mencionada acción-, para ambos títulos de 
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crédito. En el entendido de que el ejercicio de la acción cambiaria derivada de la facultad a que alude 
el mencionado artículo 239 -entrega de la mercancía depositada-, no se encuentra sujeta al 
procedimiento de venta previsto en los artículos 243 a 248 de la ley en consulta, debido a que éste 
opera en los diversos casos que refiere el artículo 242, no así cuando el legítimo tenedor del 
certificado reclama la entrega de la mercancía depositada en el almacén general, que conforma la 
acción regulada por el referido artículo 239. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

ACCIÓN ORDINARIA MERCANTIL. LA FALTA DE EXHIBICIÓN DE PAGARÉS, NO IMPLICA SU 
IMPROCEDENCIA. 

 

Cuando la acción ejercitada es la ordinaria mercantil, deducida de un contrato de crédito simple con 
garantía hipotecaria, y no una ejecutiva que guarda relación con algún título de crédito, la exhibición 
de pagarés no resulta necesaria ni implica que la acción devenga improcedente, pues dichos títulos de 
crédito sólo sirven para garantizar el adeudo. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO. 

 

PROVIDENCIA PRECAUTORIA. LA RESOLUCIÓN QUE CONFIRMA LA DECISIÓN DE 
CONCEDER LA MEDIDA CAUTELAR CONSISTENTE EN LA RADICACIÓN DE PERSONA 
SOLICITADA EN EL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA, SIN AUDIENCIA DE ÉSTA, NO VIOLA LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL NO ACTUALIZARSE LA 
SALVEDAD A QUE ALUDE EL ARTÍCULO 1178 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

 

El citado precepto legal dispone: "Ni para recibir la información ni para dictar una providencia 
precautoria se citará a la persona contra quien ésta se pida, salvo que la medida se solicite iniciado 
cualquiera de los juicios previstos en este código.". La interpretación sistemática y funcional de este 
enunciado revela en qué caso debe citarse a la persona contra quien se solicita una providencia 
precautoria de las que establece el propio código, pues si bien en su primera parte señala que para 
dictar dicha providencia no se le citará, con posterioridad hace una salvedad al disponer de manera 
implícita que sí se le citará cuando la medida se solicite ya iniciado el juicio. En ese sentido, la 
hipótesis de salvedad a que se refiere dicho precepto opera cuando la relación jurídico procesal se 
constituyó por virtud del emplazamiento, pues el demandado o la persona contra quien se dicte la 
medida precautoria, ya conoce del juicio principal y, al no haber ya posibilidad de que se le emplace 
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de nueva cuenta, resulta necesario que se le dé a conocer la medida para que ejerza su derecho de 
audiencia respecto de este preciso aspecto, siendo la salvedad a la que se contrae el artículo en 
estudio. De ahí que, de otorgarse previa audiencia al interesado con la imposición de la medida 
precautoria pedida en el escrito inicial de demanda, perjudicaría el propósito de la medida cautelar, 
pues anticiparía, incluso, antes del emplazamiento, su conocimiento al afectado con aquélla, así como 
el conocimiento de la propia demanda, lo que haría inútil la medida y fácilmente evadible. Atento a lo 
anterior, la resolución que confirma la decisión de conceder la medida cautelar consistente en la 
radicación de persona solicitada en el escrito inicial de demanda, sin audiencia de ésta, no viola los 
derechos fundamentales previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, por no actualizarse la salvedad a que alude el artículo 1178 citado. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

EMBARGO EN BIENES DEL SOCIO COMO MEDIDA PRECAUTORIA EN UN JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE DECRETARLO EN SU CONTRA EN EL AUTO ADMISORIO DE 
DEMANDA ENTABLADA POR OBLIGACIONES A CARGO DE LA SOCIEDAD (INTELECCIÓN DEL 
ARTÍCULO 24 DE LA LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES). 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 59/2012 
(10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, 
Tomo 1, agosto de 2012, página 472, de rubro: "SOCIEDADES MERCANTILES. EL ARTÍCULO 24 
DE LA LEY GENERAL RELATIVA, ES APLICABLE A TODAS ELLAS, INCLUSIVE A LA ANÓNIMA, 
POR LA OBLIGACIÓN QUE TIENEN LOS ACCIONISTAS HASTA EL MONTO DE SUS 
APORTACIONES.", estableció que cuando una sociedad adquiere obligaciones de carácter pecuniario 
frente a terceros, es ésta quien inicialmente debe responder de esas obligaciones y que, no obstante, 
si los bienes de la sociedad resultan insuficientes para ello, el artículo 24 de la Ley General de 
Sociedades Mercantiles, autoriza vincular a los socios al cumplimiento de las mismas, bajo la 
condición de que éstos hayan sido demandados junto con la sociedad. Ahora bien, la hipótesis 
contenida en el citado artículo, se actualiza una vez que concurran las circunstancias siguientes: que 
a) se emita sentencia condenatoria y ésta adquiera la calidad de cosa juzgada, en relación con un 
juicio en que sean demandados tanto la sociedad, como los socios; b) en la fase de ejecución, se 
realicen las gestiones conducentes a efecto de que la sociedad demandada cumpla a lo que fue 
condenada; y, c) sólo en caso de que carezca de bienes, o bien, éstos sean insuficientes, entonces, 
se ejecutará la sentencia condenatoria con relación a los bienes de los socios. Bajo esa óptica, si bien 
procede la admisión de la demanda en el juicio ejecutivo mercantil respecto de quien se le atribuyó la 
calidad de socio de la empresa demandada, será hasta que concurran todos esos requisitos cuando 
nazca su obligación para responder por las prestaciones reclamadas. En tal virtud, el embargo 
establecido como medida precautoria en el auto admisorio, sólo es válido contra la sociedad como 
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persona moral y no así en bienes del quejoso, a quien se atribuyó la calidad de socio, ya que será 
necesario que para que haya un embargo en sus bienes, exista una sentencia de condena y que, en 
ejecución de ésta, esa condena no sea cubierta por la sociedad, para poder iniciar la ejecución en 
contra del socio. 

 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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